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RESUMEN 

El presente estudio se inscribe dentro del programa de trabajo de la 
División de Medio Ambiente y Desarrollo de la CEPAL, en lo concerniente 
a la evaluación de los recursos energéticos en el contexto del desarrollo 
sustentable. De igual modo, forma parte de los trabajos interdivisionales 
realizados con la Unidad Conjunta CEPAL/UNCTAD de Empresas 
Transnacionales de la División de Desarrollo Productivo y Empresarial de 
la CEPAL, trabajos que versan sobre el comportamiento de la inversión 
extranjera directa en sectores seleccionados y sobre el papel de los recursos 
naturales en la articulación interna y extema de la estructura productiva. 

El estudio se propone dar cuenta de los cambios más importantes que 
ha experimentado, en el curso de las últimas décadas, la legislación 
petrolera de diez países de la región: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Perú y Venezuela.-Para ello se 
compararon las legislaciones actualmente vigentes (dictadas 
hindamentalmente en los años noventa, hasta diciembre de 1996) con las 
que regían en los decenios anteriores. 

Para llevar a cabo esa comparación se escogieron 26 aspectos 
considerados decisivos (por ejemplo, el tipo de contrato, su duración, los 
plazos de exploración y explotación, el régimen tributario, la retribución de 
la empresa contratista), y esa matriz se aplicó sistemáticamente a las 
sucesivas legislaciones de cada uno de los 10 países estudiados. 

El documento está dividido en 11 capítulos. El primero es un resumen 
de los siguientes (esto es, una comparación, conforme a los 26 aspectos ya 
indicados, de las disposiciones petroleras vigentes en los 10 países a lo largo 
del período en cuestión), mientras que los capítulos restantes están 
dedicados a analizar la evolución seguida por la legislación petrolera en 
cada país. 

Como es natural, la realización del estudio exigió reunir previamente 
la información pertinente, en especial la leyes correspondientes de cada 
país. Para esa tarea se contó con la colaboración de diversas personas e 
instituciones, entre ellas la Embajada de la República Argentina en Lima; 
de Alberto Acosta, economista de la Fundación ILDYS (Ecuador); de la 



dirección de relaciones públicas de la Empresa Colombiana de Petróleos 
(ECOPETROL); de Raúl Vásquez, de Colombia, consultor de la Junta del 
Acuerdo de Cartagena; de Susan Brandwayn, de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD); de la biblioteca 
de la sede de Nueva York de las Naciones Unidas, y de Carmen Castañeda, 
encargada de la biblioteca de la compañía Petróleos del Perú 
(PETROPERU). ^ ^ 
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ABSTRACT 

This study, undertaken as part of the evaluation of energy resources and 
sustainable development under the programme of work of the 
Environment and Development Division of the Economic Commission for 
Latin America and the Caribbean (ECLAC) is, at the same time, one of the 
interdivisional projects conducted together with the Joint 
ECLAC/UNCTAD Unit on Transnational Corporations in the Division of 
Production, Productivity and Management of ECLAC on foreign direct 
investment (FDI) patterns in selected sectors and the role of natural 
resources in intern^ and external production linkages. 

The study examines the most significant changes in petroleum laws 
effected in recent decades in 10 countries in the region: Argentina, Bolivia, 
Brazil, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, Mexico, Peru and Venezuela. 
Accordingly, existing legislation (enacted, for the most part, in the 1990s 
but prior to December 1996) has been compared with earlier legislation. 

For the purposes of this comparison, 26 factors considered crucial (for 
example, type of contract, duration, deadlines for exploration and 
exploitation, the tax system, the fee of the contracting company) were 
selected and this matrix was applied systematically to the successive 
legislations of each of the 10 countries under consideration. 

The study is divided into 11 chapters. The first contains a summary 
of the subsequent sections (i.e., it seeks to compare the petroleum 
regulations in force in the 10 countries throughout the relevant period with 
respect to the 26 factors referred to above); the remaining chapters examine 
the evolution of petroleum legislation in each country. 

Data collection, specifically on the relevant laws of each country was, 
of course, a necessary preliminary to this study. In this regard, we are 
indebted to a number of individuals and organizations who provided us 
with valuable assistance. They included the Embassy of the Argentine 
Republic in Lima, Alberto Acosta, an economist at the Latin American 
Institute for Social Research (ILDIS) (Ecuador); the office for public 
relations of Colombian Petroleum Enterprise (COLPET); Raúl Vásquez, of 
Colombia, a consultant to the Board of the Cartagena Agreement; Susan 
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Brandwayn of the United Nations Conference on Trade and Development 
(UNCTAD), the Dag Hammarskjold Library at United Nations 
Headquarters in New York; and Carmen Castañeda, head of the library of 
Petróleos del Peru (PETROPERU). 
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I. PANORAMA DE LA LEGISLACIÓN PETROLERA 

A. ORIENTACIONES GENERALES 

A comienzos de los años noventa, 6 de los 11 países estudiados (Argentina, 
Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela) introdujeron 
modificaciones importantes en sus regímenes de contratación petrolera, 
con el objetivo de otorgar mayores incentivos a los inversionistas 
extranjeros y, de ese modo, incrementar sus reservas y mejorar el saldo neto 
de divisas. 

Los principales incentivos fueron los siguientes: mayor participación 
en la producción de petróleo o, simplemente, otorgamiento de la propiedad 
del petróleo a las compañías extranjeras; disminución de las tasas del 
impuesto a la renta y a las remesas (en algunos casos se eliminaron los 
impuestos a las remesas); mayores plazos para la exploración, e 
introducción de la llamada opción sísmica, que elimina la obligación de 
perforar pozos exploratorios (véase el glosario). 

En esos seis países, aunque en menor grado en Venezuela, se 
introdujeron también modificaciones tendientes a liberalizar y desregular 
las diferentes fases de la industria. En lo que concierne al mercado interno, 
se dictaron leyes que otorgan libertad a las empresas para la fijación de 
precios y la comercialización de los derivados del petróleo. En cuanto al 
mercado externo, en casi todos los países se determinó la libre 
comercialización del petróleo, y también se liberalizaron las actividades de 
elaboración secundaria, como refinación, industrialización y transporte del 
petróleo y sus derivados. 

En Venezuela tuvo lugar en los años noventa la modificación más 
importante desde la promulgación, en 1975, de la ley de nacionalización 
del petróleo, que reservó para el Estado y la compañía petrolera estatal 
todas las actividades relacionadas con la industria respectiva, incluso la 
exploración. En efecto, en julio de 1995, el Congreso de Venezuela 
promulgó una ley para celebrar convenios de asociación para la 
exploración a riesgo en nuevas áreas y para la producción de hidrocarburos 
conforme al esquema de ganancias compartidas. Cabe anotar que en 1992 
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y 1993 el Congreso de Venezuela ya había aprobado la celebración de 
diversos contratos entre la compañía estatal y distintas compañías 
extranjeras para la explotación de petróleo pesado. 

En varios países, las empresas estatales de petróleo incorporaron 
modificaciones tendientes a fomentar la inyección de capital privado y a 
poner en marcha asociaciones estratégicas con empresas extranjeras. En 
uno de ellos, Argentina, se privatizó el 45% de las acciones de la empresa 
estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF). 

En marzo de 1994 se promulgó en Bolivia la ley de capitalización, que 
plantea la privatización de las empresas estatales mediante un aumento de 
capital. Bajo la nueva modalidad contractual, los lotes productores se 
adjudicaron a inversionistas extranjeros. Asimismo, se promulgó una 
nueva ley de hidrocarburos, la Ley 1.689 de abril de 1996, que introduce 
modificaciones de la mayor importancia. 

En Perú se promulgó una nueva ley de hidrocarburos (Ley 26.221 de 
1993) y se concretó la privatización parcial de PETROPERU (lotes 
petroleros, refinería de La Pampilla, planta de lubricantes). 

En Chile y Guatemala, la legislación petrolera de exploración y 
explotación no experimentó cambios en los años noventa. 

Algo distinto sucedió en Brasil y México. En 1988 se aprobó en Brasil 
una nueva Constitución Política, que abolió el régimen de contratos de 
exploración con compañías extranjeras y concedió el monopolio de la 
exploración petrolera al Estado y a la compañía estatal Petróleo Brasileiro 
(PETROBRAS). Es decir, los cambios marcharon en sentido contrario a los 
de los restantes países mencionados. 

Sin embargo, en esta década hubo también en Brasil modificaciones 
semejantes a las de los demás países. En noviembre de 1995, el Parlamento 
de Brasil aprobó la Enmienda Constitucional N° 09, en la cual se establece 
que el Estado podrá contratar con empresas estatales y privadas la 
realización de actividades de exploración y explotación de petróleo. Estas 
actividades deberán estar consagradas en una ley, que hasta diciembre de 
1996 aún no había sido promulgada. La enmienda constitucional estipula 
que esa futura ley deberá garantizar el abastecimiento de los derivados de 
petróleo en todo el territorio nacional, especificar las condiciones de 
contratación y determinar la estructura y atribuciones del órgano regulador 
del monopolio de la Unión. 

En lo que respecta a México, el artículo 27 de la Constitución Política 
de 1917, todavía vigente, establece el monopolio del Estado para las 
actividades relacionadas con la industria petrolera, entre ellas la 
exploración. Esta disposición ha sido reafirmada en numerosas 
oportunidades. En julio de 1992, el Gobierno de México promulgó la ley 
orgánica de la compañía Petróleos Mexicanos (PEMEX) y de las empresas 
subsidiarias, que pese a no introducir ningún cambio en lo relacionado con 
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la exploración y explotación, dispone una nueva organización de PEMEX, 
de manera que pueda cumplir con el plan de modernización energética 
1989-1994. Por otra parte, en 1995 se promulgaron modificaciones legales 
para permitir el ingreso de capital privado en el transporte, almacena-
miento y distribución de gas natural. La reforma, sin embargo, no toca lo 
relacionado con la exploración y explotación del gas, tareas que 
continuarán siendo de exclusiva responsabilidad de PEMEX. 

B. CAMBIOS ESPECÍFICOS 

En lo que sigue se pasará revista a los cambios verificados en la contratación 
petrolera de los distintos países, conforme a 26 aspectos considerados 
esenciales. 

1. Modalidad de contrato 
En lo que va de los años noventa, el régimen de contratación petrolera 

(exploración y explotación) ha sido objeto, en casi todos los países 
estudiados, de una serie de modificaciones. Las principales tendencias son 
las siguientes: 

a) En Argentina se retomó lo contemplado en la Ley 17.319 de 1967, 
que concede permisos de exploración y, además, concesiones de 
explotación, en las que el petróleo es propiedad del concesionario. Además, 
se desreguló toda la industria petrolera, y en junio de 1993 se privatizó 45% 
de las acciones de YPF. 

b) En marzo de 1994 se promulgó en Bolivia la ley de capitalización, 
que establece la conversión de las empresas estatales —entre ellas 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB)— en sociedades 
mixtas. En abril de 1996 se promulgó una nueva ley de hidrocarburos, la 
Ley 1.689, que estipula contratos de riesgo compartido con YPFB para la 
exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos. Esta ley 
prohibe a YPFB realizar directamente actividades de exploración y 
producción de petróleo, y establece que, para llevarlas a cabo, esta empresa 
debe necesariamente celebrar contratos de riesgo compartido, por tiempo 
limitado, con personas individuales o colectivas, nacionales o extranjeras. 

c) En Brasil, como se dijo anteriormente, la Enmienda Constitucional 
N° 09 de noviembre de 1995 estableció que el Estado podía contratar con 
empresas estatales y privadas la realización de actividades de exploración 
y explotación de petróleo. 

d) En diciembre de 1993 se promulgaron en Ecuador las leyes 44 y 49, 
modificatorias de la ley de hidrocarburos (que data de 1971, aunque ha 
experimentado en el intertanto sucesivas modificaciones de importancia). 
La Ley 44 introduce la modalidad de contratos de participación en la 
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producción, contratos en virtud de los cuales el contratista tiene ahora 
derecho a recibir su retribución en petróleo, mientras que anteriormente, con 
los contratos de prestación de servicios, la retribución se hacía en efectivo. 

e) En Colombia siguen rigiendo, sin modificaciones sustanciales, los 
contratos de asociación estipulados en la Ley 20 de 1969, ratificada por el 
Decreto 2.310 de 1974. Según esta modalidad, la empresa contratista asume 
el riesgo en la etapa de exploración, y está obligada a asociarse con la 
Empresa Colombiana de Petróleos (ECOPETROL) si se verifica un hallazgo. 

En 1994 y 1995 hubo modificaciones que aumentaron la retribución 
de los contratistas, en función del monto de sus inversiones, el costo de 
desarrollo de los campos y los precios del petróleo. También se estableció 
el reembolso al contratista, por parte de ECOPETROL, del 50% del dinero 
gastado en la perforación de pozos exploratorios que resultaran secos, en 
el caso de descubrimiento comercial. Anteriormente, el reembolso sólo se 
otorgaba si los pozos exploratorios eran productivos. 

f) En Perú, la nueva ley de hidrocarburos (Ley 26.221 de 1993) 
estableció nuevas formas de contratación, los llamados contratos de licencia, 
que otorgan al contratista la propiedad del petróleo extraído, previo pago 
de ima regalía al Estado. En la ley se establece también la creación de un 
nuevo ente estatal de corte únicamente administrativo, PERUPETRO, al que 
se le encarga llevar todas las relaciones con los contratistas. En la misma ley 
se plantea la privatización de la empresa estatal PETROPERU, medida que 
hasta 1996 todavía no se había concretado. 

g) Como se dijo antes, el Congreso de Venezuela aprobó en julio de 
1995 una ley que autoriza la celebración de convenios de asociación para la 
exploración a riesgo de nuevas áreas y la producción de hidrocarburos bajo 
el esquema de ganancias compartidas. 

2. Entidades negociadoras 

En general, las modificaciones en la legislación tienden a simplificar 
la negociación de los contratos, de los permisos o las concesiones, aunque 
no ocurre así en Venezuela, donde la entidad negociadora. Petróleos de 
Venezuela, S.A. (PDVSA), o una filial de la misma, requiere autorización 
del Congreso en cada caso. 

En Argentina, la Subsecretaría de Combustibles reemplazó en estas 
funciones a la de Minería, e YPF tampoco participa ya en la negociación de 
los contratos. 

En Chile, el ente negociador es el Ministerio de Minería. En Guatemala 
lo es el Ministerio de Energía y Minas. 

En Perú, la entidad negociadora ya no es PETROPERU, sino vma 
nueva entidad, PERUPETRO, que no tiene injerencia en la actividad 
productiva de la industria petrolera. 
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En Bolivia, Colombia y Ecuador, la entidad negociadora sigue siendo 
la empresa estatal. 

3. Formas de adjudicación del contrato, del permiso o de la concesión 

Existen dos modalidades para el Otorgamiento de los lotes con 
filiación petrolera: la negociación caso por caso o la licitación internacional. 
Esta última es la fórmula que se aplica en Argentina, Ecuador y Venezuela, 
aimque en otros países se han introducido recientemente modificaciones 
legales tendientes a adoptar esta misma modalidad. Así ocurre con Bolivia, 
Colombia y Perú, países en los que antes se negociaba caso por caso, pero 
que ahora han incorporado la segunda opción. En Chile y Guatemalal, sin 
embargo, se sigue negociando caso por caso. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato, permiso o concesión 

En Argentina, Bolivia, Chile, Guatemala y Perú,̂  corresponde al 
Poder Ejecutivo aprobar, mediante decreto supremo, los permisos de 
exploración, las concesiones o los contratos petroleros. 

En Venezuela, el Congreso de la República autoriza cada uno de los 
contratos de asociación. 

En Colombia, el subsector de hidrocarburos del Ministerio de Minas 
y Energía aprueba los contratos que celebre la junta directiva de 
ECOPETROL. Cabe señalar que el Ministro de Minas y Energía es, además, 
presidente del directorio de ECOPETROL. 

En Ecuador, la adjudicación de los contratos está a cargo de un comité 
especial de licitación, mediante un procedimiento de licitación ad hoc 
basado en un reglamento que expide el Presidente de la República.^ 

5. Extensión del área 

En algunos países se produjeron modificaciones a este respecto. Por 
ejemplo, en Perú ya no es obligatorio que los lotes tengan 1 000 000 de 
hectáreas, y las dimensiones se fijan caso por caso. En Ecuador la nueva 

En Perú, la Ley 26.221 de 1993 redujo el número de organismos estatales que debían 
opinar sobre los contratos. Anteriormente se necesitaba el voto aprobatorio del Consejo de 
Ministros y la opinión favorable de nueve organismos estatales; ahora sólo se exige un decreto 
supremo del Minis terio de Energía y Minas y del Ministerio de Economía y Finanzas. 

El CEL está formado por el Ministro de Energía y Minas, del Ministerio de Defensa 
Nadonal, Fiiwnzas y Crédito Público y por el Contralor General del Estado. Se requiere 
además, informe del Procurador General del Estado y Dictámen del Comando Conjunto de la 
Fuerza Armada (Art. 18, Decreto 1415 del 21/l/94).5. 
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legislación duplicó el área del contrato en la superficie terrestre, área que 
se amplía ahora hasta 400 000 hectáreas, naientras que antes el máximo 
otorgable era de 200 000 hectáreas. 

En Bolivia ya no se fija un máximo otorgable. Mediante decreto 
supremo, periódicamente se determinarán la extensión y el número de las 
áreas de contrato, en zonas declaradas tradicionales y no tradicionales. 

En Chile y Colombia no se fija la extensión del área otorgable. La 
extensión y configuración de las áreas que son materia del contrato se 
determinan caso por caso. 

En Guatemala se fija un área máxima otorgable. 
En Argentina no ha variado el máximo otorgable, que es de 10 000 

kilómetros cuadrados en la superficie terrestre y de 15 000 kilómetros 
cuadrados costa afuera. 

En Venezuela, las dimensiones se fijan caso por caso. 

6. Duración del contrato 

La duración del contrato puede variar según se refiera a la fase de 
exploración o a la fase de explotación. 
a) Fase de exploración 

Sólo en Argentina y Perú se ha ampliado el plazo pertinente. En 
Argentina, el Plan Houston (1984) preveía un plazo de ocho años. Ahora, 
el Plan Argentina (1990) prevé uno de 10 años. 

En Bolivia se distinguen ahora tres fases de exploración, cada una de 
las cuales puede llegar a un máximo de siete años. 

En Chile, la duración de la fase de exploración es de 5 años, pudiendo 
llegar a un máximo de 10. No ha habido modificaciones en la década de 1990. 

En Colombia, la duración de esta fase ha estado fijada desde hace 
tiempo en seis años, y no ha sido modificada últimamente. 

En Guatemala, la fase de exploración dura 6 años, lo cual tampoco ha 
sido modificado últimamente. 

Igual cosa ocurre en Ecuador, donde la fase de exploración es de 
cuatro años, prorrogable por dos años. 

En Perú, se amplió la fase de exploración de seis a siete años a partir 
de 1987. 

En Venezuela, la nueva legislación prevé que la etapa de exploración 
puede durar un máximo de nueve años. 

b) Fase de explotación 
En algunos países, el contrato se prolonga por un período adicional 

si se produce un descubrimiento comercial de petróleo y se pasa a la fase 
de explotación. En Bolivia, Chile, Colombia, Guatemala, Perú y Venezuela 
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la suma de los períodos de exploración y de explotación define el tiempo 
máximo de duración del contrato permitido por la ley. 

En Argentina, la duración de la concesión de explotación es de 25 
años, pudiendo ser prorrogada por 10 años. De esta manera, la duración 
total del permiso de exploración y de la concesión de explotación puede 
llegar a 45 años (10 por la etapa de exploración y 35 por la de explotación). 

En Bolivia ha variado la duración del contrato. En su totalidad, el 
contrato no puede exceder de 40 años. Sin embargo, si el contratista 
descubre petróleo que no se pueda comercializar, sea por inexistencia o 
insuficiencia de transporte o por limitaciones en el acceso al mercado, podrá 
retener el área del campo por un máximo de diez años. 

En Chile, la duración máxima del contrato es de 35 años. No ha habido 
modificaciones. 

En Colombia, la fase de explotación es de 22 años, con lo cual la 
duración total del contrato, sumadas ambas fases, es de 28 años, disposición 
que no ha variado últimamente. 

En Ecuador, la duración de la fase de explotación es de 20 años, 
pudiendo prorrogarse conforme a los intereses del Estado. Tampoco ha 
variado esta disposición en los últimos años. 

En Guatemala, la duración máxima del contrato, sumadas las fases de 
exploración y de explotación, es de 25 años, lo cual no ha sido modificado. 

En Perú, el plazo máximo del contrato es de 30 años, lo que significa que 
si la fase de exploración dura el máximo de 7 años, la fase de explotación tendrá 
una duración máxima de 23 años. En los casos en que el inversionista descubra 
petróleo, y éste no sea explotable comercialmente debido a problemas de 
transporte, se puede ampliar la duración del contrato en 5 años. 

En Venezuela, la etapa de explotación dura un máximo de 20 años. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

En casi todos los países el contratista está obligado a presentar un 
programa de exploración, el cual debe además sujetarse a determinadas 
exigencias técnicas a lo largo del período acordado. En todos los países se 
establece también que el contratista debe otorgar garantías (por ejemplo, 
fianzas bancarias) para comprometer el cumplimiento del programa. 

No obstante, las exigencias han disminuido en los últimos años: antes, 
por ejemplo, las legislaciones vigentes solían imponer la obligación de 
perforar pozos exploratorios, como punto culminante del programa 
respectivo, aunque no siempre los resultados geológicos y sísmicos 
justificaran esa práctica, que era por eso motivo de controversias. De ese 
modo, pese a no ser la perforación tma labor técnicamente necesaria, su no 
realización era castigada con la ejecución de la garantía otorgada por el 
contratista. 
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Por ello, en las nuevas legislaciones se ha incluido, por lo general, la 
llamada opción sísmica (véase el glosario), lo que significa que el contratista 
puede quedarse en la fase de sísmica (véase el glosario) sin tener que 
perforar obligatoriamente pozos exploratorios. Esto último sólo se lleva a 
cabo si los levantamientos sísmicos determinan su conveniencia. 

En Argentina se establece ahora un compromiso de trabajo para el 
período de exploración, compromiso que se expresa en unidades de trabajo. 
Estas unidades se expresan en dólares y consisten en el levantamiento de 
cierto número de líneas sísmicas o en la perforación de un número dado de 
metros. La novedad de la legislación actual reside en que ambos 
mecanismos son intercambiables, es decir, el contratista puede optar por 
imo u otro. 

El titular de un permiso debe llevar a cabo íntegramente el trabajo 
comprometido. De no hacerlo, deberá abonar ál Estado, en valor 
actualizado, el saldo monetario pendiente. Si decide pasar a la segunda fase 
de exploración debe obligatoriamente perforar vm pozo. 

En Bolivia rige ahora vm mínimo de tmidades de trabajo para cada 
fase del período de exploración, mínimo que es determinado por decreto 
supremo. 

En Chile es obligatorio abrir pozos de exploración después del 
segundo año de la fase de exploración inicial. 

En Colombia, la empresa asociada se compromete a realizar un 
programa sísmico en el primer año y a abrir un pozo exploratorio en el 
segundo y el tercero. No se especifican garantías. 

En Ecuador, la perforación es obligatoria sólo si se detectan trampas 
estratigráficas y estructurales. El contratista debe presentar una fianza que 
cubra el 20% de sus compromisos. 

En Guatemala existe la obligación de perforar por lo menos im pozo 
exploratorio durante los tres primeros años del contrato. 

En Perú se exige un programa de trabajo mínimo obligatorio, el cual 
debe ser garantizado con una fianza, cuyo monto será acordado con el 
contratista. No existe obligación de perforar pozos exploratorios. 

En Venezuela se elabora un plan de exploración, cuya ejecución corre 
por exclusiva cuenta y riesgo de los inversionistas. Una vez cumplido el 
plan, todo esfuerzo exploratorio adicional deberá ser aprobado por el 
comité de control respectivo. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 

En todos los países se ha mantenido la obligación de presentar programas 
de desarrollo y compromisos de inversión, así como la de ofrecer garantías 
de su cumplimiento. 
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En Argentina, el concesionario debe presentar programas de 
desarrollo y compromisos de inversión. Asimismo, se le exige entregar un 
bono de garantía en dólares por vm monto equivalente a la inversión 
comprometida. 

En Bolivia, el contratista debe presentar un programa de trabajo. 
Notificado un descubrimiento comercial, la producción de hidrocarburos 
debe iniciarse dentro de un plazo de tres años en las zonas tradicionales, y 
dentro de un plazo de cinco años en las zonas no tradicionales. 

En Chile, la empresa contratista debe presentar oportunamente un 
programa de trabajo y un presupuesto para todas las actividades de cada 
año. 

En Colombia, ECOPETROL y la compañía asociada negocian un 
programa de explotación, que es específico para cada caso. En 1995 se 
modificó la legislación existente para permitir el reembolso al contratista 
del 50% del costo de los pozos de exploración que no resultaran exitosos. 
Anteriormente, ECOPETROL no reembolsaba el dinero gastado en pozos 
que resultaran secos. 

En Ecuador se exige im programa de explotación y, también, una 
garantía equivalente a 20% de las inversiones comprometidas para los tres 
primeros años. 

En Guatemala, el contratista debe presentar un programa de 
desarrollo y someterlo a la aprobación del Ministerio de Energía y Minas. 

En Perú se debe presentar anualmente a PERUPETRO (antes a 
PETROPERU) un plan quinquenal de desarrollo. Ni en la legislación 
vigente ni en la anterior se hace mención de garantías para el cumplimiento 
del plan. 

En Venezuela, se elabora primero un plan de evaluación, el cual se 
somete a la aprobación del comité de control. Una vez aprobado ese plan, 
los inversionistas presentan tm plan de desarrollo que también debe ser 
aprobado por el comité de control. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

En general, en la mayoría de los países se han flexibilizado las 
condiciones para la suelta de área (véase el glosario). 

En Argentina se devuelve 50% del área inicialmente otorgada, pero 
se pueden retener los bloques en que se haya hecho un descubrimiento 
comercial. Además, los bloques se pueden retener por un año adicional 
cuando esté en estudio un descubrimiento comercial. 

En Bolivia, al finalizar la primera fase, el contratista debe devolver no 
menos de 20% del área original de exploración cuando ésta sea superior a 
10 parcelas. Al finalizar la segunda fase, debe devolver no menos de 30% 
del área original de exploración cuando ésta sea superior a 10 parcelas. 
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En Chile, el contratista debe devolver 50% del área al término del 
quinto año de exploración. Al declararse la comercialización, sólo podrá 
retener las áreas de explotación del yacimiento. 

En Colombia, la empresa asociada debe devolver 50% del área 
original, a más tardar al sexto año del período de exploración. Dos años 
después, la superficie se reduce a 25% del área contratada inicialmente, y 
dos años más tarde debe reducirse al área del campo comercial o de los 
campos comerciales que estén en producción o desarrollo, más una zona 
de reserva de cinco kilómetros de diámetro alrededor de cada campo. 

En Ecuador, el contratista debía devolver 60% del área al término del 
período exploratorio, pero ahora puede retener las áreas comercialmente 
explotables e, incluso, puede mantener áreas adicionales para nuevas 
exploraciones dentro de los tres primeros años del período de explotación. 

En Guatemala, el contratista debe devolver 50% del área al término 
del quinto año de exploración. Si se encuentra un yacimiento 
comercialmente aprovechable, el área de explotación no excederá de 10 000 
hectáreas, salvo casos específicos. 

En Perú ha habido cambios significativos al respecto. Antes, la suelta 
era de 50% al término de la fase de exploración. Ahora, la compañía 
contratista puede retener las áreas productoras más una zona circundante 
de seguridad técnica. Si se hace un descubrimiento no aprovechable 
comercialmente —únicamente por problemas de transporte—, se puede 
retener el área por un período máximo de cinco años. 

En Venezuela, los bloques que no estén comprendidos en el esfuerzo 
exploratorio adicional o en un área de desarrollo, quedarán excluidos del 
convenio. Igualmente, al terminar el esfuerzo exploratorio adicional, 
quedarán excluidos del convenio los bloques que no estén dentro de un 
área de desarrollo. En ambos casos, los bloques volverán a la filial de la 
empresa estatal para su administración directa. 

10. Propiedad del petróleo 
En Argentina y Perú se han producido importantes modificaciones al 

respecto, en virtud de las cuales se otorga la propiedad del petróleo a los 
inversionistas, es decir, al concesionario y al licenciatario. 

En Bolivia, Colombia y Ecuador la nueva legislación estipula que los 
contratistas, una vez que reciben del Estado (o de la compañía estatal) la 
cantidad de petróleo que les corresponde según el contrato, pueden 
disponer libremente de ella. En Bolivia, además, los contratistas gozan 
ahora del derecho a explotar los yacimientos, extraer petróleo, 
transportarlo y comercializarlo. Tienen, por lo tanto, la propiedad del 
petróleo extraído. En Colombia, la compañía asociada es dueña del 
porcentaje de petróleo que le corresponde. 
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En Chile y Guatemala, el petróleo es de propiedad del Estado. El 
contratista recibe como retribución por sus servicios una cantidad de 
petróleo (en Guatemala la retribución puede ser también en efectivo) que 
se determina en cada contrato. 

En Ecuador, la nueva legislación otorga al contratista la libre 
disponibilidad de los hidrocarburos que le corresponden. Anteriormente, 
todo el petróleo era de propiedad del Estado, a través de la empresa 
PETROECUADOR. El contratista recibía un pago por sus servicios que 
podía ser en petróleo, de acuerdo con una tarifa previamente establecida. 

En Venezuela, el petróleo es de propiedad del Estado. Los 
inversionistas reciben una cantidad de petróleo como retribución por sus 
actividades, en una proporción equivalente a su participación en el capital 
social de la empresa mixta. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

En Argentina, Bolivia y Perú los contratistas ya no están obligados a 
abastecer el mercado interno. En Perú, la obligación sólo existe en caso de 
emergencia nacional, sancionada por ley expresa. Esta obligación sí se 
mantiene en Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala y Venezuela. 

12. Retribución del contratista 

En la mayoría de los países se han producido modificaciones en este 
plano, con el objeto de favorecer al contratista y promover la inversión. Es 
frecuente, por ejemplo, otorgarles una mayor participación en la 
producción de petróleo (contratos de participación) o reducir los 
impuestos. 

En el caso de las concesiones de explotación (Argentina) o de los 
contratos de licencia (Perú), la empresa concesionaria o licenciataria es 
dueña de todo el petróleo extraído, previo pago de una regalía, por lo que 
su retribución está en función de los precios internacionales. 

En Bolivia, la retribución era anteriormente en especie o en efectivo, 
fijándose la participación en cada contrato. Ahora se retribuye con el 
petróleo extraído, menos las regalías establecidas por ley, que totalizan 18% 
de la producción fiscalizada. 

En Chile, la retribución del contratista, representada por un 
porcentaje de la producción de petróleo que se fija en cada contrato, no ha 
experimentado variaciones. 

En Colombia, el petróleo producido se reparte entre la compañía 
asociada y ECOPETROL, de acuerdo con un porcentaje establecido en el 
contrato. En 1994 se introdujeron nuevos parámetros para esa repartición, 
que toman en cuenta los ingresos de la empresa asociada, sus inversiones 
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y los costos acumulados. (Véase en el glosario lo relativo al factor R de 
Colombia.) 

En Ecuador, los contratistas, al presentarse a la licitación, proponen a 
la compañía estatal los porcentajes de distribución del petróleo. Se establece 
un factor R (véase el glosario) que varía según la cantidad de petróleo 
extraído. A mayor cantidad de petróleo, menor será el porcentaje percibido 
por el contratista. La legislación de 1994 introdujo en la fórmula de cálculo 
del factor R la calidad del crudo extraído. 

En Guatemala, la retribución del contratista tampoco ha sufrido 
modificaciones. Es un porcentaje de la producción que se puede pagar en 
especie o en dinero. 

En Perú se introdujo recientemente la modalidad de contratos de 
licencia, que otorgan la libre disponibilidad del petróleo extraído, previo 
pago de una regalía y de los impuestos correspondientes. En caso de 
licitación o convocatoria, uno de los criterios determinantes para el 
otorgamiento del lote es el monto de la regalía ofrecida por el contratista. 
No obstante, siguen vigentes los contratos de prestación de servicios y los 
contratos de operaciones, en los cuales la retribución del contratista se pacta 
caso por caso, en especie o en efectivo (Ley 26.221). 

En Venezuela, la producción resultante de la ejecución del plan de 
desarrollo será comercializada en los mercados intemacionales por los 
inversionistas y la filial de PDVSA, en ima proporción correspondiente a la 
participación de cada uno en el consorcio. 

13. Disponibilidad de divisas 

En casi todos los países aquí estudiados, la nueva legislación otorga 
al contratista la garantía del libre manejo y disponibilidad de las divisas. 
Esto rige ahora en Argentina (Decreto 1.589.89), en Bolivia (Ley 1.194), en 
Ecuador (Decreto 1.416 de enero de 1994), en Perú (Ley 26.221) y en 
Venezuela. En Colombia se concede a la empresa asociada la libre 
disponibilidad de las divisas, pero no se le entrega vma garantía formal al 
respecto. En Chile y Guatemala sigue rigiendo, sin modificaciones, la libre 
disponibilidad de divisas. 

14. Depreciación y amortización de los gastos de exploración 

En esta materia casi no ha habido modificaciones legales en los años 
noventa. 

Eri Argentina, los concesionarios están sujetos a las normas generales 
de depreciación. Antes prevalecía im régimen de excepción. 

En Bolivia la depreciación y amortización no están determinadas 
en la ley. 
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En Chile, los gastos de exploración podrán depreciarse en un período 
de hasta seis ejercicios comerciales consecutivos, contados desde el ejercicio 
comercial en que se genere la primera retribución. 

En Colombia, al igual que en Ecuador, los gastos exploratorios se 
deprecian a una tasa de 20% anual. En Perú, desde 1987 pueden depreciarse 
a una tasa de 20% anual o según el método de la unidad de producción 
(véase el glosario), único método que regía hasta antes de esa fecha. 

En Guatemala, los costos y gastos de exploración se consideran como 
im costo de servicios prestados y pueden ser deducidos, en consecuencia, 
del pago del impuesto a la renta. 

En Venezuela, la depreciación y amortización no están determinadas 
en la ley de julio de 1995. 

15. Depreciación y amortización de los gastos de explotación 

En Argentina, los concesionarios están hoy sujetos a la legislación 
general prevaleciente al respecto. Antes gozaban de regímenes de 
excepción. 

En Bolivia, estos parámetros no están determinados en la ley. 
En Chile, todos los activos depreciables se depreciarán de acuerdo con 

el sistema lineal, en el número de años que elija el contratista. La tasa de 
depreciación depende del tipo de bien adquirido y podrá ser normal o 
acelerada. 

En Colombia, la legislación no ha sido modificada. El Decreto 2.310 
de 1974 prevé dos métodos: i} el costo de imidades de operación (que 
recupera la inversión a lo largo de la vida del campo), y ii) el sistema de 
porcentaje fijo (10% anual), más deducciones especiales por el factor 
agotamiento. 

En Ecuador se deprecia actualmente según el método de la unidad de 
producción. Antes se hacía en los primeros 10 años de la fase de producción. 

En Guatemala, los costos de desarrollo y producción se consideran 
como un costo de servicios prestados, al igual que los gastos de exploración, 
y pueden ser deducidos, en consecuencia, del pago del impuesto a la renta. 

En Perú se deprecia de acuerdo con el régimen común del impuesto 
a la renta. Antes de 1987 se depreciaba sólo por el método de la unidad de 
producción (véase el glosario). 

En Venezuela estos parámetros no están determinados en la ley de 
julio de 1995. 

16. Factor agotamiento 

Colombia es el único país de los aquí estudiados cuya legislación 
petrolera otorga deducciones para las inversiones adicionales asociadas al 
factor agotamiento. Esto no ha sido modificado en la década de 1990. El caso 
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colombiano es sui generis en la región y está detallado en el capítulo VI, 
que contiene un análisis específico sobre la legislación petrolera de ese país. 

17. Regalías y otros impuestos 

En casi todos los países analizados, el Estado cobra una regalía de 
monto variable por la producción de petróleo. En Argentina, por ejemplo, 
es de 12%; en Bolivia, también de 12% (11% de participación departamental 
y 1% de regalía nacional compensatoria), y de 20% en Colombia. 

En Chile el Estado no percibe regalías. 
En Ecuador, la regalía varía en función de la cantidad de petróleo 

producido y la paga PETROECUADOR (12.5% hasta 30 000 barriles al día; 
14%, entre 30 000 y 60 000 barriles y 18.5% por encima de 60 000 barriles 
al día). En Guatemala la regalía varía en función del grado del petróleo, 
medido conforme a los parámetros del American Petroleum Institute 
(API). 

En Perú, los contratistas debían pagar una regalía de 8%, que era 
asumida por PETROPERU. 

En Argentina, Bolivia, Colombia y Ecuador no se ha modificado el 
régimen de regalías en los años noventa. En Perú, PETROPERU ya no 
paga la regalía de 8%, pago que se ha abolido para los contratos de 
operación. En los nuevos contratos de licencia se paga una regalía que 
se negocia en cada contrato. 

En Venezuela, el Estado no percibe regalías, pero las compañías están 
obligadas a pagar anualmente un bono de rentabilidad, que está en 
correspondencia con los ingresos brutos derivados de las ventas de 
petróleo. 

18. Impuestos de importación 

En todos los países estudiados, con excepción de Ecuador, las nuevas 
disposiciones legales establecen que los bienes importados por los 
contratistas están sujetos al régimen arancelario común. Anteriormente 
existían exenciones y regímenes especiales, y, en algunos países, las 
compañías estatales pagaban los impuestos de importación que les 
correspondían a las empresas contratistas. 

En Argentina, el Decreto Ley 21.778 establecía que la mayor parte de 
las importaciones estaban exentas del pago de aranceles. Ahora, con la 
reposición de la Ley 17.319, las importaciones están sujetas a las normas 
comunes que dicte la autoridad competente. 

En Bolivia, la Ley 10.170 de 1972 establecía un impuesto de 2% para 
los bienes de capital. Ahora, las importaciones pagan los derechos 
arancelarios consignados en las normas legales vigentes. 
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En Chile se pagan los impuestos de importación conforme al régimen 
aduanero vigente. Se permite la recuperación del impuesto sobre el valor 
agregado (IVA) de los bienes importados. 

En Colombia, la empresa asociada está sujeta al régimen arancelario 
común. 

En Ecuador, las importaciones estaban liberadas de derechos, lo 
cual ha sido reafirmado por el Decreto 1.416 de enero de 1994. La 
liberación es de 100% para todo el período de exploración y para los 
primeros 10 años del período de explotación. Esta liberación es otorgada 
por el Ministerio de Finanzas y Crédito Público, previo informe favorable 
de PETROECUADOR. 

En Guatemala rige la importación libre de derechos de aduana y 
demás gravámenes conexos, entre ellos el IVA. 

En Perú, los impuestos de importación de los contratistas eran 
asumidos anteriormente por PETROPERU. Ahora, la Ley 26.221 establece 
"que los impuestos deberán ser pagados por los contratistas en el período 
de explotación, segiin el régimen arancelario común. La importación en la 
fase de exploración está exonerada de todo tributo. 

En Venezuela no están especificados estos conceptos en la ley de 
julio de 1995. 

19. Régimen tributario 

En casi todos los países de la región, la tasa del impuesto a la renta ha 
disminuido, fundamentalmente para promover la inversión privada. 

En Argentina, el impuesto a la renta asciende hoy a 30%, y las remesas 
están exentas de impuestos. 

En Bolivia, la empresa contratista debe pagar el impuesto a las 
utilidades y el impuesto a la remisión de utilidades al exterior, tal como está 
señalado en la Ley 843 (texto ordenado). 

En Chile, la tasa del impuesto a la renta es de 15%. En lo concerniente 
a la actividad petrolera, el Presidente de la República puede disponer 
rebajas del impuesto a la renta, equivalentes a 10%, 20%, 30%, 40%, 50%, 
60%, 70%, 80%, 90% ó 100% del monto inicial, cuando así lo aconsejen las 
dificultades del área del contrato. 

En Colombia, el impuesto efectivo máximo a la renta bajó de 51% a 
45.16% en 1992, previéndose xma disminución más acentuada (a 43.24%) 
en un período de seis años. 

En Ecuador, la tasa consolidada del impuesto a la renta bajó en los 
últimos años desde aproximadamente 50% a 36.25%. 

En Perú, la tasa del impuesto a la renta se redujo de 55% a 30%, y se 
eliminó el impuesto a las remesas, que era de 30%. 

En Venezuela se debe pagar el impuesto a la renta correspondiente. 
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20. Garantía de estabilidad tributaría 

En todos los países considerados, con excepción de Colombia y 
Guatemala, se otorga ahora garantía de estabilidad tributaria a las empresas 
contratistas. En Bolivia, sin embargo, tal garantía no está establecida en la 
Ley 1.689. 

21. Fiscalización y control del contrato 

En casi todos los países en que el contrato se suscribe con la compañía 
estatal (es decir, en Chile, Colombia, y Ecuador, aunque no en Bolivia), la 
fiscalización del cumplimiento del convenio está a cargo de una comisión 
especial o de una junta de control que se determina en el mismo texto de la 
ley o del contrato. Asimismo, otros órganos (como las direcciones de 
hidrocarburos dependientes de los ministerios del ramo) ejercen funciones 
de fiscalización de carácter general. 

En Argentina, la fiscalización y el control están a cargo de la 
Subsecretaría de Combustibles de la Secretaría de Estado de Energía y 
Minería. 

En Bolivia, el superintendente de hidrocarburos del Sistema de 
Regulación Sectorial (SIRESE) verificará la exactitud de la información 
recibida en materia de costo de las actividades de exploración, explotación, 
comercialización, transporte, refinación e industrialización, así como de la 
información concerniente a la distribución de gas natural por redes. 
También requerirá la información y los datos que considere necesarios para 
el cumplimiento de sus funciones. 

En Guatemala, la fiscalización le corresponde a la Dirección General 
de Hidrocarburos. 

En Perú, hasta 1993, la entidad encargada de la fiscalización era 
PETROPERU. Con la dictación de la Ley 26.221, tal responsabilidad fue 
transferida a PERUPETRO. Asimismo, se prevé la formación de un 
comité técnico de conciliación para solucionar las diferencias de orden 
técnico. La Dirección de Hidrocarburos ejerce una fiscalización de 
carácter general. 

En Venezuela se constituye un comité de control, formado por 
miembros designados en igual número por los inversionistas privados y la 
filial estatal, que presidirá un miembro designado por esta última. Sus 
funciones son, entre otras, aprobar los planes de exploración, evaluación y 
desarrollo, así como cualquier modificación de tales planes, entre éstas la 
extensión de los plazos de exploración y explotación, y la reducción o 
ampliación de la producción de acuerdo con los compromisos 
internacionales de Venezuela. 
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22. Posibilidad de cesión 

En la mayoría de los países de la región existe la posibilidad de ceder 
las zonas de explotación, debiendo ser aprobada tal operación por decreto 
supremo. En Venezuela, no está especificada esta posibilidad en la ley de 
julio de 1995. 

23. Explotación de campos imificados 

En algunos países, como Argentina, Bolivia y Chile, no existe 
legislación específica sobre la unificación de los campos petroleros, 
aunque sí existe en Colombia, Ecuador, Guatemala y Perú. En este 
último país, si los contratistas no se ponen de acuerdo en cuanto a la 
unificación, corresponde al Ministerio de Energía y Minas intervenir 
y disponer el sometimiento de las diferencias a un comité técnico de 
conciliación. 

En Venezuela, esta modalidad de explotación no está especificada en 
la ley de julio 1995. 

24. Aibitiaje internacional 

En Perú, las nuevas leyes petroleras introdujeron la modalidad del 
arbitraje internacional, cosa que no ocurre en los restantes países 
estudiados, con excepción de Venezuela. En este país, todas las materias de 
competencia del comité de control se rigen por las leyes nacionales. No 
obstante, para resolver las controversias que no sean de competencia del 
comité de control, y que no puedan dirimirse por acuerdo entre las partes, 
se recurrirá al arbitraje internacional, según las normas de la Cámara 
Internacional de Comercio. 

25. Preservación del medio ambiente 

En todos los países se han introducido últimamente disposiciones 
legales para tal efecto, como podrá verse en detalle en el capítulo 
correspondiente a cada país. 

26. Contratos para explotar campos marginales 

En casi todos los países (salvo en Chile y Guatemala) ya regían 
disposiciones legales que reglamentaban la inversión extranjera en los 
campos marginales (es decir, de poco volumen de producción) que ya 
estaban siendo explotados por las empresas estatales. Algunas veces se da 
este nombre a los campos de recuperación secundaria. 
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En los últimos años se ha observado en casi todos los países una 
mayor disposición a que las compañías extranjeras tomen a su cargo la 
explotación de yacimientos que ya estaban siendo explotados por 
compañías estatales. Así ocurre en Argentina, Bolivia, Ecuador y Perú, 
mientras que en Venezuela se permite, desde 1992, la participación de 
compañías extranjeras en la explotación del petróleo pesado. 

Recuadro 1 

MODALIDADES DE CONTRATACIÓN 

1. Pt-rmisos de exploradán y concesiones de explotación, con pago de regalías y 
derecho a la propiedad del petróleo (Argentina). 

2. Contra to de riesgo compartido, con pago de regalía.s y derecho a la pnipiedad del 
petróleo (Bolivia). 

3. Contratos de ganancias compartidas, adjudicados al contratista que ofrece mayor 
participación al Estado (Vene/ucla). 

4. Contrato de prestación de servicios, con entrega del petróleo al Estado y con 
retribucix'm en efectivo. El contratista asume el riesgo exploratorio (Ecuador y 

5. Contratos de participación en la producción. El contralista asume el riesgo 
exploratorio; la retribución con̂ dera el pago en especie o en efectivo (Eiolivia, 
Chile, Ecuador, Guatemala y Perú). 

6. Contratos de asociación obligatoria (Chile y Colombia). El contratista asume el 
riesgo exploratíjrio. 

7. Contratos de licencia, con pago de regalías y con derecho a la propiedad del 
petróleo (Perú). 

Fuente: CEP AL, sobre la base de la investigación. 
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Recuadro 2 

ENTIDADES PARTICIPAN1TS 

I. Entidades negociadoras 

a) Ministerio de Energía y Minas 
(Guabcmala). 

b) Subsecretaría de Combustibles 
del Ministerio de Economía 
íArgtaitina). 

c) Empresa petrolera del Estado 
(Bolivia, Chile, Colombia, 
Ecuador y Venezuela). 

d) Ente especializado en negociación 
de contratos (Perú). 

II. Aprobación 

a) Ministerio (Argentina, Bolivia, 
Colombia y Perú). 

b) Consejo de Ministros (Gua-
temala). 

c) Congreso de la República (Vene-
zuela). 

m. Adjudicación 

a) Negociación individual (Chile. 
Perú y Venezuela). 

b) Licitacit̂in (Argentina, Bolivia, 
Colombia, Ecuador y Perú). 

rv. i-!sc7.!ización y control 

" Comisión especial o junta de 
control (Colombia, Ecuador y 
Venezuela). 

* Subsecretaría de Combustibles de 
la Secretaría del E.>.tado de Energía 
y Minería del Ministerio de 
Economía (Argentina). 

* Ente especializado en negodaciî n 
de contratos (PERLTETRO). 

* El superintendente de hidrocar-
buros del Sistema de Regulación 
Sectorial (SIKESE). 

* Comités técnicos de conciliación 
para solucionar las diferencias de 
orden técnico. Las direcciones 
generales de hidrocarburos de los 
ministerios correspondientes 
ejercen una fiscalización de 
carácter general. 

Fuente. CEP AL, sobre la base de la investigación. 
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Recuadro 3 
DURACIÓN, EXTENSIÓN Y SUELTA DE ÁREAS 

1. Duración del contrato • 40(1 000 km^ en área terrestre 
(Ecuador). 

1. Fase de exploración * 10 000 km' en la superficie 
* 4 añô  y prórroga hdsta 3 añcte terrestre y 15 ÜOÜ km^ costa 
ÍBolivia). afuera 

* 4 años y prórroga hasta 2 año« liliilliĤ ^̂ ^ (Ecundor). 2. Dimensión fija subdividible 
* 5 aflús y prórroga hasta 4 Añu-i liiiiiilBiiiiiiiî ^ 
(Venezuela). * ICWOOOOdeha subdivisíblesen 

* 6 años y prórroga de 1 año lotes de 20 000 ha (Boüvia). 
(Guatemala). 

* 6 años (Colombia). 3. Negociación caso por caso 
* 7 años (Peru). 
* 10 años (Argentina). * Esta modalidad opera en 

Colombia, Perú y Venezuela. 
2. Fase de explotación 

in. Suelta de área 
» años (Guatemala). 
* 20 años (Ecuador) En la mayoría de los paires se ha 
* 20 años (Venezueb). flexibilizadu la suelta de área en el 
* 22 años (Colombia). momento de la explotación. 
* 23 años (Perú). 
* 25 afius, prorrogables por 10 » 50% al 3" año y lOffX. al 6" año si 
dñü!» (Argentina). no hay petróleo (Guatemala). 

* 33 años, prorrogabas por 10 • 50% ál 6" año y 75% al 8° año 
años (Bolivia). (Colombia). 

* 5ü°.'o ai término de la etapa du 
H. Extensión del campo exploración (Argentina). 

* 2ü% al terminar la fase 1,30% al 
1. Dimensión fija témuno de la fase 2 (Bolivia). 

' Retención de áreas (Bolivia, 
* Cada bloque tiene un máximo Ecuador y Perú). 
de 80 niW ha en la cosía y 50 000 * Se devuelven todos los bloques 
ha en la plataforma continental. que no se incluyan en el 
La csitoisión maxima es de 48001X) esfuerzo exploratorio adicional. 
ha en la costa y de 300 000 ha 
i-n 1.) plataforma continental 
(Guatemala). 

Fuente: CEPAL, sobre la bâ e de id investigación. 
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OBLIGACIONES, PROPIEDAD Y DISPONIBILIDAD DEL PETRÓLEO 

I. Obligaciones del contratista 
1. Hn la pxplorcición se exige un 
progrARU) de trabajo que puede 
incluir la obligación de perforar 
pozos exploratorios o la opción 
sísmica (levantdjiiientos sí&micos 
sin obligación de perforar poios) 
y se exigen garantías para su 
cumplimiento (fianzas). 
a) Obligación de perforar (Colombia, 
Ecuador y Guabanala). 

b) Opción sísmica (Argentina, 
Bolivia, Chile y Perú). 

En Argentina y Bolivia se recurre a 
las unidades de trabajo, vak>rizada5 
en dólares, que consisten en un 
derto número de líneas sísmicas o 
metros de perforación de pozos, 
que son intercambiables. 
En Colombia se reeiiilK>lsa a leu 
contratistas por ti 50% del costo de 
los pozos de exploración no 
enitwsos si se encuentra petróleo en 

lliî BiilIBilillBilliBill̂ lill 
En Venc;'uela se elabora un plan de 
exploración a! constituirse el 
convenio de asociación. 

2. En la explotación se exigen 
programas de desarrollo y 
compromisos de inversion con las 
correspondientes garantías 

n. Disponibilidad del petróleo 
* Propiedad del Estado (Guatemala). 
* Propiedad dd contratista (Arĝentin̂, 
Btili\'ia, Perú). 

* Libre disponibilidad por partici-
pación o asciciacion (Columbia, 
Ecuador v Venezuela). 

Libre disponibilidad por 
remun«ación Solivia, Guatemala 
y Perú) 
Rftenaón de petróleo por recu-
peración de costos (Guatemah) 

in. Abastecimiento del mercado 
interno 

1 Existe obligación de abastecer g1 
mercado interno a precios 
internacionales 
* En contratos de participación 
en la producción (Ecuador y 
Guatemala). 

* En contratos de asociación 
(Chile y Colombia). 

* En contratos de ganancias 
compartidas (Venezuela). 

2. No existe c4)ligación. 
* En contratos de concesión 
(Argentina), de riesgo com-
partido (Bolivia), y de 
licencia (Perú). 
En Perú rige la obligación en 
ca.so de emergencia nacional. 

IV. Posibilidad de cesión o 
tiansferencia 

En tüdo» los países de la región 
existe la posibilidad de ceder o 
transferir los amtratos a terceros, 
previa autorización de la 
autoridad competente. 

Fuente: CEPAL, sobie la base de la investieación. 



Recuadro 5 
RETRIBUCIÓN Y DISPONIBILIDAD DE DIVISAS 

I. Contratos de concesión y licencia 

EJ contfiitihta «.>•> d u t ^ o del putróleu. 
Sus ingresoí- están en función d e los 
p rec ios i n t e r n a c i o n a l e s , p r e v i o 
pago de una regalía (Argentina y 
l''eru). En Bolivia la mecánica e!> la 
núsma poro el contrato se denomina 
de riesgo c tmpar t ido . 

II. Contratos de participación 

1 C.i-io po r rav-fi, en espec ie o en 
efectivo (Chile). 

2. Los contratÍ!>tas ganan la licitación 
en f u n c i ó n d e la p a r t i c i p a c i ó n 
ofrecida. Se establece un factor R, 
confomie al cual a mayor cantidad 
de petróleo, menor participación 
del contratista, considerándose la 
c a l i d a d d e l c r u d o e x t r a í d o 
(Ecuador). 

3. En G u a t e m a l a , la r e t r i b u c i ó n 
c o r r e s p o n d e a u n v o l u m e n d e 
p roducc ión q u e se fija en cada 
con t r a to . U n a vez d e d u c i d a la 
regalía, la participación estatal es, 
como mínimo, igual A 30'", de la 
producción d e Uw hidrocarburos 
c o m p a r t i b l e s . Po r t a n t o , la 
retribución máxima del contratista 
equiv<ile a 70% de éstos. 

III. Contratos de asociación 

De a c u e r d o c o n la p ropo rc ión 
acordada y ronsiderando un tactor 
R, a partir de los ingresos de la 
compañía a -wiada , la inversion y 
los costos acumulados (Colombia). 

IV. Contratos de operaciones y 
prestación de servicios 

La retribución se pacta caso por 
caso, en especie o en efectivo flVu 
y Chile). En la mayoría dé los paÍ!>es 
r i g e la l ibre d i s p o n i b i l i d a d d e 
divisas (Argentina, Bolivia, Chile, 
E c u a d o r y Pe rú ) . En Colombia 
ocurre lo mü-mo, pero no se da una 
g a r a n t í a f o r m a l a la e m p r e s a 
a.sociada. Los cuntratLstas pueden 
remesar ai exterior los capitales 
i n v e r t i d o s , c u b r i r los g a s t o s 
externos de operación, amortizar 
los créilitos e intereses concertidos 
en el exterior, y remesar utilidades. 

V. Contratos de ganancias 
compart idas 

La producción i:s comercializada 
p o r los i n v e i s i o n i s t a s , en 
proporción a su p a r t i a p a d ó n en el 
consorcio con l 'DVSA, a precios 
mternacionales (Venezuela). 

Fuente. Ct'PAL, sobre la base do la investigación. 

34 



Rccueidro 6 
REGÍMENES ^ TTtlBUTARfO, DEPRECIAaÓN Y REGALÍAS 

I. Ségimen arancelario 
Por Jo K^ncTcil, las importadone!. df 
Joí C(inlr<itist.ii p e t r o l e r o s e s t á n 
siijctjs .il n'-pimen aranivlario cornun 
* En Kciicidor uxiste l i lwacion de 

derechos para toilo el período de 
explof.icit' 'n y lo*; p r imeros 10 
años de explotación. 

* En Peru no so pagan sólo en la tase 
dtí exploración, y «n Guatemala 
exibte liberación total en ambas 

iiiliiiiiÉiiiillffl̂^̂^ 
II. Régimen tributario 

I.os c o n t r a t i s t a s e ' . tan «u je tos al 
rép.mcn i'omun y exiite e->tcibilidad 
tributaria, mayorid de los países de 
la región han disminuido la tasa del 
impuesto a la renta para promover la 
inversión 

* f'n Argentina esta tas i es de ^C-ó 
y n o e x i ' t e i m p u e s t o a las 
remesas 

* En C o l o m b i a b a j ó do 5 r ' í . a 
45.16% en W 2 , previendov? una 
d i s m i n u c i ó n a 43.24'.';. en los 
próximos 6 afios 

* En Ecuador l<i tasa con<<olidjda 
del impuesto a la renta bajó do 
alrededor de a 36.25';;., y en 
Perú .'•e redujo d e SS';-;. a 30%, 
eliminándose el impuesto a las 
remo'-.a'!, tjuo ora do ?0':<,. 

III. Depreciación 
* En Ciilombia, Ecuador y Peru, los 

f;aslos lie exploración p u e d e n 
depreciarse linoalmente (20"''o al 
año) o motilante ei método d e la 
u n i d a d d e p r o d u c c i ó n , q u e 
c o n s i d e r a la v ida út i l d e los 
yacimientos. 

* En Colombia, la depreciación do 
los p a s t o s d e e x p l o t a c i ó n 
coasidora el costo de las unidades 
d e operación y un si'.tema lineal 

(lü% anual), mas detiucciones 
especiales por i<ictor agc<ta-
iniento. 

" Ciiiatemala es un cast) único. 
Los i ' j s t o s d e exploración, 
desarrol lo y producción se 
consideran como costos por 
ser\ ' iaús prestados y pueden 
ser deducidos del pago del 
impuesto a la renta. A d e m á s 
se deprecian juntos, lo que no 
ocurre on ningún otro país de 
la reglón. 

IV. Regalías 
* Las t a s a s s o n d e 12% en 

Argentina y en BoUvia (11':-!. 
de participación 
departamental y 1% de regalía 
nauonal compensatoria) y de 
20';.. en Colombia. 
En t ' cü jdor \-arían según el 
v o l u m e n d e p roducc ión y 
son p a g a d a s po r PETKO-
ECÜAIJOR f l25%hasu3Ü000 
Kirrilesdiarios, 14':í.entre30ü0n 
y 60 (KiO y 18.5'';. por encima 
de6ülS)0)'. 

* l-n Perú sólt> se pagan en los 
c o n t r a t o s do licencia y se 
negocian caso por caso. 
En Venezuela, la r t ^ l i a es de 
16.6(>% I.as aimpañia-s deberán 
pag.)r también al Estado un 
bono de rcntaHlidad anual, el 
cual vana de acuerdo con el 
retorno sobre activcis fijos ile 
las partes. 

' Guati^maLi es el único país que 
fi)a las regalías según el grado 
API Para .30 A H la re&üí.i es de 
20%, a u m e n t a n d o o dismi-
n u y e n d o en 1% p o r c a d a 
gratlo superior o inferior a 30 
API y no piidiendo nunca ser 
inferior a 5"o. 

Fuente: CEPAL, sobre la base de la investigación. 
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11. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN ARGENTINA 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

La legislación argentina sobre exploración petrolera ha atravesado cuatro 
etapas desde 1967. La primera se inició con la Ley 17.319 de 1967. La 
segunda, con el Decreto Ley 21.778 de 1978. La tercera corresponde al 
Gobierno del Presidente Raúl Alfonsín y al denominado Plan Houston 
(1984-1989). La cuarta corresponde al Plan Argentina (desde 1990 hasta la 
fecha), que comenzó a aplicarse durante el Gobierno del Presidente Carlos 
Saúl Menem. 

La Ley 17.319 concede permisos de exploración mediante concurso 
público (licitación) internacional. El riesgo asociado a las inversiones y 
gastos recae exclusivamente en los titulares del permiso. Si encuentran 
petróleo, se les otorga una concesión de explotación. Los concesionarios 
deben pagar regalías al Estado y pasan a tener el dominio de los 
hidrocarburos que extraigan. Sin embargo, deben entregar la producción 
al mercado nacional hasta que sean satisfechas las necesidades internas. 

El Decreto Ley 21.778 de 1978 introdujo la modalidad de contratos 
petroleros de exploración, llamados contratos de riesgo, cuya concesión 
también está sujeta a licitación internacional. Es importante notar que 
este decreto ley no eliminó la Ley 17.319, sino que agregó determinadas 
normas legales, por lo cual el otorgamiento de permisos de exploración 
y de concesiones de explotación no quedó abolido, sino solamente 
suspendido. 

A diferencia de los contratos de participación en la producción 
(modelo peruano) o de asociación (modelo colombiano), los contratos 
argentinos de 1978 se asemejan más bien a un contrato de prestación de 
servicios. Se paga a la empresa contratista una retribución por sus servicios, 
que varía en función de la producción extraída, valorada a precios 
internacionales. La empresa contratista está sujeta al régimen tributario 
normal y, también, al pago de ima regalía. 
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Más adelante, en el período 1984-1985, el Gobierno de Raúl Alfonsín 
lanzó el llamado Plan Houston mediante el Decreto 1.443.85, completado 
en 1987 con el Decreto 623. En este caso, se mantiene el riesgo de la 
compañía contratista y la modalidad de licitación. La diferencia con el 
régimen anterior estriba en el hecho de que ahora YPF tiene la posibilidad 
de asociarse con la empresa contratista si se declara la comercialidad del 
área. El pago al contratista puede hacerse en crudo o en productos 
elaborados, después de satisfacer las necesidades de abastecimiento del 
mercado interno. 

Con la asunción del Presidente Carlos Saúl Menem, se dan 
importantes cambios en la legislación petrolera. Estos cambios producen 
una vuelta a la Ley 17.319 de 1967, aunque con importantes modifi-
caciones. 

El cambio principal, en lo que se refiere al régimen de contratación 
petrolera, se da con la emisión del Decreto 2.178.91 (22 de noviembre de 
1991). En él se establece que se otorgarán nuevamente permisos de 
exploración y concesiones de explotación, siempre bajo la modalidad de 
licitación internacional, y que se suprimirá el derecho de YPF de asociarse 
con el titular del permiso o el concesionario. Por otro lado, estos últimos se 
acogen a las nuevas disposiciones sobre liberalización del mercado de 
hidrocarburos (véase más adelante) que comenzaron a aplicarse en el 
período 1989-1991. Así, por ejemplo, los titulares del permiso y los 
concesionarios tienen ahora derecho a la propiedad del petróleo (libre 
disponibilidad) y al uso de 70% de las divisas provenientes de la 
comercialización de los hidrocarburos extraídos. 

Anteriormente, en 1989, el Gobierno había promulgado el Decreto 
1.212/89 (14 de noviembre de 1989), para ampliar la oferta de crudo de libre 
disponibilidad, e instruido a YPF para que, respetando la continuidad 
jurídica de los contratos de producción, los renegociara de mutuo acuerdo 
con los contratistas y los convirtiera en concesiones de explotación o en 
contratos de asociación con la misma compañía estatal (es decir, la opción 
de asociación con YPF depende ahora del contratista), siendo en ambos 
casos de libre disponibilidad el crudo correspondiente a la parte privada. 
Esta nueva legislación ya aseguraba que 70% de las divisas que recibiera la 
empresa contratista serán de libre disponibilidad. 

Los Decretos 2.411/91 y 1.504 de noviembre de 1991 establecen la 
conveniencia de que los contratos concertados al amparo del Plan Houston 
(y los que se suscribieran más adelante) se convirtieran en permisos de 
exploración o en concesiones de explotación. Esta disposición liberó a las 
empresas privadas de la obligación de venderle el crudo a YPF, con lo cual 
los nuevos concesionarios (antes contratistas) pasaron a tener la libre 
disponibilidad del crudo. 



B. PRINCIPALES CARACTERÍSnCAS DE LOS PERMISOS, 
CONCESIONES Y CONTRATOS 

1. Modalidad del penniso, concesión o contrato 

Ley 17.319. De esta ley depende el otorgamiento de permisos de 
exploración, que autorizan la exploración sólo en las denominadas zonas 
posibles, es decir, sin reservas comprobadas. El permiso se obtiene 
mediante concurso público, quedando prohibida la participación en él de 
personas jurídicas extranjeras de derecho público. Las inversiones y gastos 
son de exclusivo riesgo del titular del permiso, que tiene derecho a obtener 
una concesión de explotación en caso de descubrir yacimientos 
comercialmente explotables. Esta ley no contempla la celebración de 
contratos de riesgo para la exploración de petróleo. 

Decreto Ley 21.778 o decreto de contratos de riesgo. Con este 
instrumento se inaugura la modalidad de contratos de riesgo exploratorio, 
el cual es asumido totalmente por el inversionista, de igual manera que en 
la Ley 17.319. Sin embargo, aquí se trata de un contrato y no de un permiso 
de exploración o de una concesión de explotación. Con esta legislación, los 
contratistas ya no tienen derecho a la propiedad de los hidrocarburos 
extraídos; la retribución se hace mediante el pago por parte de YPF de una 
cantidad de dinero ligada a un factor K, el cual toma en consideración el 
precio internacional fob de crudos similares, la variación del tipo de 
cambio, y la variación del índice de precios. 

Modificaciones del Plan Houston. Se mantienen las disposiciones 
relativas al riesgo del contratista y la modalidad de licitación. Lo nuevo con 
respecto al Decreto Ley 21.778 estriba en el hecho de que ahora YPF tiene 
la posibilidad de asociarse con el contratista si se declara la comercialidad 
del área. El pago al contratista puede hacerse en crudo o en productos 
elaborados, después de satisfacer las necesidades de abastecimiento del 
mercado interno. 

Modificaciones del Plan Argentina. El Decreto 2.178.91 (22 de 
noviembre de 1991) establece que se otorgarán nuevamente permisos 
de exploración y concesiones de explotación, siempre bajo la 
modalidad de licitación internacional, y que se suprimirá el derecho 
de YPF de asociarse con el concesionario en caso de que se descubra 
petróleo. 

Por otra parte, los concesionarios se acogen a las disposiciones sobre 
liberalización del mercado de hidrocarburos que comenzaron a aplicarse 
en el período 1989-1991. Así, por ejemplo, tienen ahora derecho a la libre 
disponibilidad del crudo y de 70% de las divisas provenientes de la 
comercialización de los hidrocarburos extraídos. 
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2. Entidad nacional negociadora del contrato 

Ley 17.319. El Poder Ejecutivo es la entidad negociadora del 
contrato y delega esa responsabilidad en la Secretaría de Estado de 
Energía y Minería. 

Decreto Ley 21.778. Se autoriza a YPF para convocar a licitación y para 
negociar los contratos. 

Modificaciones del Plan Houston. Ninguna. 
Modificaciones del Plan Argentina. En virtud del Decreto Ley 

2.178.91, la responsabilidad de negociar el contrato se traspasa desde la 
Secretaría de Estado de Energía y Minería a la Subsecretaría de 
Combustibles. 

3. Forma de adjudicación del contrato, el permiso o la concesión 

Ley 17.319. Mediante licitación internacional y decreto del Poder 
Ejecutivo nacional. Se puede pedir al eventual titular del permiso que 
mejore su oferta. 

Decreto Ley 21.778. No introduce modificaciones. 
Modificaciones del Plan Houston. Existe la posibilidad de 

adjudicación directa. 
Modificaciones del Plan Argentina. Ningxma. 

4. Entidad nacional que aprueba el permiso, la concesión o el 
contrato 

Ley 17.319. El Poder Ejecutivo nacional, mediante decreto supremo. 
Modificaciones del Plan Houston. Ninguna. 
Modificaciones del Plan Argentina. Ninguna. 

5. Extensión del área 

Ley 17.319. La extensión del área es variable y debe estar especificada 
en la oferta que realiza el contratista. Se establece el factor unidad, que 
equivale a 100 kilómetros cuadrados. El máximo otorgable es de 100 
tmidades en la costa (10 000 kilómetros cuadrados) y de 150 unidades costa 
afuera (15 000 kilómetros cuadrados) (artículos 24 y 25). 

No se podrá tener más de cinco permisos al mismo tiempo. 
Modificaciones del Plan Houston. Ninguna. 
Modificaciones del Plan Argentina. Ninguna. 
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6. Duración del permiso, la concesión o el contrato 

a) Período de exploración 
Ley 17.319. El permiso de exploración tiene una duración de nueve 

años, con un período de prórroga de cinco años (artítulo 23). El primer 
período es de cuatro años; el segundo de hasta tres años, y el tercero de 
hasta dos años. Para exploraciones en la plataforma continental, cada uno 
de los períodos podrá incrementarse en un año. 

Decreto Ley 21.778. Los plazos para la exploración no deben exceder 
de cinco años en la superficie terrestre y de siete años en la plataforma 
continental (costa afuera). Se pueden extender por dos años adicionales 
para evaluar el descubrimiento realizado. 

Modificaciones del Plan Houston. El plazo para la exploración es de 
siete años, más un año de prórroga para analizar la posibilidad de explotar 
comercialmente el hallazgo (en la eventualidad de que se descubriera 
petróleo). Cada contrato se dividía en tres períodos, el primero de los 
cuales, de tres años, era prospectivo (opción sísmica), al término del cual el 
contratista podía optar por iniciar un período de perforación de pozos o 
retirarse, para lo cual disponía de cuatro años. 

Modificaciones del Plan Argentina. El período total de exploración es 
de seis años como máximo en la superficie terrestre, más las prórrogas, lo 
que da un total de 10 años. El primer período es de tres años, el segundo de 
dos, y el tercero de un año. Las prórrogas tienen un máximo de cuatro años. 
No se puede hacer uso de la prórroga en el primer período de exploración. 
Los titulares pueden tener cinco permisos de exploración como máximo, 
ya sea directa o indirectamente. 

b) Período de explotación 

Ley 17.319. Las concesiones de explotación tienen una vigencia de 25 
años, pudiendo prorrogarse por 10 años (artículo 35). 

Decreto Ley 21.778. El período de explotación y desarrollo es de 
25 años, contados a partir de la declaración de descubrimiento 
comercial. 

Modificaciones del Plan Houston. El contrato de explotación tiene 
una vigencia de 20 años. 

Modificaciones del Plan Argentina. Cuando se declara un 
descubrimiento comercial, el permiso de exploración se transforma en 
una concesión de explotación, que tendrá un plazo de 25 años. El Poder 
Ejecutivo puede otorgar una prórroga por un período adicional de 10 
años. 
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7. Condiciones en la etapa de exploración 

Ley 17.319. El titular del permiso debe presentar, para su aprobación 
oficial, un programa de trabajo y un compromiso de inversión (artículo 20). 
Si no invierta la cantidad comprometida, debe abonar al Estado la 
diferencia resultante. 

Decreto Ley 21.778. En la licitación, las ofertas de los postores deben 
contener lo siguiente: 

- Condiciones de la licitación y bases para la evaluación. 
- Compromisos mínimos de inversión y programas de trabajo básicos. 
- Si al final del período de exploración no se descubren campos 

comerciales, las áreas sobrantes deben devolverse al Estado sin posteriores 
derechos o responsabilidades. 

- El contratista presentará garantías de que cumplirá sus compro-
misos de inversión. 

- El contratista deberá proporcionar periódicamente a la compañía 
estatal toda la documentación técnica, aunque no se haga un descubri-
miento comercial. 

-Al término del período de explotación y desarrollo, todos los activos 
fijos deben ser entregados, sin costo alguno, a la compañía estatal. 

- Modificaciones del Plan Houston. Los contratistas suscriben un 
compromiso de trabajo que se expresa en unidades de trabajo. Como se dijo 
antes, estas unidades, que son intercambiables, consisten en un cierto 
número de líneas sísmicas o de metros de perforación. En la práctica, esto 
es lo que se denomina opción sísmica. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 

Ley 17.319. El concesionario debe someter a la autoridad competente 
los programas de desarrollo y los compromisos de inversión 
correspondientes a cada uno de los lotes de explotación (artículo 32). 
Asimismo, debe pagar un canon de explotación de 20 000 pesos por 
kilómetro cuadrado (artículo 58). 

Decreto Ley 21.778. Rigen aquí las mismas condiciones de la etapa de 
exploración (punto 7). 

Modificaciones del Plan Houston. No se dispone de información. 
Modificaciones del Plan Argentina. Rigen las mismas condiciones 

que las establecidas en la Ley 17.319 (artículo 2.5 del Decreto 2.178/91). 
Los concesionarios entregarán un bono de garantía por su desempeño, 
en un monto equivalente en dólares, y deberán pagar el canon 
establecido en el artículo 58 de la Ley 17.319. El monto será fijado por el 
Poder Ejecutivo con ocasión de cada concurso (artículo 9.5 del Decreto 
2.178/91). 
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9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Ley 17.319. Al final de los períodos primero y segundo, el 
concesionario devuelve como mínimo 50% del área inicialmente otorgada. 
Al finalizar el último período de exploración, devuelve el área remanente 
total. En definitiva, esto significa que el titular del persmiso devuelve la 
totalidad del área otorgada. Si se descubre petróleo, se negocia una 
concesión de explotación. En el momento de otorgarse tal concesión, se 
especifica la magnitud de los lotes que ésta abarcará, los cuales deberán 
coincidir lo más aproximadamente posible con la totalidad o parte de las 
estructuras productivas de hidrocarburos comercialmente explotables. 

Por otra parte, el área máxima de concesión de explotación que no 
provenga de un permiso de exploración será de 250 kilómetros cuadrados. 

Modificaciones del Plan Argentina. Si hay un descubrimiento 
comercial, el permiso de exploración se convierte automáticamente en 
concesión de explotación. Al final de cada período de exploración, el titular 
del permiso debe devolver 50% del área inicialmente otorgada. 

Existen las siguientes excepciones: a) El titular del permiso puede 
retener los bloques en los cuales se haya hecho un descubrimiento 
comercial, los cuales serán incluidos en la concesión de explotación. 
Además, podrá retener poi; un año adicional los bloques donde esté en 
estudio un descubrimiento comercial. 

10. Propiedad del petróleo 
Véase el punto 1. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Ley 17.319. Existe obligación al respecto (artículo 6). En cuanto al 
precio al cual el Estado paga por ese petróleo, véase el punto 12. 

Decreto Ley 21.778. Una vez satisfechas las necesidades del mercado 
interno, y una vez formado un adecuado nivel de reservas, los contratistas 
pueden recibir petróleo crudo, siempre y cuando la cláusula pertinente esté 
incorporada en el contrato. Se paga el petróleo a precios internacionales fob. 

Modificaciones del Plan Houston. Si el país tiene asegurado el 
abastecimiento, la retribución puede hacerse en petróleo, valorado a 
precios internacionales. 

Modificaciones del Plan Argentina. Desaparece la obligación 
respectiva, pues el concesionario puede disponer libremente del petróleo 
extraído. Si faltara petróleo en el país, el Estado puede importarlo. El 
artículo 6 del Decreto 2.178.91 establece que no se gravará con impuestos 
la importación de petróleo o sus derivados, ratificando lo dispuesto en el 
Decreto 1.589 (21 de noviembre de 1989). 
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12. Retribución del concesionario o contratista 

Ley 17.319. El concesionario es propietario del petróleo y puede 
comercializarlo (artículo 6). En caso de que el Estado le compre petróleo 
para satisfacer las necesidades del mercado interno, el precio puede fijarse 
de distintas maneras: puede ser el precio internacional, pero también está 
contemplado que si éste se incrementa significativamente, se pagará un 
precio acorde con los costos reales de explotación de la empresa estatal y 
las amortizaciones que técnicamente correspondan, más un interés 
razonable sobre las inversiones de la empresa estatal. 

Decreto Ley 21.778. El decreto estipulaba como retribución para los 
contratistas el pago en dinero, a im precio vinculado al precio internacional 
del petróleo, con libre convertibilidad de las divisas, mientras el país no 
tuviera cubiertas sus necesidades internas ni asegurado un adecuado nivel 
de reservas. Una vez alcanzado ese nivel, se podía pagar con petróleo, que 
los contratistas podían a su vez exportar. 

Modificaciones del Plan Houston. El pago a los contratistas se hace 
en divisas o derivados elaborados. YPF podía asociarse en la etapa de 
explotación, una vez declarada la comercialidad del área. La retribución del 
contratista oscilaba entre 70% y 85% del precio internacional, mientras que 
el costo para YPF llegaba a 82% ó 97% de ese mismo precio, ya que esta 
empresa debía hacerse cargo de las regalías. 

Modificaciones del Plan Argentina. Se establece que todo el petróleo 
es de propiedad del concesionario de explotación o contratistas. Por lo 
tanto, éste tendrá que pagar al Estado las regalías y los impuestos 
correspondientes. Como reafirmación de esta libre disponibilidad, el Decreto 
1.589/89 establece la libre importación de hidrocarburos (artículo 3), 
importaciones que están exentas de todo arancel, derecho o retención 
presentes o futuros. 

13. Disponibilidad de divisas 

Ley 17.319. No contempla este aspecto. 
Decreto Ley 21.778. El Banco Central de la República Argentina 

(BCRA) asegura que YPF contará en todo momento con la seguridad 
necesaria para adquirir y transferir libremente (contra entrega de moneda 
argentina en cantidad suficiente) las divisas extranjeras que pudiere 
requerir para abonar los precios o demás prestaciones que le impongan los 
contratos de riesgo. El contratista podrá transferir libremente su dinero al 
exterior. 

Modificaciones del Plan Argentina. El Decreto 1.589.89 establece que 
los productores pueden disponer libremente de la moneda extranjera 
proveniente de las ventas de petróleo crudo. En caso de que el petróleo haya 
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sido exportado, no es obligatorio traer al país las divisas derivadas de esa 
venta. Si las ventas se realizan en el mercado interno, los productores 
tendrán acceso a la cantidad de moneda extranjera proveniente de la venta. 
En ambos casos, el porcentaje máximo disponible de moneda extranjera no 
debe exceder de 70% del valor de las transacciones. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Ley 17.319. La ley dispone modalidades diferentes para los 
concesionarios y para las empresas que contraten con YPF. 

a) Para los concesionarios 

Gozan de un régimen de excepción. Existen dos opciones: 
i) Se pueden deducir los gastos de exploración del primer período 

básico. No se consideran gastos de exploración las inversiones en 
máquinas, en equipos y demás bienes del activo fijo. Además, podrá 
deducirse durante el primer período básico un monto equivalente a 100% 
de las cuotas de amortización ordinaria, esto es, la amortización que 
corresponde a las inversiones en máquinas, equipos y otros bienes del 
activo fijo utilizados en las tareas de exploración del primer período (sin 
perjuicio de la amortización ordinaria que corresponda por las inversiones 
en máquinas, equipos y otros bienes del Activo Fijo no utilizados en las 
tareas de exploración). 

ii) Quienes no opten por lo anterior, se regirán por la deducción simple. 

b) Para quienes contraten con YPF 

Debe entenderse que estos contratistas no están explorando sino 
haciendo otro tipo de obras petroleras. Por lo tanto, no se les aplicará el 
régimen de excepción sino la legislación general que les correspondiere 
(artículo 95). 

Decreto Ley 21.778. El contratista se someterá a la legislación general 
(artículo 95 de la Ley 17.319). No obstante, podrá acogerse, antes de la 
ejecución del contrato, a las modificaciones siguientes: i) depreciar, el 
primer año de explotación, 100% de los activos sujetos a depreciación que 
se utilizaron durante el período de exploración, y ii) las pérdidas que se 
originen por un mayor pago de impuestos pueden ser actualizadas de 
acuerdo con una modalidad particular que toma en cuenta la variación del 
índice general de precios. 

Modificaciones del Plan Argentina. Los contratistas están sujetos a la 
legislación general que regula la imposición sobre las ganancias (Decreto 
2.178.91, artículo 8). 
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Recucidro 7 

PLAN ARGENTINA: EL FACTOR G 

ni factor G ^Argcnhm) no plantea 
porcenta) t í s d e d i s t r i b u í ión de l 
petrólut» entre el contr.ití'ita y ia 
compjñici (."itatal, ciinu) leí hacun h s 
li'gi'-IavTiones d e C n l o r n b i a y 
1 aifiilor 
La li'y establece que todo el petroleo 
üs de propiedad del conciísionario. 
I'or lo tanto, el factor C, apunta a 
ob t ene r del roncesioniir io, en la 
e t apa d e exp lorac ión , el m a y o r 
compromiso de inversión posible en 
el menor t iempo posible. 

I. Primer período de exploración 

El Decreto a i ? » . " ! establece que 
g a n a r á n las licitaciones aquel los 
p<jstore!, que oferten el m á s alto 
tactor C. para el primer per íodo de 
exploración, cuyo plazo e i d e dos 
años l o m u mínimo y de tres años 
como máximo 

El factor G se define de la siguiente 
manera: 
C = L' + {K/T), donde 

G = valor d e la oferta. 

U = unidades de trabajo a que se 
c o m p r o m e t e el o fe ren te p a r a el 
primer periodo de exploración. 

K - 15Ü unidades d e trabajo, lo que 
c o n s t i t u y e la base m í n i m a para 
presentarse. 

T = t iempo expresado en artos. F.s la 
propuesta d e trabajo de la compañía 
para llevar a cabo los trabajos de la 
propuesta U y la base K durante el 
primer período de exploración. 
Para ob tener el p e r m i s o corres-
pondiente, ios oferentes tienen que 

presentar planes que superen la base 
K. Las unidades de trabado a que se 
compromete el contratista, jimto con 
las 3U0 unidades de trabajo (base 
mínima), során d e cumpl imien to 
o b l i g a t o r i o y c o m p r e n d e n un 
p r o g r a m a q u e i n c l u y e l a b o r e s 
geofísicas y d e perforación de pozos. 
C a d a u n i d a d d e t r a b a j o es tá 
valorizada en 5 ÜOO dólares. Tor lo 
tan to , la invers ión m í n i m a (3U0 
umdades de trabajo) es de 1 Oüü 
dólares f>or área a licitar. El titular 
deberá entregar una garantía por 
una cantidad equivaicntca su oferta. 

n. Segundo período de exploración 

Si el titular del permiso decide pasar 
al «egundo período d e exploración, 
tiene que perforar por lo menos un 
pozo exploratorio. En el caso du que, 
por rabones d e prospección «-ismica, 
no pueda hacerlo, puede diferir esta 
ob l igac ión ai tercer p e r í o d o d e 
exploración. 
En el caso de que el titular no acceda 
al tercer período, deberá abonar al 
E s t a d o el s a l d o p e n d i e n t e 
actualizado correspondiente al pozo 
no perforado, menos el valor d e las 
unidades de trabajo efectuadas que 
excedan la cantidad ofertada. 
Si el titular decide pasar ai tercer 
pe r íodo , debe rá p e r f o r a r p o r lo 
menos un p o / o exploratorio. Si no lo 
hace, deberá abonar al Estado el 
m o n t o d e la,s i n v e r s i o n e s n o 
c o m p r o m e t i d a s , p u d i é n d o s e 
e f e c t u a r la e q u i v a l e n c i a d e l o s 
montos si el t ipode trabajo efectuado 
fuese d i fe ren te al c o m p r o m e t i d o 
iniciaJmente para el periodo. 

Fuente: CEP Al., sobre la base de la im-estieación. 
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15. Depreciación y amortización de gastos de explotación 

Ley 17.319. Las empresas contratistas están sujetas a la legislación 
general. 

Decreto Ley 21.778. Rigen aquí las mismas disposiciones establecidas 
por este decreto para la depreciación y amortización de los gastos de 
exploración. 

Modificaciones del Plan Argentina. Los contratistas están sujetos a la 
legislación general que regula la imposición sobre las ganancias (Decreto 
2.178.91, artículo 8). 

16. Factor agotamiento 

No hay en la legislación petrolera argentina disposiciones al respecto. 

17. Regalías y otros impuestos 

Ley 17.319. Se paga una regalía de 15% por los hidrocarburos 
producidos en el período de exploración. En la etapa de desarrollo, la 
regalía corresponde a 12% de la producción en boca de pozo. Puede 
reducirse a 5%, dependiendo de la producción, ubicación y condición de 
los pozos. 

Modificaciones del Plan Argentina. No hay modificaciones con 
respecto a la legislación anterior. Se mantiene la regalía de 15% que debe 
pagarse, según el artículo 21 de la Ley 17.319, en la etapa de exploración. 
En la etapa de explotación se pagará 12% del precio actualmente obtenido 
por la venta de los hidrocarburos. 

Otros impuestos (canon) 

Ley 17.319. El titular de un permiso de exploración pagará 
anualmente y por adelantado un determinado canon por kilómetro 
cuadrado o fracción (artículo 58). 

Modificaciones del Plan Argentina. Por cada kilómetro cuadrado o 
fracción, el adjudicatario pagará anualmente y por adelantado el canon 
previsto por la Ley 17.319, canon que fijará el Poder Ejecutivo antes de la 
apertura del concurso de licitación (Decreto 2.178.91, artículo 9.5). 

18. Impuestos de importación 

Ley 17.319. La importación de materiales, equipos, maquinarias y 
demás elementos necesarios para el desarrollo de las actividades se sujetará 
a las normas que dicte la autoridad competente, normas que asegurarán el 
mismo trato a las empresas estatales y a las privadas (artículo 68). 
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Decreto Ley 21.778. La importación de bienes de capital y 
herramientas especiales, tales como partes y componentes necesarios para 
la ejecución del contrato, estará totalmente exentas de los aranceles de 
importación así como de cualquier otro impuesto. Esta exención se extiende 
a los repuestos y accesorios, hasta por un máximo de 5% del valor total de 
los bienes de capital importados. 

Modificaciones del Plan Argentina. El Decreto 2.178.91 (anexo II, 
artículo 9.1) dispone que los titulares de im permiso y los concesionarios se 
someten a lo establecido en la Ley 17.319, es decir, se sujetarán a las normas 
que dicte la autoridad competente. 

19. Régimen tributario 

Ley 17.319. Como ya se vio en el punto 14, existe un régimen de 
excepción y un régimen general (válido éste para los que contratan con 
YPF). Los contratistas acogidos ai régimen de excepción deben pagar un 
impuesto de 55% (artículo 56, inciso vi), y quedan exentos del pago de 
cualquier otro tributo nacional, presente o futuro, de cualquier naturaleza 
o denominación. 

Decreto Ley 21.778. Los contratos están sujetos a las leyes tributarias 
de aplicación general. El impuesto es de 55% sobre las ganancias netas, 
previa deducción de los impuestos de superficie y las regalías; del monto 
total de estos impuestos se deducirán todos los impuestos municipales y 
provinciales. Por lo tanto, ésa será la ganancia neta real a la cual se 
impondrá el impuesto especial de 55%. 

Modificaciones del Plan Argentina. El impuesto a la renta es de 30%, 
y no existe impuesto a la remesa de los dividendos. Se aplica además, un 
impuesto de 1% a los activos y uno de 18% a las ventas. No existe impuesto 
a las exportaciones. 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

Ley 17.319. Tal garantía está consignada en la ley: los titulares de un 
permiso y los concesionarios favorecidos con el régimen de excepción 
quedan exentos del pago de todo tributo adicional, presente o futuro, de 
cualquier naturaleza o denominación (artículo 56). 

Modificaciones del Plan Argentina. Se establecen cláusulas de 
estabilidad, que garantizan que se mantendrá el tope de la regalía en 12% 
y descartan cualquier futuro nuevo impuesto que discrimine al 
concesionario, trátese de los activos, de cualquier transacción o negocio 
relacionado, así como de las ventas de petróleo y gas. 
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21. Fiscalización y control del contrato 

Ley 17.319. La autoridad que vigila el cumplimiento de los contratos 
es la Secretaría de Estado de Energía y Minería, sin perjuicio de la autoridad 
exclusiva del Poder Ejecutivo nacional. 

Decreto Ley 21.778. No se dispone de información. Si prevalece al 
respecto la Ley 17.319, entonces el órgano fiscalizador es la Secretaría de 
Estado de Energía y Minería. 

Modificaciones del Plan Houston. No se dispone de información. 
Como en el caso anterior, si prevalece la Ley 17.319, el órgano contralor es 
la Secretaría de Estado de Energía y Minería. 

Modificaciones del Plan Argentina. La fiscalización recae aquí en la 
Subsecretaría de Combustibles, sin perjuicio de la autoridad exclusiva del 
Poder Ejecutivo nacional. 

22. Posibilidad de cesión 

Ley 17.319. Los permisos y concesiones acordados en virtud de 
esta ley pueden ser cedidos, previa autorización del Poder Ejecutivo 
(artículo 72). 

Modificaciones del Plan Argentina. No se ha encontrado información 
específica. Se supone que sigue vigente lo dispuesto en la Ley 17.319. 

23. Explotación de campos unificados 

Ley 17.319. No existen disposiciones específicias al respecto, como 
tampoco en las modificaciones del Plan Argentina. 

24. Leyes que rigen los contratos (arbitraje internacional) 
Ley 17.319. Los contratos se rigen en general por las leyes de la 

República Argentina, y en particular por la misma Ley 17.319. Sin embargo, 
el arbitraje es nacional, no internacional. 

Decreto Ley 21.778. Rigen aquí en general las leyes de la República 
Argentina y, en particular, la Ley 17.319 y el mismo Decreto Ley 21.778. 
Las diferencias entre las partes deben ser sometidas a las cortes federales 
de la República Argentina. No obstante, algunos diferendos técnicos 
pueden ser sometidos a arbitraje. Las partes designarán al árbitro así como 
los asuntos que se someterán a su decisión. Se aplicarán las leyes de arbitraje 
del código procesal comercial y civil de la nación. No hay arbitraje 
internacional. 

Modificaciones del Plan Houston. Ninguna. 
Modificaciones del Plan Argentina. El concesionario puede 

demandar una cláusula de arbitraje. Sin embargo, el formato de aplicación 
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no lo incluye en esta etapa, pues se refiere a la jurisdicción de las cortes 
federales de Buenos Aires. 

25. Preservación del medio ambiente 

La Constitución Política de Argentina otorga autoridad sobre el 
medio ambiente al Gobierno Federal y a los gobiernos locales. El Gobierno 
Federal, mediante Decreto 963/70, ha definido reglas de seguridad para la 
exploración, explotación y transporte de los hidrocarburos. La Ley 17.319 
contiene disposiciones generales para la preservación del medio ambiente 
(artículo 69). 

En noviembre de 1992 se expidió la Resolución 105/92 de la Secretaría 
de Estado de Energía y Minería, por medio de la cual se fijaban las normas 
y procedimientos para proteger el medio ambiente durante las etapas de 
exploración y de explotación de los hidrocarburos. En esta resolución se 
detallan los procedimientos a seguir en las fases de exploración y 
perforación, así como en las de explotación y desarrollo. 

26. Contratos para la recuperación secundaria 

En la Ley 17.319, así como en el Decreto Ley 21.778, hay disposiciones 
al respecto. 

Modificaciones del Plan Argentina. Se introdujeron diversas normas 
para la recuperación secundaria, entre ellas la licitación internacional de 
más de 80 áreas marginales, licitaciones que se realizaron entre 1989 y 1991. 

C. COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

La legislación petrolera dictada en Argentina durante el período 1989-1994 
debe ser analizada dentro del marco de liberalización y desregulación de 
la economía que introdujo el Gobierno del Presidente Carlos Saúl Menem 
desde 1989 en adelante. 

Los objetivos de la nueva legislación petrolera, según el gobierno, 
eran terminar con el Estado como productor-empresario, y crear las 
condiciones necesarias para impulsar una fuerte corriente inversora que 
movilizara los recursos de hidrocarburos, tarea en la cual se asignaba un 
rol protagónico a la iniciativa privada, con incorporación de capitales de 
riesgo. Igualmente, se planteaba la conveniencia de traspasar YPF al sector 
privado, y de incorporar el sector petrolero a un régimen de libre mercado. 

En ese contexto, se introdujeron profundos cambios en la legislación 
referida a la exploración y explotación petrolera, uno de los cuales consistió 
en abrir a los inversionistas extranjeros campos petroleros que estaban 
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siendo explotados por YPF: las áreas de interés secundario (campos 
marginales) y los campos centrales. En cuanto a la legislación sobre 
exploración, los cambios más importantes son los siguientes: 

i) Se vuelve a dar preeminencia a la Ley 17.319 de 1967, en virtud de 
la cual se otorgan permisos de exploración y concesiones de explotación. 
En 1978 se hicieron adiciones a esta ley para implantar la modalidad de los 
contratos de exploración y de explotación. Cabe señalar que la Ley 17.319 
nunca fue derogada, sino que se dejó en suspenso la legislación referente a 
permisos y concesiones. Posteriormente, en 1984, el Gobierno del 
Presidente Raúl Alfonsín introdujo modificaciones a esos contratos, dando 
lugar a lo que se llamó Plan Houston. 

ii) La legislación del período 1989-1993, al restablecer los permisos de 
exploración y las concesiones de explotación, confirió la propiedad del 
petróleo (libre disponibilidad) a los concesionarios, eliminándose al mismo 
tiempo la obligación de abastecer el mercado intemo, con lo cual éstos 
quedaron facultados para exportar libremente el petróleo. 

iii) Ya no es YPF la que negocia los contratos. Ahora tal 
responsabilidad queda a cargo de la Subsecretaría de Combustibles. 
Anteriormente la responsabilidad la tenía la Secretaría de Estado de 
Energía y Minería. 

iv) Asimismo, la nueva legislación establece que el concesionario 
tendrá derecho a la libre disponibilidad de hasta 70% de sus divisas. 

v) Se establecen compromisos de trabajo más flexibles en la etapa de 
exploración, mediante las llamadas unidades de trabajo. Estas unidades 
intercambiables, consisten en cierto número de líneas sísmicas o de metros 
de perforación de pozos. En otras palabras, son una forma de opción 
sísmica. 

vi) Los titulares de un permiso y los concesionarios están ahora sujetos 
a la legislación general que regula los impuestos a las ganancias. En 1967 
quedó establecido que debían pagar una regalía equivalente a 12% del 
precio obtenido por la venta de hidrocarburos. Se disminuye el impuesto 
a la renta, que ahora es de 30%. No existe impuesto a los dividendos. 
Además, se aplica un impuesto de 1% a los activos y de 18% a las ventas. 
Las exportaciones están exentas de impuestos. 

vii) Se ratifica el concepto de estabilidad tributaria. 
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III. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN BOLIVIA 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

En Bolivia ha habido tres etapas en lo que concierne a la legislación sobre 
contratos petroleros de exploración. La primera está relacionada con la ley 
de hidrocarburos. Decreto Ley 10.170 del 28 de marzo de 1972. La segunda 
comienza 18 años después, con la promulgación de una nueva ley de 
hidrocarburos, la Ley 1.194 del 1° de noviembre de 1990. La tercera etapa 
comenzó con la promulgación de la ley de capitalización, en marzo de 1994 
(que establece la conversión de las empresas estatales —entre ellas 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB)— en sociedades 
mixtas) y prosiguió con la nueva léy de hidrocarburos. Ley 1.689, aprobada 
en abril de 1996. 

El Decreto Ley 10.170 de 1972 dejó sin vigencia el régimen de 
concesiones en materia de hidrocarburos, y asignó a YPFB la exploración 
de todo el territorio nacional y la subsiguiente explotación. 

Esta misma disposición estableció que la conducción y manejo de toda 
la industria debería estar a cargo de YPFB, es decir, las fases de exploración 
y explotación y las fases de elaboración secundaria (refinación, 
industrialización, transporte y comercialización). Las labores de 
exploración y explotación de petróleo podía realizarlas YPFB por su cuenta 
o por intermedio de terceros, merced a contratos de operación o a contratos 
de servicios. 

El Decreto Ley 10.170 puso en vigencia los contratos de operación, en 
los cuales el riesgo exploratorio recae enteramente en el contratista. En caso 
de descubrir petróleo, YPFB entregará a éste, como retribución por sus 
servicios, un volumen de petróleo convenido contractualmente. Éste es un 
típico caso de contrato de participación en la producción. 

También se establecieron los contratos de servicios, en los cuales la 
compañía contratista presta un determinado servicio para la ejecución de 
una obra específica de índole técnica especializada. La retribución del 
contratista se efectúa en dinero (artículo 52). 

La Ley 1.194 de 1990 estipula que la definición de la política de 
hidrocarburos está a cargo del Poder Ejecutivo, por intermedio del 
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Ministerio de Energía e Hidrocaiburos. Esta ley reafirma que todas las 
actividades de exploración y explotación de petróleo quedan a cargo de 
YPFB, empresa que, para llevar a cabo sus objetivos, puede celebrar 
contratos con compañías privadas. 

Con esta nueva ley se introducen los contratos de asociación, que son 
originalmente contratos de operación que otorgan a YPFB la posibilidad de 
asociarse con la compañía privada en caso de un descubrimiento comercial. 

El cambio más importante concieme a la refinación, industrialización, 
transporte y comercialización de hidrocarburos, actividades que pueden 
ser ejecutadas ahora por YPFB y, también, por el sector privado. 
Anteriormente, sólo podía realizarlas YPFB, entidad que estaba facultada 
para celebrar contratos con terceros. 

Como se verá en el acápite que sigue, la nueva ley de hidrocarburos. 
Ley 1.689 de abril de 1996, introdujo modificaciones de la más alta 
importancia. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad del contrato 

Decreto Ley 10.170. Autoriza la suscripción de contratos de operación, 
conforme a los cuales el contratista lleva a cabo, por sus propios medios y 
por su exclusiva cuenta y riesgo, pero en nombre y representación de YPFB, 
las fases de exploración o explotación. Si encuentra hidrocarburos, tendrá 
derecho a una retribución, cuyo monto quedará fijado en el contrato 
pertinente. 

Ley 1.194. Además de los contratos de operación, se autoriza la 
suscripción de contratos de asociación, en virtud de los cuales se otorga a 
YPFB la posibilidad de asociarse a la empresa contratista en el momento de 
un descubrimiento comercial. En ese caso, YPFB reembolsa un porcentaje 
de los costos directos de explotación, ya sea en dólares o en petróleo, 
participa en las futuras inversiones y en los costos de desarrollo y 
producción en una proporción acorde al porcentaje reembolsado. El 
contrato de asociación deberá definir claramente la participación en los 
volúmenes de producción de cada una de las partes, tanto en el caso de que 
YPFB ejerza su opción de asociación, como en el caso de que no la ejerza 
(artículo 60). El contrato de asociación establece que el asociado será el 
operador (artículo 64). 

Ley 1.689. Se introducen los contratos de riesgo compartido con YPFB 
para la exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos. Los 
contratistas adquieren el derecho de prospectar, explotar, extraer, 
transportar y comercializar la producción obtenida, previo pago de la 
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participación de YPFB más las regalías correspondientes, que totalizarán 
18% de la producción fiscalizada (artículo 24). 

Los contratos vigentes de operación y de asociación con YPFB podrán 
continuar bajo ese régimen hasta el término del plazo correspondiente. Los 
contratistas de operación y de asociación que se encuentren en la fase de 
exploración y explotación podrán modificar la modalidad de los contratos 
y someterlos al régimen de riesgo compartido, conforme a disposiciones 
definidas en la ley (artículos 74 a 76). 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

Los sucesivos instrumentos legales (Decreto Ley 10.170, Ley 1.194 y 
Ley 1.689) asignan la tarea a YPFB. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

Decreto Ley 10.170. Mediante negociación caso por caso. 
Ley 1.194. YPFB puede negociar directamente los contratos o 

convocar a una licitación pública internacional, de acuerdo con la política 
definida por el Ministerio de Energía e Hidrocarburos. 

Ley 1.689. Por licitación internacional. YPFB suscribirá contratos con 
las empresas que califiquen para el efecto, según las normas de licitación 
pública internacional que se emitan al respecto. Mediante decreto supremo 
reglamentario se establecerá la periodicidad con la cual la Secretaría 
Nacional de Energía llamará a las licitaciones. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 

En todos los casos (Decreto Ley 10.170, Ley 1.194 y Ley 1.689), por 
decreto supremo del Ministerio de Energía e Hidrocarburos. 

5. Extensión del área 

Decreto Ley 10.170. Cada área tiene un máximo de 20 000 hectáreas, 
y no se fija un número máximo de áreas otorgables en la etapa de 
exploración. En la fase de explotación, la compañía contratista no podrá 
tener más de cuatro áreas. 

Ley 1.194. Las áreas están divididas en lotes de 20 000 hectáreas. Se 
fija un máximo otorgable. En las áreas tradicionales, el máximo es de 
1000 000 hectáreas. En las áreas no tradicionales, el máximo es de 1 500 000 
hectáreas. Una misma compañía no podrá tener simultáneamente, en 
forma directa o indirecta, más de cinco contratos. 



Ley 1.689. No se fija un máximo otorgable. Mediante decreto 
supremo, periódicamerite se determinarán la extensión y el número de las 
áreas de contrato, en zonas declaradas tradicionales y no tradicionales. El 
área de un contrato de riesgo compartido estará formada por una o más 
parcelas, con una extension máxima de 40 parcelas en las zonas 
tradicionales y de 400 parcelas en las no tradicionales. l 

6. Duración del contrato 

Decreto Ley 10.170. El contrato tiene una duración máxima de 30 años. 
i) Etapa de exploración. El plazo mínimo es de cuatro años y el 

máximo de siete años. 
ii) Etapa de explotación. Se debe cumplir con el plazo máximo del 

contrato (30 años). 
Ley 1.194. La duración varía según se trate de la etapa de exploración 

o de la de explotación. 
i) Etapa de exploración. El período básico es de cuatro años. Hay un 

período adicional de vm máximo de tres años, que deberá ser aprobado 
mediante decreto supremo (artículo 36). Si al final de los siete años el 
contratista dispone únicamente de gas natural, que por razones de mercado 
no pueda ser explotado, se amplía el período de exploración por dos años. 
Esto no modifica los 30 años de contrato. 

ii) Etapa de explotación. La duración máxima del contrato es de 30 
años, incluido el período de exploración. 

Ley 1.689. También distingue entre fase de exploración y fase de 
explotación. 

i) Etapa de exploración. El plazo inicial de este período no podrá 
exceder de siete años, dividido en tres fases: fase 1 (años uno al tres); fase 
2 (años cuatro y cinco); fase 3 (años seis y siete). 

ii) Etapa de explotación. En la totalidad de su duración, el contrato no 
podrá exceder de 40 años. Sin embargo, si el contratista descubre petróleo 
que no se pueda comercializar por inexistencia o insuficiencia de transporte 
o por limitaciones de acceso al mercado, podrá retener el área del campo 
por un máximo de 10 años. En este caso, el período de retención se añadirá 
al plazo del contrato (artículo 30). 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

Decreto Ley 10.170. Se obliga al contratista a presentar un programa 
de trabajo. 

Ley 1.194. La etapa de exploración está dividida en subfases, para 
cada una de las cuales se debe presentar tm programa dé trabajo. El 
contratista tiene la opción de retirarse durante el período básico. Se exige a 
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éste una boleta de garantía bancaria, ejecutable si no cumple con las 
inversiones o los trabajos comprometidos. 

Ley 1.689. El contratista deberá realizar un mínimo de unidades de 
trabajo en cada fase del período de exploración, mínimo que será 
determinado por decreto supremo. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 

Decreto Ley 10.170. El contratista está obligado, en im plazo no 
superior a seis meses a partir del término del período exploratorio, a iniciar 
y realizar las operaciones de explotación de manera eficiente, sujetándose 
al plan de actividades programado, el cual estará basado en conceptos de 
manejo y conservación racional de los yacimientos, con el objeto de lograr 
una recuperación óptima. 

Ley 1.194. Ratifica, en su artículo 39, las disposiciones del decreto 
anterior. 

Ley 1.689. El contratista deberá presentar un programa de trabajo. 
Notificado un descubrimiento comercial, la producción de hidrocarburos 
deberá iniciarse dentro de un plazo de tres años en las zonas tradicionales 
y de cinco años en las no tradicionales. Las actividades de explotación 
deben ejecutarse utilizando técnicas y procedimientos modernos, bajo la 
supervisión de YPFB, a fin de que la producción se realice conforme a 
prácticas eficientes y racionales de recuperación y de conservación de las 
reservas. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Decreto Ley 10.170. El contratista debe devolver 50% del área al 
término del período exploratorio. 

Ley 1.194. El contratista deberá devolver parte del área al final de cada 
subíase de exploración, en ima proporción que será acordada en cada 
contrato. El área final de explotación y la zona circundante no podrán 
exceder de tres lotes, es decir, 60 000 hectáreas (artículo 30). Esta disposición 
rige también para los contratos de asociación. 

Ley 1.689. Al finalizar la fase 1, el contratista deberá renimciar y devolver 
no menos de 20% del área original de exploración cuando ésta sea superior a 
10 parcelas. Al finalizar la fase 2 deberá renunciar y devolver no menos de 30% 
del área original de exploración cuando sea superior a 10 parcelas. 

Si el contratista descubre petróleo durante cualquiera de las fases, 
podrá retener por un período adicional de hasta siete años, computables 
desde el fin de la tercera fase, hasta 30% del área original de exploración 
(fracción que se denominará área remanente) para continuar las labores de 
exploración. 
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10. Propiedad del petróleo 
Decreto Ley 10.170. Es de propiedad de YPFB. 
Ley 1.194. Es de propiedad de YPFB. El contratista puede exportar 

libremente el petróleo que le corresponde como retribución, salvo que sea 
requerido para abastecer el mercado interno. 

Ley 1.689. Los contratistas adquieren el derecho a explotar, extraer, 
transportar y comercializar la producción obtenida. Por lo tanto, tienen la 
propiedad del petróleo extraído. Se exceptúan de la libre comercialización 
el gas natural requerido para satisfacer el consumo interno y las partidas 
de hidrocarburos comprometidas en contratos de exportación pactados por 
YPFB antes de la dictación de esta ley. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Decreto Ley 10.170. Tal obligación existe. El precio es fijado por la 
Dirección General de Hidrocarburos. 

Ley 1.194. Existe obligación de abastecer el mercado interno (artículo 
15). El precio que pagará YPFB estará referido a una canasta de crudos 
internacionales. Si hay existencias y si el contratista lo desea, YPFB puede 
pagar en productos (diesel, gasolina). 

Ley 1.689. Dispone libertad de importación, exportación y 
comercialización interna de los hidrocarburos (artículo 5). 

12. Retribución del contratista 

Decreto Ley 10.170. Se puede pagar al contratista en dinero o en 
especie, en este último caso con una parte de la producción que se fija en 
cada contrato. 

Ley 1.194. Dispone lo mismo que el decreto anterior. 
Ley 1.689. Se retribuye con el petróleo extraído, menos las regalías 

establecidas por ley, que totalizan 18% de la producción fiscalizada. 

13. Disponibilidad de divisas 

Decreto Ley 10.170. El Estado garantiza al contratista la libre 
disponibilidad de las divisas derivadas de sus operaciones de exportación. 
Asimismo, garantiza la libre convertibilidad de sus ingresos por concepto 
de ventas a YPFB. 

Ley 1.194. Conforme a esta ley y a la Ley 1.182 de septiembre de 1990 
(artículo 27), los contratistas gozan de la garantía del Estado de la libre 
disponibilidad de las divisas provenientes de las operaciones de 
exportación; asimismo, el Estado garantiza la libre convertibilidad de los 
ingresos por ventas a YPFB y a terceros. 

58 



Ley 1.689. Aunque no se especifica en esta ley, en Bolivia rige la libre 
disponibilidad de divisas. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Estos aspectos no están contemplados en ninguno de los instrumentos 
legales a que se ha hecho referencia (Decreto Ley 10.170, Ley 1.194 y Ley 
1.689). 

15. Depreciación y amortización de gastos de explotación 

Decreto Ley 10.170. No se establecen estos aspectos para los contratos 
de operación. En lo que concierne a los contratos de prestación de servicios, 
el régimen de depreciación es el siguiente (artículo 61): 

Edificios 10% anual 
Maquinarias y equipos 20% anual 
Muebles y útiles 20% anual 
Vehículos 25% anual 

Ni la Ley 1.194 ni la Ley 1.689 se refieren a estos aspectos. 
Para efectos impositivos de depreciaciones futuras, las empresas que 

actualmente tienen contratos de operación y de asociación con YPFB, 
calcularán el valor de los activos fijos existentes al comienzo de 1996, 
aplicando al valor de origen de los activos adquiridos a partir de 1991 las 
tasas de depreciación señaladas en el anexo del artículo 22 del Decreto 
Supremo 24.051. Para iguales efectos, se estimará que los activos fijos 
adquiridos antes de 1991 carecen de valor (artículo 82). 

16. Factor agotamiento 

Ninguno de los instrumentos legales aquí estudiados (Decreto Ley 
10.170, Ley 1.194 y Ley 1.689) se refiere a este factor. 

17. Regalías y otros impuestos 

Decreto Ley 10.170. Se pagan los siguientes impuestos, como 
porcentaje de la producción, en boca de pozo: participación departamental 
(regalía): 11%; regalía nacional compensatoria: 1%. El pago de estas regalías 
se considera como un costo. El IVA es de 13%; el impuesto a las 
transacciones de 2%. 

Ley 1.194. Se pagan los siguientes impuestos, como porcentaje de la 
producción, en boca de pozo: participación departamental (regalía): 11%; 
regalía nacional compensatoria: 1%. 
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Ley 1.689. Las regalías son las siguientes: 
- Una participación departamental, denominada regalía, 

equivalente a 11% de la producción bruta de hidrocarburos en boca 
de pozo, pagadera en beneficio del departamento donde se origina 
la producción. 

- Una regalía nacional compensatoria de 1% de la producción bruta 
de hidrocarburos en boca de pozo, pagadera a los departamentos 
de Beni y de Pando, de conformidad con la Ley 981 de 1988. 

- Una participación en favor de YPFB de 6% de la producción bruta 
de hidrocarburos en boca de pozo. 

Las empresas que tienen contratos de operación y asociación con 
YPFB y que están produciendo petróleo, deben pagar una regalía nacional 
equivalente a 13% del valor de la producción fiscalizada. 

18. Impuestos de importación 

Decreto Ley 10.170. El impuesto a las importaciones es de 2%. 
Ley 1.194. Se deben pagar los derechos arancelarios vigentes (artículo 

74, inciso j). El arancel es de 5% para los bienes de capital y de 10% para los 
otros bienes. 

Ley 1.689. No se especifican impuestos de importación. 

19. Régimen tributario 
i 

Decreto Ley 10.170. Además de la participación departamental (11%) 
y de la regalía nacional compensatoria (1%) (véase acápite 17), se paga un 
impuesto nacional de 19%. Así, el impuesto total que debe pagar el 
contratista sobre su retribución bruta asciende a 31%. A esa retribución 
bruta el contratista debe deducirle sus costos y sus gastos de operación. 

Ley 1.194. Además de la participación departamental (11%) y de la 
regalía nacional compensatoria (1%) (véase acápite 17), se paga un 
impuesto nacional de 19%. 

Ley 1.689. El contratista deberá pagar el impuesto a las utilidades y el 
impuesto a la remisión de utilidades al exterior señalados en la Ley 843 (texto 
ordenado). En el caso de los contratistas que tienen contratos de operación 
y de asociación con YPFB, el pago de estos impuestos es acreditable contra 
la regalía nacional complementaria correspondiente a la producción de 
hidrocarburos existentes (que asciende, como ya se vio, a 13%). 

20. Garantía de estabilidad tributaría 

El Decreto Ley 10.170 ofrece esta garantía (artículo 65), pero no así la 
Ley 1.194 ni la Ley 1.689. 
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21. Fiscalización y control del contrato 

Decreto Ley 10.170. Tales funciones corresponden a la Dirección 
General de Hidrocarburos. 

Ley 1.194. Corresponden al Ministerio de Energía e Hidrocarburos. 
Ley 1.689. El superintendente de hidrocarburos del SIRESE verificará 

la exactitud de la información recibida en materia de costos en lo 
concerniente a las actividades de exploración, explotación, comerciali-
zación, transporte, refinación e industrialización, así como en lo 
concerniente a la distribución de gas natural por redes. También requerirá 
la información y los datos que considere necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones. 

22. Posibilidad de cesión 

Decreto Ley 10.170. Contempla tal posibilidad, sujeta al 
consentimiento expreso de YPFB y a la emisión de tan decreto supremo 
aprobatorio. 

Ley 1.194. El contratista puede transferir total o parcialmente el 
contrato, previo consentimiento escrito de YPFB y el correspondiente 
decreto supremo (artículo 23). 

Ley 1.689. No contempla esta posibilidad. 

23. Explotación de campos unificados 

Ninguno de los instrumentos legales estudiados (Decreto Ley 10.170, 
Ley 1.194 y Ley 1.689) contiene disposiciones específicas al respecto. 

24. Arbitraje internacional 

Decreto Ley 10.170. No esta contemplado. 
Ley 1.194. Las diferencias entre las partes serán sometidas a la 

jurisdicción boliviana. Las discrepancias de orden técnico pueden ser 
sometidas a arbitraje internacional, generalmente a la Comisión 
Interamericana de Arbitraje Comercial. 

Ley 1.689. Todos los contratos de riesgo compartido se rigen por las 
leyes bolivianas. Conforme al artículo 16 de la ley 1.689 las controversias 
que se susciten éntre las partes se solucionarán mediante arbitraje. 

25. Preservación del medio ambiente 

Decreto Ley 10.170. El artículo 15 de esta ley estipula obligaciones 
generales al respecto. 
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Ley 1.194. El contratista debe adoptar todas las normas y 
procedimientos que establezca la autoridad competente para evitar la 
contaminación del medio ambiente y la alteración del equilibrio ecológico 
en las áreas del contrato (artículo 22, inciso i). 

Ley 1.689. Se dispone la aplicación al sector hidrocarburos de las 
disposiciones del artículo 171 de la Constitución Política, así como las 
disposiciones específicas y los reglamentos de la ley del medio ambiente. 
En julio de 1996 se promulgó el Decreto Supremo 24.335, que contiene un 
Reglamento Ambiental para el sector hidrocarburos. El reglamento 
establece límites y procedimientos para las actividades que produzcan 
impactos ambientales o sociales en el medio ambiente y en la organización 
socioeconómica de las poblaciones asentadas en su zona de influencia. 

.26. Contratos para explotar campos marginales (recuperación 
sectmdaria) 

Decreto Ley 10.170 y Decreto Ley 18.994. La recuperación secundaria 
se hacía sólo mediante contratos de servicios. Con la emisión del Decreto 
Ley 18.894 (junio de 1982), se autoriza la recuperación secundaria también 
mediante contratos de operación. El pago puede ser en petróleo o en 
divisas. 

Ley 1.194. YPFB podrá negociar y suscribir contratos de operación 
para la recuperación mejorada, por exclusiva cuenta y riesgo del contratista 
y de acuerdo con lo estipulado para los contratos de operación (artículo 53). 
YPFB podrá también suscribir contratos de asociación para la recuperación 
mejorada en campos ya desarrollados (artículo 65). 

Ley 1.689. Se menciona la existencia de campos marginales (artículo 72), 
pero no hay una determinación precisa sobre los mismos. 

C. COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

La Ley 1.689 amplía el alcance de la Ley 1.194 de 1990 en lo concerniente a 
la desregulación total de las actividades de elaboración secundaria. 
Asimismo, autoriza la libre importación, exportación y comercialización 
interna de los hidrocarburos y sus derivados. En cuanto al régimen de 
precios para el mercado interno, éstos quedarán entregados a la oferta y la 
demanda una vez que se haya completado el proceso de capitalización de 
YPFB. La fiscalización y supervisión del sector le corresponde al Ministerio 
de Energía e Hidrocarburos. 

i) En cuanto a la exploración y producción de petróleo, la Ley 1.689 
prohibe a YPFB realizarlas directamente, y estipula que, para llevarlas a 
cabo, la empresa estatal debe necesariamente celebrar contratos de riesgo 
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compartido, por tiempo limitado, con personas individuales o colectivas, 
nacionales o extranjeras. De esa manera, al no poder realizar directamente 
tales actividades, YPFB se convierte en un ente administrativo encargado 
de negociar y supervisar los contratos con las compañías privadas. 

ii) Las empresas que hayan suscrito contratos de asociación con YPFB 
podrán continuar bajo el mismo régimen, pero tienen igualmente la opción 
de celebrar contratos de riesgo compartido con la compañía estatal. 

iii) Se introduce la modalidad de licitación internacional para otorgar 
las áreas de exploración a las compañías extranjeras. Anteriormente, la 
negociación se hacía caso por caso. 

iv) La nueva legislación es menos exigente en cuanto a los 
compromisos que debe cumplir el contratista durante la etapa de 
exploración. Se divide esta etapa en subfases y se concede al contratista la 
opción de retirarse durante el período básico. 

v) El contratista puede disponer libremente de su retribución neta de 
petróleo que está facultado para exportar, salvo que el producto sea 
requerido para el mercado intemo. 

vi) Sigue existiendo la obligación de abastecer el mercado intemo. El 
precio que pagará YPFB está referido a una canasta de crudos 
intemacionales. 

vii) Se ratifica la libre disponibilidad de divisas para el contratista. 
viii) Se mantienen los mismos impuestos departamentales (11%), la 

regalía nacional (1%) y el impuesto nacional (9%) que en la legislación 
anterior. En total, 31%. Asimismo, se establece un impuesto a las utilidades 
de 40%, que es considerado como un crédito contra los impuestos arriba 
señalados. 

ix) Se introducen modificaciones destinadas a preservar el medio 
ambiente. En junio de 1993, estaba en preparación la legislación pertinente. 

x) La Ley 1.689 dispone que la explotación de los campos marginales 
podrá realizarse no sólo mediante contratos de servicios y de operación, 
sino que también mediante contratos de asociación. 

xi) Arbitraje internacional. Las diferencias entre las partes serán 
sometidas a la jurisdicción boliviana. Las discrepancias de orden técnico 
pueden ser sometidas al arbitraje internacional, generalmente a la 
Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial. 
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IV, RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN BRASIL 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

La legislación brasileña de 1975 permitió la participación de compañías 
extranjeras en la exploración de petróleo bajo riesgo del contratista. Los 
contratos brasileños tenían una modalidad particular: en caso de 
encontrarse petróleo, correspondía a la empresa estatal. Petróleo Brasileiro 
(PETROBRAS), hacerse cargo de su explotación. 

PETROBRAS reembolsaba al contratista los gastos de exploración y 
le aseguraba una retribución, determinada en cada contrato, durante un 
cierto tiempo de la vida útil del campo. 

La Constitución Política aprobada en 1988 eliminó el régimen de los 
contratos de riesgo, respetando no obstante los derechos adquiridos, y 
estableció que el Estado tendría el monopolio de las actividades petroleras 
(artículo 177, acápite 1). El monopolio previsto incluía los riesgos que se 
desprenden de estas actividades, estando prohibido a la Unión ceder o 
conceder cualquier tipo de participación, en especie o en valor, en las 
exploraciones de yacimientos de petróleo o de gas natural. 

Al mismo tiempo, como se dijo recién, el artículo 45 de las 
disposiciones constitucionales transitorias establecía que se respetarían los 
derechos adquiridos en los contratos de riesgo celebrados con PETROBRAS 
para la exploración de petróleo que estuvieran en vigor en la fecha de 
promulgación de la Constitución. 

En noviembre de 1995, el Parlamento modificó la Constitución 
Política de 1988, por medio de la Enmienda Constitucional N° 09, que 
establece que el Estado brasileño podrá contratar con empresas estatales y 
privadas la realización de actividades de exploración y explotación de 
petróleo. Estas actividades deberán estar establecidas en una ley aprobada 
por el Parlamento, ley que en diciembre de 1996 todavía no había sido 
promulgada. Por ese motivo, aquí se reseñarán sólo los contratos vigentes 
hasta 1988. 
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B. PRINCIPALES CARACTERÍCTICAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad del contrato 

Contrato de servicio de riesgo en la etapa de exploración. Si el 
contratista encuentra petróleo y se declara la comercialidad del campo, el 
propio contratista se encarga del desarrollo del campo, quedando a cargo 
de PETROBRAS las operaciones de producción. 

Todo el petróleo y el gas pertenecen a PETROBRAS, que no 
invierte ni en exploración ni en desarrollo. Cuando se inicia la 
producción comercial, los activos pasan a ser propiedad de esta misma 
empresa. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

PETROBRAS. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

Se negocia caso por caso. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 

PETROBRAS. 

5. Extensión del área 

Es variable y no está predeterminada. 

6. Duración del contrato 

El período de exploración es de tres años "en tierra" y de cinco años 
"costa afuera". Hay una opción de prórroga por uno o dos años, en el caso 
de que se descubra petróleo. 

El período de desarrollo comienza al declararse la comercialidad del 
campo, y termina cuando el campo en producción se entrega a 
PETROBRAS. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

Las condiciones son negociables, aunque se exige un monto mínimo 
de inversión. No es obligatorio perforar pozos de exploración. Si se 
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prorroga el período inicial, se debe perforar un pozo en cada año de la 
prórroga. 

8. Condiciones en la etapa de desarrollo 

La empresa contratista debe entregar a PETROBRAS todas las 
instalaciones necesarias para la producción, almacenamiento, transporte y 
entrega del petróleo en un punto dentro del área de servicio. 

9. Suelta del área en el memento de comenzar la explotación 

Se debe devolver 50% del área después del período inicial. 

10. Propiedad del petróleo 

PETROBRAS. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

PETROBRAS es el operador durante la fase de producción de la vida 
del campo y automáticamente recibe los hidrocarburos producidos. El 
contratista tiene derecho a comprar hidrocarburos, al precio del mercado, 
hasta por el valor de su remuneración, siempre y cuando no haya crisis de 
abastecimiento del mercado interno. 

12. Retribución del contratista 

El contratista recibe un reembolso por sus gastos con recursos 
provenientes exclusivamente del ingreso neto de los campos, en las 
siguientes condiciones: 

i) Recuperación de los costos de exploración y desarrollo. Los 
costos de exploración y desarrollo se recuperan en un período de cinco 
años, contados a partir del inicio de la producción comercial. Todos 
los impuestos pagados durante la exploración y el desarrollo son 
reembosables. 

Se pagan intereses solamente por concepto de gastos de desarrollo. 
La tasa de interés es negociable (lo usual es que sea la tasa preferencial 
vigente en los Estados Unidos más 1%). 

ii) Remtmeración. La remuneración se paga trimestralmente por un 
período de 15 años, a partir de la fecha de producción comercial. El 
contratista recibe ün porcentaje del ingreso neto del campo en producción, 
porcentaje que varía de acuerdo con el volumen de producción según el 
siguiente modelo básico: primero 600 000 metros cúbicos por trimestre. 
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equivalentes a 41 000 barriles al día, 35%; de más de 600 000 a 1 200 000 
metros cúbicos (entre 41 400 y 82 800 barriles al día), 30%, y de más de 
200 000 metros cúbicos (82 800 barriles o más), 25%. 

13. Disponibilidad de divisas 

El Banco Central del Brasil envía las divisas a una cuenta del 
contratista en el exterior. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Véase en el punto 12 lo referente a la retribución del contratista. 

15. Depreciación y amortización de gastos de explotación 

Estos conceptos no se aplican al contratista, pues la explotación del 
campo descubierto queda a cargo de PETROBRAS. 

16. Factor agotamiento 

Se concuerda entre las partes un volumen mínimo de producción 
trimestral. En el caso de los yacimientos de gas natural, se garantiza a la 
empresa contratista una remuneración equivalente al volumen mínimo, 
incluso si no se alcanza ese volumen (contrato de compra garantizada). 

17. Regalías y otros impuestos 

Al calcular el ingreso neto de la producción disponible para pagar al 
contratista por concepto de reembolso y remuneración, se deduce un canon 
equivalente a 5% del valor de la producción, impuesto que PETROBRAS 
transfiere a los gobiernos regionales o locales. PETROBRAS deduce 
también todos los costos directos de producción, almacenamiento y 
transporte, más 15% a título de gastos generales, como compensación por 
sus gastos administrativos. 

En cuanto a las garantías, se exige una carta de crédito bancario hasta 
el final del período de exploración o de desarrollo, conforme al caso. 

18. Impuestos de importación 

Los impuestos y tasas que eventualmente deban pagar el 
contratista por la importación de materiales y equipos necesarios para 
la exploración y el desarrollo, serán reembolsados de acuerdo con lo 
expuesto en el punto 12. | 
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19. Régimen Mbutario 

El impuesto a la renta es de 25%, pero puede ser menor si el país de 
origen de la empresa contratista ha firmado con Brasil un tratado de doble 
tributación. 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

Se asegura la estabilidad tributaria sólo en el caso de nuevos 
impuestos. Si aumenta o disminuye la alícuota del impuesto existente, la 
diferencia será absorbida por el contratista. 

21. Fiscalización y control del contrato 

En lo referente a exploración y producción, las funciones de 
fiscalización están a cargo de una oficina especial de PETROBRAS. 

22. Posibilidad de cesión 

En principio, el contratista no puede ceder o transferir el contrato ni 
en todo ni en parte. No obstante, si deseara ceder parte de sus derechos y 
obligaciones a un tercero que cuente con las calificaciones pertinentes, 
PETROBRAS podrá autorizar por su cuenta la operación, siempre que no 
existan razones válidas para rechazar la solicitud del contratista. 

23. Explotación de campos unificados 

No está contemplada en la legislación. 

24. Arbitraje internacional 

Tampoco está contemplado; los diferendos que pudieran surgir se 
someten a cirbitraje nacional. 

25. Preservación del medio ambiente 

Este aspecto no está especificado en los contratos. 

26. Contratos para explotar campos marginales 

No están contemplados. 
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V. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN CHILE 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

En 1975 se promulgó el Decreto Ley 1.089, que fijó normas acerca de 
la participación de agentes privados en la exploración y explotación 
de hidrocarburos. De esta manera, por primera vez desde 1927 se 
permitía la participación de empresarios privados en las actividades 
petroleras. En 1986, el texto del decreto fue refundido, coordinado y 
sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 2 del Ministerio de 
Minería. 

En la década de 1990 no ha habido cambios significativos en la 
legislación chilena de contratos de exploración y explotación. 

Básicamente, la legislación chilena establece la modalidad de 
contratos de participación en la producción, modalidad conforme a la cual 
el contratista asume el riesgo de exploración y recibe una retribución en 
petróleo como pago por las operaciones efectuadas. 

Existen dos tipos de contratos de participación en la producción: 
i) los contratos de operación petrolera, suscritos entre el Estado de 
Chile y un contratista privado, y ii) los contratos especiales de 
operación, que son contratos suscritos entre, pot una parte, el Estado 
de Chile y, por otra parte, una asociación formada por la Empresa 
Nacional del Pétróleo (ENAP) y una o varias compañías petroleras 
privadas. 

En 1977 y 1978 se firmaron los primeros contratos de exploración y 
explotación con compañías extranjeras. En 1986 comenzó vma campaña de 
promoción de las áreas petroleras mediante la suscripción de contratos 
especiales de operación, que en la actualidad cpnstituyen la modalidad de 
contrato petrolero más importante de Chile. Gracias a esá campaña, entre 
1986 y fines de 1989 se firmaron siete contratos especiales, y tres más entre 
1990 y 1995. Aunque hasta este último año aún no se había encontrado 
petróleo por esa vía, el recurrir a tal modalidad permitió al menos que el 
Estado chileno delegara en empresas privadas las inversiones de riesgo que 
son propias de la exploración petrolera. (Véase al respecto Juan Sebastián 
Bernstein (cons.), Establecimiento de ima política energética basada en el 
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funcionamiento de mercados competitivos y en la participación privada: la 
experiencia de Chile (LC/R.1502), Santiago de Chile, Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL), marzo de 1995.) 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS 
DE PARTICIPACIÓN EN LA PRODUCCIÓN 

1. Modalidad del contrato 

Como se dijo hace xm momento, hay dos tipos de contratos: i) los 
contratos de operación petrolera, suscritos entre el Estado de Chile y un 
contratista privado; y ii) los contratos especiales de operación, suscritos entre 
el Estado de Chile (representado por el Ministerio de Minería) y xma asociación 
formada por la ENAP y ima o varias compañías petroleras privadas. A estos 
contratos se los conoce también como convenios de asociación. 

En los contratos de operación petrolera, el riesgo de exploración 
recae exclusivamente en el contratista. En caso de encontrar petróleo, el 
contratista recibirá una retribución consistente en un porcentaje de los 
hidrocarburos producidos en cada yacimiento. En el caso de los 
hidrocarburos líquidos, la retribución se pagará en petróleo. El contratista 
deberá pagar el impuesto a la renta correspondiente. 

Para la suscripción de ambos tipos de contrato se requiere 
informe previo favorable del Consejo de la Comisión Nacional de 
Energía (CNE). 

En el caso del contrato especial de operación, la ENAP y la o las 
empresas asociadas acuerdan un porcentaje de participación, en el que la 
ENAP será accionista minoritario. El riesgo de exploración corre por cuenta 
de la compañía privada. La ENAP reembolsará 50% de los costos de 
perforación de los pozos exploratorios que, habiendo resultado productivos, 
sean puestos en producción. El yacimiento será explotado conjuntamente 
por la ENAP y la compañía asociada, y la retribución se efectuará de acuerdo 
con los porcentajes de participación previamente fijados. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato o del convenio 

En los contratos de operación petrolera, la responsabilidad recae en 
el Ministerio de Minería, sujetándose a la legislación vigente y a las 
condiciones que fije en cada caso im decreto supremo expedido para el 
efecto por el Presidente de la República. En el caso de los contratos 
especiales, el Ministerio de Minería negocia los términos con la asociación 
formada por la ENAP y la compañía privada, sujetándose a la legislación 
vigente y a las condiciones que fije en cada caso un decreto supremo 
expedido para el efecto por el Presidente de la República. 
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3. Forma de adjudicación del contrato o convenio 

Como se desprende de lo anterior, las condiciones y requisitos 
específicos de los contratos de operación y de los convenios de asociación 
son fijados en cada caso por el Presidente de la República mediante decreto 
supremo. Cada contrato es negociado caso por caso. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 
El Ministerio de Minería, en representación del Estado chileno. El 

Ministro de Minería es también presidente de la ENAP. Se requiere informe 
previo favorable del CNE. 

5. Extensión del área 
Se determina en cada caso. El área del contrato se describe y delimita 

en el decreto supremo que expide el Presidente de la República para fijar 
las condiciones y requisitos de cada contrato. 

6. Duración del contrato 
El contrato, sumadas sus fases de exploración y de explotación, tiene 

ima duración máxima de 35 años. La fase de exploración, que tiene una 
duración de cinco años, con vma opción de prórroga de cinco años, está 
compuesta de tres períodos: el primero corresponde a los dos primeros 
años; el segundo, al tercer y cuarto año, y el tercero, al quinto año. 

La etapa de explotación tendrá una duración máxima de 35 años, es 
decir, el mismo plazo máximo de vigencia del contrato. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

En el primer período de exploración, el contratista deberá gastar no 
menos de 1 000 000 de dólares en estudios geofísicos y geológicos. Podrá, 
a su discreción, efectuar perforaciones de exploración. En el segundo y 
tercer período de exploración, el programa mínimo de trabajo será la 
perforación de im pozo exploratorio. 

Siempre que cumpla con estos requisitos, el contratista tendrá la 
opción de seguir explorando durante im tiempo adicional, no superior a 
cinco años, correspondiendo cada año adicional al cuarto, quinto, sexto, 
séptimo y octavo períodos de exploración. En cada uno de estos períodos 
se deberá perforar por lo menos im pozo de exploración. 

Al inicio de cada período de exploración, el contratista deberá 
entregar al Ministerio de Minería una garantía bancaria irrevocable, o carta 
de crédito bancario, por el monto de los gastos mínimos correspondientes 
a cada período. 
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8. Condiciones en la etapa de explotación 

El contratista está obligado a proveer por su cuenta y riesgo todo el 
financiamiento, equipo, materiales y personal necesarios para las 
operaciones petroleras; presentar oportunamente un programa de trabajo 
y un presupuesto para todas las actividades que realizará durante el año 
contractual siguiente; efectuar periódicamente las pruebas y controles de 
producción acostumbrados en la industria; obtener autorización del 
Ministro de Minería, en representación del Estado, para quemar o ventear 
gas; proponer al comité de coordinación el método de máxima producción 
eficiente para cada yacimiento; garantizar el libre acceso de los inspectores 
que el Estado designe a todas las instalaciones relacionadas con las 
operaciones petroleras y a la información relativa a éstas; tomar todas las 
medidas necesarias para que se cumplan las normas reglamentarias y 
legales chilenas. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Al término del quinto año contractual, y siempre que cumpla con los 
requisitos, el contratista deberá devolver como mínimo 50% del área 
original del contrato. El contratista tendrá libertad para seleccionar el área 
retenida, siempre que el área devuelta sea de tamaño y forma apropiados 
para ulteriores operaciones de exploración. Al término del último período 
de exploración, el contratista podrá retener solamente las zonas declaradas 
como áreas de explotación del yacimiento. 

El área de explotación del yacimiento será la zona definida por los 
límites en superficie del yacimiento, más un halo de protección de cinco 
kilómetros de diámetro. 

10. Propiedad del petróleo 

El petróleo es de propiedad del Estado. El contratista recibe como 
retribución por sus servicios una cantidad de petróleo que se determina en 
cada contrato. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Tal obligación existe. El Estado, directamente o por medio de sus 
empresas, podrá readquirir del contratista los hidrocaiburos que le haya 
dado en pago. Para ello podrá pagar esas adquisiciones en moneda 
extranjera. El precio del petróleo readquirido será el promedio del precio 
fob vigente en el puerto original de embarque de una canasta de por lo 
menos tres crudos provenientes de tres países. 
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12. Retribución del contratista 

Como se dijo, se retribuye al contratista con un porcentaje de la 
producción de petróleo que se fija en cada contrato. En el caso de los 
hidrocarburos líquidos, la retribución se pagará en petróleo, y en el caso 
del gas natural, en efectivo. 

En el caso del petróleo, la retribución será convenida entre las partes 
y se calculará como un porcentaje del promedio de producción diaria, en 
el cupo de im mes, de cada yacimiento, conforme a escalones sucesivos de 
la producción media diaria calculada mes a mes. 

13. Disponibilidad de divisas 

El Estado garantiza al contratista la libre disponibilidad de las divisas 
generadas por las exportaciones de hidrocarburos correspondientes a su 
retribución, o de las divisas que genere la readquisición por parte del Estado 
del petróleo otorgado al contratista como retribución. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Todos los gastos en que incurra el contratista antes del primer ejercicio 
comercial que dé origen a retribución, serán tratados como gastos de puesta 
en marcha y se amortizarán en un período de hasta seis ejercicios 
comerciales consecutivos, contados a partir del ejercicio comercial en que 
se genere la primera retribución. 

15. Depreciación y amortización de gastos de desarrollo y producción 

Todos los activos depreciables se depreciarán de acuerdo con el 
sistema lineal en el número de años que elija el contratista. La tasa de 
depreciación depende del tipo de bien adquirido y podrá ser normal o 
acelerada. 

16. Factor agotamiento 

No está contemplado en la legislación. 

17. Regalías y otros impuestos 

No se pagan regalías. El contratista tiene derecho a recuperar el IVA. 
No se paga impuesto por las exportaciones de petróleo. 
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18. Impuestos de importación 

Se pagan los impuestos de importación conforme al régimen 
aduanero vigente. Se permite la recuperación del IVA de los bienes 
importados. El Presidente de la República puede exonerar al contratista de 
los impuestos de importación, lo cual se negocia caso por caso en cada 
contrato. 

19. Régimen tributario 

El contratista puede estar afecto a un impuesto calculado 
directamente sobre el monto de la retribución, o bien puede aplicársele el 
régimen tributario de la ley de renta vigente a la fecha de la escritura pública 
en que conste el contrato, según lo determine el Presidente de la República. 
Éste puede disponer asimismo rebajas del impuesto a la renta, equivalentes 
a 10%, 20%, 30%, 40%, 50%, 60%, 70%, 80%, 90% ó 100%, cuando así lo 
aconsejen las dificultades que ofrezca la zona de exploración o explotación 
a que se refiere el contrato. 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

Existe garantía de estabilidad tributaria. 

21. Fiscalización y control del contrato 

La ejecución de los contratos de operación y de los contratos 
especiales de operación será supervisada por un comité de coordinación 
formado por igual número de representantes (no más de tres) de cada una 
de las partes. Este comité sólo tendrá autoridad para realizar las 
actividades que se le asignen en el contrato. En el caso de los contratos 
especiales de operación, se constituirá además un comité de operaciones, 
que tendrá a su cargo la supervisión de la operación conjunta. El comité 
estará constituido por un representante titular y dos suplentes de cada una 
de las partes. 

22. Posibilidad de cesión 

Sí existe, previa autorización del Ministerio de Minería. 

23. Explotación de campos tmificados 

No está contemplada en la legislación. 
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24. Arbitraje internacional 

No está contemplado en la legislación. Todas las relaciones entre las 
partes quedarán sujetas a la ley chilena. 

25. Preservación del medio ambiente 

El Decreto Ley 1.089 de 1975 no contiene disposiciones específicas al 
respecto. En los decretos supremos que fijan las condiciones y requisitos 
específicos de cada contrato se establece que el contratista deberá cumplir 
las leyes chilenas en lo que se refiere a la preservación del medio ambiente 
y de la flora y fauna silvestres. 

26. Contratos para explotar campos marginales 

No hay legislación específica. 
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VI. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN COLOMBIA 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

La legislación colombiana sobre contratos de asociación petrolera puede 
ser considerada como la más estable de la región. Las primeras bases para 
el contrato de asociación en Colombia se dieron con la promulgación de la 
Ley 20 de 1969, que en su artículo 12 establecía que la Empresa Colombiana 
de Petróleos (ECOPETROL) podía llevar a cabo actividades de exploración 
y explotación por propia cuenta o en asociación con capitales públicos o 
privados, nacionales o extranjeros. 

Este contrato de asociación fue ratificado por el Decreto 2.310 de 1974, 
que establecía que la exploración y la explotación de hidrocarburos debían 
llevarse a cabo directamente por ECOPETROL o mediante contratos de 
asociación o de cualquier naturaleza, distintos de los de concesión, entre 
esta empresa y compañías nacionales o extranjeras. 

En la fase exploratoria, la modalidad de contrato de asociación es 
asimilable a un contrato de riesgo, y asimilable también a un contrato de 
operación conjunta (entre ECOPETROL y la compañía asociada) en la fase 
de desarrollo, con regalías totales de 20% para la nación. Iniciataiente, el 
contrato de asociación contemplaba la participación igualitaria en la 
producción de ECOPETROL y de la empresa asociada. 

En 1989 y 1995 se introdujeron modificaciones en el contrato de 
asociación y en su entorno fiscal; y en 1994 y 1995 se realizaron cambios 
encaminados a incentivar la inversión privada nacional y extranjera. Estas 
modificaciones no tienen efecto reiterativo, de modo que sólo afectan a los 
contratos de asociación firmados después de esas fechas. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSHCAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad del contrato 

Contrato de asociación entre ECOPETROL y la empresa nacional o 
extranjera. 
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2. Entidad nacional negociadora del contrato 

ECOPETROL. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

El contrato de asociación colombiano tenía hasta 1993 un formato 
estándar, aplicable a las diferentes áreas prospectivas del país. Usualmente, 
ECOPETROL otorgaba los contratos de asociación bajo la modalidad de 
contratación directa; sin embargo, como estrategia complementaria, eso se 
modificó en 1993, estableciéndose la convocatoria a licitación internacional 
para la adjudicación de las áreas petroleras. La primera licitación 
internacional se inició el 11 de julio de 1994. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 
Debe ser aprobado por la junta directiva de ECOPETROL y por el 

Ministro de Minas y Energía, quien es además presidente del directorio de 
ECOPETROL. De acuerdo con el Decreto 2.119 del 29 de diciembre de 1992, 
el Ministerio de Minas y Energía aprueba los contratos que celebra 
ECOPETROL. 

5. Extensión del área 
No se fija en la ley; es variable. 

6. Duración del contrato 
La duración total es de 28 años, con 6 aftos para el período de 

exploración y 22 años para el período de explotación. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 
En cada contrato, ECOPETROL y la compañía privada definen en 

conjunto, según las condiciones del área, los trabajos de exploración que se 
deben realizar. Generalmente, para los tres primeros aftos del contrato de 
asociación se acuerdan trabajos de prospección sísmica y de perforación 
exploratoria, trabajos que la empresa asociada debe realizar de año en año. 
Si la empresa asociada desea continuar, deberá perforar como mínimo un 
pozo exploratorio cada año durante los tres años restantes del período de 
exploración. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 
Si ECOPETROL declara la existencia de un campo comercial, 

participará en su explotación. Conforme a los contratos de asociación 
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celebrados con anterioridad a 1994, ECOPETROL reembolsaba a la 
compañía asociada 50% de los costos de perforación y terminación de los 
pozos que hubieren resultado comercialmente explotables. No se 
reembolsaban los costos de los pozos exploratorios no comerciales y secos. 
La empresa asociada manejaba los campos durante el tiempo de duración 
del contrato de asociación, para lo cual debía presentar un programa de 
actividades y un presupuesto referidos a cada año de explotación del 
campo. 

Modificaciones del contrato de asociación. En mayo de 1994 se 
introdujo una modificación sustancial en el método empleado para definir 
la distribución de la producción de hidrocarburos. Fue así como se 
implantó el denominado factor R, el cual considera la rentabilidad propia 
de cada contrato y se define como la relación entre los ingresos y los 
egresos acumulados de la empresa asociada durante el desarrollo del 
convenio. 

Incentivos contenidos en la licitación internacional de 1994. Junto con 
implantarse el factor R como método para la distribución de la producción 
y el reembolso dé los pozos productores, ECOPETROL ofreció la 
posibilidad de reembolsar, a las compañías que participaron en la primera 
licitación internacional, el 50% de los costos directos de perforación de los 
pozos exploratorios secos que hubiesen sido perforados antes de descubrir 
un campo comercialmente explotable. 

Modificaciones del contrato de asociación. En los contratos de 
asociación celebrados a partir de marzo de 1995, se incluyó el reembolso 
por parte de ECOPETROL del 50% de los costos directos de los trabajos 
exploratorios (sísmica y perforación exploratoria) llevados a cabo antes del 
descubrimiento de cada campo comercial. Ese reembolso se realizará con 
el 50% de la producción que le corresponde a ECOPETROL del campo 
comercial descubierto. 

Además, se incluyó el reconocimiento por parte de ECOPETROL de 
los costos en que hubiese incurrido la empresa asociada, costos que se 
calcularían en moneda nacional a la tasa de cambio vigente en la fecha en 
que fueron efectuados los desembolsos por la empresa asociada, y no en la 
fecha en la cual ECOPETROL reconocía la comercialidad del campo, como 
inicialmente estaba estipulado. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Al finalizar el período de exploración, la compañía asociada debe 
devolver 50% del área original. Dos años después, devolverá 25% del área 
original. Dos años más tarde, el área se reducirá al campo o los campos 
comerciales, más vina zona de cinco kilómetros de diámetro alrededor de 
cada campo. 
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10. Propiedad del petróleo 

Deducido el porcentaje correspondiente a la regalía, que equivale a 
20% de la producción total de cada campo, el resto del petróleo se dividirá 
entre las partes (véase el punto 12). Cada parte será dueña del petróleo que 
le corresponda. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

En caso de requerirse, la ley establece que las compañías asociadas 
deberán vender a ECOPETROL la cantidad de crudo suficiente para 
abastecer el mercado interno, crudo que se pagará al precio internacional 
de crudos semejantes. 

12. Retribución del contratista 

En los contratos de asociación suscritos antes de 1990, la retribución 
de la empresa asociada ascendía a 50% de la producción de cada campo 
comercial, después de deducido el porcentaje correspondiente a la regalía 
(20% de la producción total del campo). 

Contratos de asociación celebrados entre 1990 y 1993. En los contratos 
de asociación suscritos durante este período, se establece una distribución 
escalonada de la producción (después de deducida la regalía), de acuerdo 
con el siguiente esquema, en el cual se expresa en millones de barriles la 
producción acumulada del área contratada. Como se advierte en el 
esquema, la participación de la empresa asociada es inversamente 
proporcional al volumen de producción acumulada. 

Producción acumulada ECOPETROL Empresa asociada 
(millones de barriles) (porcentajes) (porcentaje) 

De 0 a 60 50 50 
De más de 60 a 90 55 45 
De más de 90 a 120 60 40 
De más de 120 a 150 65 35 
De más de 150 70 30 

13. Disponibilidad de divisas 

Procedimientos de 1987. La empresa asociada, en caso de 
descubrimiento comercial, deberá registrar los dólares que requiere para el 
cumplimiento de sus obligaciones (Decreto 1.265 de 1987). 
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En lo que concierne al petróleo que el contratista recibe como 
retribución, existen dos opciones: i) cuando es exportado, el contratista 
deberá vender al Banco de la República 25% de los ingresos provenientes 
de la exportación (Decreto 0196 de 1986), y ii) cuando se vende para el 
consumo interno, ECOPETROL lo compra a un precio que resulta del 
promedio de los precios fob de tres crudos acordados previamente con 
la empresa asociada. Se establece que 25% de ese precio se pagará en 
moneda colombiana (Resolución 060 de 1987, Ministerio de Minas y 
Energía). 

Modificaciones de 1994. De acuerdo con ima circular reglamentaria 
del 29 de marzo de 1994, el sector de hidrocarburos y el sector minero están 
sujetos a un régimen especial en lo concerniente a la canalización de las 
divisas en el mercado colombiano. 

Según la resolución 21/93 de la Junta del Banco de la República, y 
según la resolución 51/91 del Consejo Nacional de Política Económica y 
Social (CONPES), las empresas que realicen actividades de exploración y 
explotación de petróleo y gas natural no están obligadas a reintegrar al 
mercado colombiano las divisas provenientes de sus rentas; pero no podrán 
adquirir divisas en el mercado cambiarlo colombiano para efectuar giros al 
exterior por concepto alguno. 

Según la mencionada resolución del CONPES y la Ley 9/91 en su 
artículo 37, todas las inversiones, capitalizaciones, reinversiones, 
remesas y reembolso de capitales deberán registrarse en el Banco de la 
República. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración y explota-
ción, y factor agotamiento 

La deducción por depreciación y amortización se aplica según lo 
estipulado en el Estatuto Tributario, Decreto 624 de 1989, en el cual se 
establece que la depreciación de los activos fijos tangibles puede realizarse 
por el sistema de línea recta, por el de reducción de saldos o por otro sistema 
de reconocido valor técnico, autorizado por el subdirector de fiscalización 
de la Dirección General de Impuestos Nacionales. Sólo podrá aplicarse uno 
de los métodos mencionados en el párrafo anterior. 

En cuanto a la vida útil, los activos depreciables se clasifican en 
imnuebles (incluidos oleoductos), con una vida útil de 20 años; maquinaria, 
equipo y bienes muebles, con una vida útil de 10 años, y vehículos y 
computadoras, con una vida útil de 5 años. 

Si los tumos de trabajo establecidos exceden de los normales, se puede 
aumentar la alícuota de la depreciación en un 25% por cada tumo adicional 
que se haya trabajado y que sea demostrado ante la autoridad. 
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En los artículos 142 a 144 del Decreto 624 se establece que la 
amortización de los activos intangibles se realiza en un mínimo de cinco 
años (en el actual proyecto de reforma tributaria se contempla imponer para 
el sector hidrocaiijuros el método de unidades de operación como el único 
método aceptable de amortización). 

Los artículos 160 a 166, referidos a los métodos de deducción 
(vigentes al 28 de octubre de 1994) para las exploraciones y explotaciones, 
determinan que las inversiones de exploración tendrán una deducción de 
10% y que se aplicará el método de agotamiento para las explotaciones. 

15. Regalías y otros impuestos 

El operador entregará a ECOPETROL como regalía 20% de la 
producción bruta de hidrocarburos líquidos extraídos del área del contrato. 
Del porcentaje de producción correspondiente a la regalía, ECOPETROL 
pagará a la nación, los departamentos y municipios, en la forma que 
determine la ley, las regalías correspondientes al total de la producción del 
campo comercial. 

16. Impuestos de importación 

Están sujetos al régimen arancelario común, excepto para las 
actividades de exploración con taladro. ECOPETROL está exenta de todo 
impuesto a las importaciones concernientes a la actividad petrolera. 

17. Régimen tributario 

La compañía asociada está sujeta al régimen tributario común. Deberá 
pagar los impuestos a la renta, al patrimonio y los impuestos 
complementarios. No existe garantía de estabilidad tributaria. 

De acuerdo con el régimen tributario vigente en 1987, el impuesto a 
la renta era de 30%. El impuesto a las remesas era de 30% y se calculaba 
después de deducido el impuesto a la renta, con lo cual la base para el 
cálculo era el 70% de la utilidad antes de deducir el impuesto a la renta. 
Esto significa que el impuesto efectivo máximo era de 51% (30% más 21%). 
El impuesto disminuía si la compañía reinvertía parte de las utilidades. 

Por otra parte, la empresa asociada podía deducir del ingreso bruto 
los gastos financieros correspondientes a préstamos extemos, siempre que 
no correspondieran a la casa matriz. En la legislación\se establece que esas 
deducciones debían ir decreciendo a lo largo del tieiripo, hasta eliminarse 
del todo en 1995. 
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Modificaciones de 1992. La Ley 6® de 1992 introdujo una disminución 
del impuesto a las remesas para la industria petrolera, estableciéndolas en 
15% para los años 1993,1994 y 1995, y en 12% a partir de 1996. 

El impuesto a la renta no se modificó, quedando en 30%. Se incluyó 
una contribución especial para los años gravables de 1993 a 1997 inclusive, 
equivalente a 25% del impuesto a la renta y deducible de los ingresos 
gravables del año siguiente. De esa manera, el impuesto efectivo máximo 
bajó de 51% a 45.16% (30% más 5.5% más 9.66%) y se preveía que exi 1996 
disminuiría a 43.24% (30% más 5.5% más 7.74%). 

18. Garantía de estabilidad tributaria 

No existe. El régimen tributario se modificó en 1992 (Ley 6®). En abril 
de 1995, el Poder Ejecutivo envió al Congreso un proyecto de ley que 
contiene modificaciones del régimen tributario de las compañías 
extranjeras. 

Recuadro 8 

COLOMBIA: EL FACTOR R A PARTIR DE 1994 

F1 factor R permite relacionar la 
rentabilidad de lo.s campos con la 
distribución de su producción entre 
ECOPETROL y la empresa asodada. Esta 
disposición rige para todos los contratos 
que &e suscriban a partir de 1994. 

El factor R &e obtiene dix-idiendo los 
ingresos acumulados de la empresa 
a<iociada por las inversiones acumuladas 
más los costos acumulados por ella. 

Si el factor R es menor que uno y la 
producción acumulada del área 
contratada es inferior a 60 000 OOÜ de 
barriles, la compañía asodada tomará el 
50% de la producción después del pago 
de las regálías.Superadús los 60000000de 

bañiles de producdón acumulada, en 
el rango que va de un R igual a 1 hasta 
con R igual a 2, el porcentaje de 
producdón para b asodada es igual a 
50/R. Finalmente, cuando R es mayor 
que 2, la asociada redbe el 251!.. 

El factor R se va incrementando (por lo 
tanto, el porcentaje de retñbudón de la 
asodada va disnúnuyendo) a medida 
que la compañía asociada recupera las 
inversiones y costos con los ingresos 
originados por su patticipadón en la 
prcxlucdón. Vale la pena resaltar que el 
predo intemadonal del petróleo indde 
fuertemente en el factor R, pues es 
determinante para los ingresos de la 
asodada. 

Fuente: CEP AL, sobre la base de la inveshgadón. 
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19. Fiscalización y control del contrato 

Cada parte nombra un representante, que en conjunto forman el 
comité ejecutivo. El comité tiene a su cargo la revisión del programa de 
exploración y explotación, así como la aprobación del programa anual de 
operaciones y del presupuesto. 

20. Posibilidad de cesión 

Sí existe, previa aprobación por escrito de ECOPETROL. 

21. Explotación de campos tmificados 
Cuando un yacimiento económicamente explotable se extienda en 

forma continua hacia otras áreas, el asociado deberá poner en práctica, de 
acuerdo con ECOPETROL y con los demás interesados, previa aprobación 
del Ministerio de Minas y Energía, un plan de explotación unitario, el cual 
deberá ajustarse a las técnicas de ingeniería de explotación de petróleo. 

22. Arbitraje internacional 

No se contempla. 

23. Preservación del medio ambiente 
Contratos de 1987: rigen aquí las disposiciones generales del Instituto 

Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente 
(INDERENA). 

Decreto 2.782 de 1989. La empresa asociada debe cumplir con lo 
dispuesto por el código nacional de recursos naturales renovables y de 
protección del medio ambiente y demás disposiciones legales sobre la 
materia. Para tal fin, la empresa se obliga a ejecutar un plan permanente de 
carácter preventivo, con el objeto de garantizar la conservación y 
restauración de los recursos naturales dentro de las zonas en que se realicen 
los trabajos de exploración, explotación y transporte a que se refiere el 
contrato. i 

Modificaciones de 1994 
1 

En 1991, la nueva Constitución Política de Colombia estableció el 
derecho a un ambiente sano y la necesidad de un manejo responsable del 
entorno. 

En 1993, al crearse el Ministerio del Medio Ambiente y los Recursos 
Naturales, fueron ratificados los conceptos de desarrollo sustentable y de 
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responsabilidad ambiental. Este ministerio creó ima unidad de gestión 
ambiental para atender las actividades relacionadas con la industria del 
petróleo y, asimismo, introdujo el concepto de licencia ambiental única, 
todo lo cual contribuirá a agilizar la gestión de solicitud y otorgamiento de 
licencias ambientales. 

En 1993, ECOPETROL creó la Corporación Ambiental Corporativa, 
para llevar a cabo el manejo corporativo y señalar las políticas de 
ECOPETROL y el sector petrolero en general. Además, ECOPETROL se 
concertó con el Ministerio de Salud y el INDERENA para reglamentar el 
contenido de los estudios ambientales en lo referente a sísmica, perforación 
y producción, así como para reglamentar el cumplimiento de las normas 
vigentes. 

24. Contratos para explotar campos margínales 

En 1996 ECOPETPROL estudiaba la posibilidad de contratar la 
explotación de estas áreas. 

C. COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

Las modificaciones más importantes fueron las introducidas en 1989, 
1992, 1994 y 1995. 

i) En 1989 se modificaron los contratos de asociación en lo 
concerniente a los porcentajes de distribución del petróleo entre 
ECOPETROL y la compañía asociada, modificación que concedió mayor 
participación a ECOPETROL. Asimismo, se dictaron disposiciones para la 
protección del medio ambiente. 

ii) En 1992, con la Ley se introdujo un impuesto de contribución 
petrolera (también llamado impuesto de guerra pues está destinado a 
financiar el combate contra los grupos guerrilleros), que asciende a cerca 
de im dólar por cada barril de petróleo producido durante los primeros seis 
ciños de explotación de cada campo petrolero. Este impuesto rige para los 
contratos existentes así como para todos aquellos que se firmen después de 
esa fecha. 

iii) En 1994 se dio paso a la promoción internacional de las áreas dé 
explotación mediante la primera licitación internacional, y se introdujeron 
las siguientes modificaciones al contrato de asociación: 

Se modificó la distribución de la producción (sobre la base de factores 
económicos) y se incentivó la explotación de campos pequeños mediante 
la introducción del factor R. 

Se modificó la disposición por medio de la cual ECOPETROL no 
reembolsaba los pozos exploratorios secos. La primera licitación 
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internacional ofrecía como incentivo la posibilidad de reembolsar el 50% 
del costo de los pozos, en caso de descubrimiento comercial, a todas 
aquellas empresas que, habiendo participado en la licitación de 1994, 
hubieran suscrito el contrato pertinente. 

Se dispuso la creación de una nueva unidad ambiental especial. 
Las modificaciones de 1994, según expresó ese año el Presidente de 

Colombia, César Gaviria, tenían por objetivo incentivar la exploración y el 
descubrimiento de nuevos yacimientos. Los nuevos contratos de 
asociación, a diferencia de los preexistentes, incorporaron consideraciones 
sobre el tamaño de las inversiones realizadas, los costos de desarrollo de 
los campos y los precios del petróleo. Gracias a eso, la renta que se deriva 
de los grandes pozos será captada por el Estado en forma más progresiva, 
y se incentivará la rentabilidad de los campos pequeños. Esta modificación 
conduce a una distribución más equilibrada, entre el país y la compañía 
asociada, de los beneficios económicos de la explotación de hidrocarburos. 

iv) En los primeros meses de 1995 se introdujeron dos nuevos cambios 
al modelo de contrato de asociación: 

Se dispuso el reembolso por parte de ECOPETROL del 50% de los 
costos directos de los trabajos de exploración (prospección sísmica y 
perforación exploratoria) anteriores al descubrimiento de cada campo 
comercial. 

Los gastos en que incurra la empresa asociada en la fase exploratoria 
serán reembolsados en moneda nacional, conforme al tipo de cambio 
vigente en el momento de efectuada la inversión. Anteriormente, el tipo de 
cambio considerado era el vigente en el momento de declararse la 
comercialidad del yacimiento. 

Con respecto al entorno fiscal, se propone eliminar el impuesto de 
contribución petrolera (impuesto de guerra). Para hacer efectiva esta 
modificación, el Gobierno de Colombia deberá presentar un proyecto de 
ley ante el Congreso de la República. 
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VIL RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN ECUADOR 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

La legislación ecuatoriana de exploración petrolera ha pasado por 
diferentes etapas en los últimos 35 años. La primera etapa se inició en 
octubre de 1971, con la promulgación de la ley de hidrocarburos mediante 
el Decreto Supremo 1.459. En esta ley se establece que los hidrocarburos, 
cualquiera que sea el estado físico en que se encuentren, son patrimonio del 
Estado. Igualmente, se afirma que el Estado explotará los yacimientos de 
hidrocarburos por intermedio de la Corporación Estatal Petrolera 
Ecuatoriana (CEPE), que desde 1989 pasó a llamarse PETROECUADOR. 
Esta compañía podrá realizar tales fimciones ya sea por su cuenta, ya sea 
celebrando contratos de asociación o de prestación de servicios con 
empresas nacionales o extranjeras, o constituyendo compañías mixtas. 

Puede considerarse que la segunda etapa comenzó en noviembre de 
1978, cuando se promulgó la codificación de la Ley de Hidrocarburos 
mediante el Decreto 2.967. En el artículo 2 de este decreto se suprime la 
figura jurídica de los contratos de prestación de servicios y se introduce la 
modalidad de contrato de operaciones hidrocarburíferas. 

La tercera etapa comenzó con la promulgación de la Ley 101 (13 de 
agosto de 1982), durante el período del Presidente Jaime Roldós. Esta ley 
sustituye la modalidad de contrato de operaciones hidrocarburíferas por la 
de prestación de servicios para la exploración y la explotación de 
hidrocarburos. Al mismo tiempo se publicó una ley tributaria específica 
para estos contratos. También cabe destacar que se introdujo la modalidad 
de licitación internacional, figura antes ausente de la legislación 
ecuatoriana. 

Aunque posteriormente se han introducido otras modificaciones en 
la legislación petrolera de exploración, éstas no han implicado grandes 
variaciones con respecto a la Ley 101 de 1982. 

En lo que concierne a los contratos de prestación de servicios, cabe 
señalar que la empresa contratista debe asumir todos los riesgos implícitos 
en la fase de exploración. La empresa contratista es una operadora de la 
CEPE, lo que significa que todas las decisiones relativas a los trabajos, a los 
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planes y presupuestos, al voltimen de producción y al destino de ésta, son 
de incumbencia exclusiva de la empresa estatal. El contrato es administrado 
por un comité ad hoc, formado por dos delegados de la CEPE y dos 
delegados de la empresa contratista. 

En noviembre de 1993, el gobierno del presidente sixto durán ballén 
promulgó las leyes 44 y 49, reformatorias de la ley de hidrocarburos, 
asimismo, en enero de 1994 se promulgaron una serie de decretos para 
poner a punto diversos aspectos relacionados con la contratación 
petrolera, según el gobiemo de ecuador, estos cambios en la legislación 
petrolera obedecían a la necesidad de intensificar la búsqueda de nuevas 
reservas hidrocarburíferas, lo que suponía una mayor inversión para; la 
exploración y explotación, asimismo, en la ley 44 se planteaba la necesidad 
de ampliar el sistema de oleoductos, a fin de transportar la nueva 
producción de petróleo. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad del contrato 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Es un contrato de 
prestación de servicios pai'a la exploración y explotación de hidrocarburos. 
La empresa contratista recibirá un pago por sus servicios de acuerdo con 
ima tasa previamente establecida. 

Ley 44 de 1994. Se introduce la modalidad de contratos de 
participación en la producción, en los cuales los contratistas tienen 
derecho a recibir un pago en petróleo, de acuerdo con un porcentaje 
determinado previamente. Esta nueva modalidad coexiste con los 
contratos de prestación de servicios. Si el gobiemo lo exige, el contratista 
está obligado a entregar crudo para satisfacer las necesidades del mercado 
interno. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La responsabilidad recayó 
primero en la CEPE y, después, en PETROECUADOR. 

Ley 44 de noviembre de 1993. PETROECUADOR. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Licitación internacional 
convocada por el Comité Especial de Licitación. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. Licitación internacional. 
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4. Entidad nacional que aprueba el contrato 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. El Comité Especial de 

Lidtación emite una resolución por medio de la cual autoriza la suscripción 
del contrato con la empresa ganadora de la licitación de acuerdo a lo 
establecido en el Decreto Especial 1.779. Debe haber informes previos del 
Procurador General del Estado y del Comando Conjimto de la Fuerza Armada. 

Decreto 1.415 de enero de 1994. El Comité Especial de Licitación. Debe 
haber informes previos del Procurador General del Estado y del Comando 
Conjxmto de la Fuerza Armada. 

5. Extensión del área 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Hasta 200 000 hectáreas en 

la superficie terrestre y hasta 400 000 hectáreas en la superficie marina. 
Decreto 1.416 de enero de 1994. Se amplía a un máximo de 

400 000 hectáreas en la superficie terrestre. 

6. Duración del contrato 
a) Etapa de exploración 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Son cuatro años, 
prorrogables por dos años. Dentro de ese período se incluye la etapa de 
evaluación, que comprenderá la perforación de los pozos de avanzada que, 
de acuerdo con las prácticas petroleras internacionales, sean necesarios 
para determinar las dimensiones, características y comercialidad de los 
hidrocarburos. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. El período de exploración durará 
cuatro años, prorrogable por dos años. Dentro de este período, la empresa 
contratista realizará los trabajos de evaluación, entre los cuales está, si es 
necesario, la perforación de pozos de delimitación de campos para 
determinar los yacimientos o campos, sus características y el volumen de 
las reservas de hidrocarburos. 

b) Etapa de explotación 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La duración de esta etapa 

es de 20 años, prorrogables de acuerdo con los intereses del Estado. 
Decreto 1.416 de enero de 1994. No hay modificaciones. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Se exige im programa 
exploratorio. Si se detectan trampas estratigráficas y estructurales, se 
deberá perforar por lo menos un pozo exploratorio por cada 100 000 
hectáreas o fracción superior a 50 000 hectáreas. Para las áreas contratadas 
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. de 50 000 hectáreas o menos, el contratista tendrá la obligación de perforar 
por lo menos un pozo exploratorio. Se debe otorgar una garantía al Estado, 
equivalente a 20% de las inversiones comprometidas en el período de 
exploración. 

Ley 44 y Decreto 1.416 de enero de 1994. En la medida en que estos 
instrumentos modifican la Ley de Hidrocarburos y no se especifican 
cambios en las condiciones de exploración, cabe suponer que siguen 
vigentes las condiciones de la Ley de hidrocarburos de 1982. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. El contratista deberá 

presentar un programa de explotación y entregar vma garantía equivalente 
a 20% de las inversiones comprometidas para los tres primeros años. 

Ley 44 y Decreto 1.416 de enero de 1994. En la medida en que estos 
instrumentos modifican la Ley de Hidrocarburos y no se especifican 
cambios en las condiciones de explotación, cabe suponer que siguen 
vigentes las condiciones de la Ley de Hidrocarburos de 1982. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. El contratista debe 

devolver 60% del área al término del período exploratorio. Si el área total 
de exploración fuera inferior a 50 000 hectáreas, devolverá el 50%. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. No se establece un porcentaje de 
devolución. En sus planes de desarrollo, el contratista determina las áreas 
con yacimientos de hidrocarburos comercialmente explotables que 
retendrá durante el período de explotación. Puede retener además otras 
áreas, para realizar nuevas actividades exploratorias, dentro de los tres 
primeros años del período de explotación. 

10. Propiedad del petróleo 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Todo el petróleo es de 
propiedad del Estado, por intermedio de la CEPE y, después, de 
PETROECUADOR. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. El contratista, una vez entregada la 
parte de la producción perteneciente al Estado, dispondrá libremente de 
los hidrocarburos que le correspondan. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 
Si el Ministro de Energía y Minas, en aplicación del artículo 33 de la 

Ley de Hidrocarburos, exigiere al contratista el suministro de una parte del 
crudo que le corresponde según el contrato para abastecer las plantas 
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refinadoras y las plantas petroquímicas del país, éste tendrá la obligación 
de venderlo. El precio de venta será el precio de referencia. 

12. Disponibilidad de divisas 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Se otorga tal franquicia al 

contratista, pero sin garantía formal. 
Decreto 1.416 de enero de 1994. La Ley de Régimen Monetario 

establece que el contratista tendrá derecho a disponer libremente de las 
divisas generadas por sus exportaciones de hidrocarburos, así como a 
convertir en divisas la moneda nacional obtenida por sus actividades en el 
país. Asimismo, podrá mantener, controlar y manejar cuentas bancarias en 
cualquier moneda, tanto en el país como en el exterior, tener el control y 
libre uso de tales cuentas, y disponer libremente en el exterior de tales 
fondos sin restricción alguna. El contratista tiene también derecho a 
manejar libremente, distribuir, remesar o retener en el exterior, sin 
restricción alguna, sus utilidades netas anuales después de todas las 
deducciones legales y tributarias. 

13. Depreciación y amortización de gastos de exploración 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La amortización se 

realizará en cuotas iguales durante los primeros cinco años de producción. 
Decreto 1.418 de enero de 1994. No hay modificaciones. 

14. Depreciación y amortización de gastos de desarrollo y producción 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La depreciación y 
amortización se verificarán en los 10 primeros años de la fase de producción. 

Decreto 1.418 de enero de 1994. La depreciación se efectuará 
anualmente por el método de la unidad de producción, de acuerdo con una 
fórmula que toma en cuenta la inversión, las reservas y la producción. 

15. Factor agotamiento 
No está contemplado. 

16. Regalías y otros impuestos 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. El contratista no paga 

regalías. El Estado cobra regalías por el total de petróleo producido; pero 
esta regalía no la paga el contratista sino PETROECUADOR. La regalía es 
de 12.5% hasta 30 000 barriles al día; de 14% si la producción es de más de 
30 000 e inferior a 60 000 barriles, y subirá por lo menos a 18.5% cuando la 
producción sea de más de 60 000 barriles. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. No hay modificaciones. 
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Rwuadro 9 

ECUADOR: RETRIBUCIÓN DEL CONTRATISTA Y FACTOR R 

Ld r e t r i b u c i ó n d e l c o n t r a t i s t a s e 
de türmina en cada cd»o, de acuerdo con el 
tactor R, según los término^ a d o p t a d o s en 
1982. La retr ibución p u e d e ier en e'ipecie 
o en efectivo (en dóldres). En el m o m e n t o 
d e prehcntarbe a licitación, iob con t ra -
t istas, e n sobre cer rado, hacen o f e r t a s 
s o b r e !.u p a r t i c i p a c i ó n ( fac tor R). Se 
e s t a b l e c e q u e la p a r t i c i p a c i ó n d e l 
contrat is ta será: 

KlQl •R2(Q2) ^R3(^3) < lMl«4>+RS<Q5>.i R«Q(.) 
R= 

d o n d e 
Q 1 = p r o d u c c i ó n p r o m e d i o a n u a l has t a 
10 000 barr i les al d í a 
Q 2 = inc remento d e la producción anua l 
en t re 10000 y 30 000 barriles 
Q 3 = incremento de la p r o d u c d o n anua l 
enhre 30 000 y 60 ÜOO barriles 
Q 4 = inc remento d e la producción a n u a l 
en t re 60 ütX) y 70IK» barriles 
Q 5 = inc remento d e la producción anua l 
en t re 70 OÜO y 100 000 barriles 
Q 6 = incremento d e la producción anua l 
super ior a 100 000 barriles 

Factor R 
Rl=0.348, R2=0.310, R3=0.290, R4=0.280, 
R5=0.240,R6=0.239 

C o m o p u e d e apreciarse, el m á x i m o d e 
par t ic ipación d e l contratista e s d e 34.8%, 

p a r a una p roducc ión d e hasta 10 000 
barriles al día. En caso d e mcrementarse 
la p r o d u c c i ó n , la p a r t i c i p a c i ó n d e l 
contratista va d isminuyendo.* 

Kn enero d e 1994 se p r o m u l g ó el Decreto 
1.41ft, q u e establece q u e la retribución del 
con t ra t i s t a se de te rmina en cada caso 
s e g ú n el f ac to r PC (par t ic ipación de l 
cont ra t i s ta ) . La r e t r ibuc ión p o d r á ser 
p a g a d a e n e s p e c i e o e n e fec t ivo (en 
dólares). 

En el m o m e n t o d e presentarse a licitación, 
tos conhratistas, en sobre cerrado, hacen 
ofer tas sobre su pa r t í c ipadón <PC). La 
metodología de esta oferta, de te rminada 
por el Decreto 1.416 (artículo 15) implica 
tener en cuenta la producción de petróleo, 
asi como la calidad del c r u d o 

P a r a el c a s o d e p e t r ó l e o c r u d o , ia 
par t ic ipación de l Es tado n o pod rá ser 
inferior a 123% cuando la p i o d u o d ó n d e 
c r u d o n o l legue a 30 000 barriles diarios. 
La participación se elevará a u n mín imo 
d e 14% c u a n d o la p roducc ión diar ia se 
encuent re en t re 30 CXW y 60 000 barñles . Y 
n o s e r á i n f e r i o r a 18 .5% c u a n d o la 
p r o d u c c i ó n supe re los 60 000 barr i les 
diarios. 

C o m o se aprecia, hay u n a d i s i t w u d ó n 
sensible d e la p a r t i d p a d ó n de l Estado. 

Fuen te : CEPAL, sobre la base d e Id investigación. 
* S e g ú n la CEPE, en la reg ión d e la costa, e n el mar territorial, la part icipación de l 

Es tado y de l contratista está en u n a p r o p o r d ó n de l 65% y 35% respect ivamente, mient ras 
q u e e n el or iente la r e l adón es d e 85% y 15%. Esta l ü f é r enda se debe a q u e los costos d e 
p r o d i i c d ó n uni tar ios son m á s e levados e n el m a r territorial q u e en el oriente. 
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17. Impuestos de importación 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La importación de bienes 
vinculados a la actividad petrolera está exenta de impuestos. La 
liberalización la otorga el Ministerio de Finanzas y Crédito Público, previo 
informe favorable del Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. La importación de los bienes 
liberados de derechos se efectuará de acuerdo con la Ley de Hidrocarburos 
y la Ley Orgánica de Aduanas (artículo 27.4). Según la Ley de 
Hidrocarburos, están liberados hasta en 100% casi todos los bienes que 
importa el contratista durante todo el período de exploración y los 
primeros 10 años del período de explotación. Esta liberación la hace 
efectiva el Ministerio de Finanzas y Crédito Público, previo informe 
favorable de PETROECUADOR (artículo 87). 

18. Régimen tribsitario 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Los contratistas están 
sujetos al régimen tributario común. Se estima que deben pagar alrededor 
de 50% del ingreso bruto obtenido. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. El contratista pagará el impuesto a la 
renta de conformidad con las normas previstas en el título primero de la 
Ley de Régimen Tributario Interno (artículo 24). Para efectos del pago del 
impuesto a la renta, la tasa tributaria consolidada equivaldrá a 36.25% de 
la base imponible inicial (artículo 24.1). Esta última se calcula de la siguiente 
manera: se restan del ingreso bruto del contratista los costos y gastos en 
que ha incurrido. A ese resultado se le aplica el 15% de participación laboral. 
Finalmente, a este último valor neto de la base imponible se aplica el 25% 
de impuesto a la renta. La tasa tributaria consolidada asciende, por tanto, 
al monto antes mencionado (36.25%). 

19. Garantía de estabilidad tributaria 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Sólo se asegura estabilidad 
tributaria si los nuevos impuestos son de aplicación específica. En ese caso, 
en la fórmula de cálculo de la tasa por los servicios se incluirá un factor de 
corrección a favor del contratista. Si la modificación tributaria se realiza 
bajo los principios de igualdad y generalidad, de tal manera que afecte a 
todos los contribuyentes del país, no habrá lugar a revisión algima. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. Sólo se asegura estabilidad tributaria 
cuando hay una modificación específica relacionada con el contrato. Los 
porcentajes de participación de las partes en la producción del área del 
contrato serán ajustados cuando el sistema tributario aplicable al contrato 
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haya sido modificado, ajuste que se hará con el fin de restablecer las 
condiciones en que operaba el contrato hasta antes de la modificación 
tributaria. 

20. Fiscalización y control del contrato 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Tales funciones 
corresponden a la Dirección Nacional de Hidrocarburos. 

Decreto 1.416 de enero de 1994. El control lo ejerce el Ministerio de 
Energía y Minas, por intermedio de la Subsecretaría de Medio Ambiente y 
de la Dirección Nacional de Hidrocarburos. 

21. Posibilidad de cesión 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. Está contemplada la 
posibilidad, previa autorización del Ministerio de Recursos Naturales y 
Energéticos. Lo mismo vale para la ley 44 de 1993. 

22. Explotación de campos imificados 

Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. La explotación de 
yacimientos comunes a dos o más áreas de contrato hará obligatorio 
celebrar convenios operacionales de explotación unificada, con el objeto de 
lograr mayor eficiencia y economía en la operación. Tales convenios 
deberán ser aprobados por el ministerio del ramo. 

23. Arbitraje internacional 

Ni la Ley de Hidrocarburos reformada en 1982 ni el Decreto 1.416 
de enero de 1994 contienen disposiciones al respecto. 

24. Contratos para explotar campos marginales 
Ley de Hidrocarburos reformada en 1982. No contiene disposiciones 

al respecto. 
Ley 44 de 1993. Son contratos de exploración y explotación de campos 

marginales aquellos celebrados por el Estado por intermedio de 
PETROECUADOR, mediante los cuales se delega al contratista, con 
sujeción al numeral 1 del artículo 46 de la Constitución Política, la facultad 
de exploración y explotación adicional en los campos de producción 
marginal actualmente explotados por PETROPRODUCCION, con la 
obligación de realizar todas las inversiones requeridas para la exploración 
y explotación adicionales. Son campos marginales de baja prioridad 
operacional o económica aquellos que se encuentran lejanos a la 
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infraestructura de PETROECUAIXDR o son de baja gravedad o necesitan 
técnicas de recuperación costosas. Estos campos no podrán representar más 
de 1 % de la producción nacional y se ajustarán a los cánones internacionales 
de conservación de reservas. La adjudicación de estos contratos estará a 
cargo del Comité Especial de Licitación. 

C. COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

A fines de 1993 se promulgan en Ecuador dos nuevas leyes reformatorias 
(la Ley 44 y la Ley 49) de la Ley de Hidrocarburos de 1971, la cual, vale 
recordar, ha sido modificada en sucesivas ocasiones. Los cambios 
fundamentales que introdujeron esas leyes fueron los siguientes: 

i) Se incorpora la modalidad de contratos de participación en la 
producción, en los cuales los contratistas tienen derecho a recibir pago en 
petróleo. Anteriormente, los contratos eran de prestación de servicios. Si el 
gobierno lo exige, el contratista está obligado a entregar crudo para 
satisfacer las necesidades del mercado interno. 

ii) Se flexibilizan las condiciones contractuales de la etapa de 
exploración: se amplían los plazos de exploración y se otorga la llamada 
opción sísmica, pues no hay obligación de perforar pozos en esta fase; y se 
duplica, de 200 000 a 400 000, la cantidad de hectáreas que se pueden 
adjudicar a los contratistas en la fase de exploración. 

iii) Se atenúan las exigencias en lo relativo a la suelta de área. 
Anteriormente el contratista tenía que devolver 60% del área una vez 
terminado el período exploratorio. La nueva ley no establece un porcentaje 
de devolución: en sus planes de desarrollo, el propio contratista determina 
las áreas con yacimientos de hidrocarburos comercialmente explotables 
que retendrá durante el período de explotación. 

iv) Disminuyen los impuestos a la renta que debe pagar el contratista. 
Ahora la tasa consolidada es de 36.25%. 

v) Se otorgan amplias facilidades al contratista para el movimiento de 
moneda extranjera dentro y fuera del país. 

vi) Se hace hincapié en la necesidad de proteger el medio ambiente, 
estableciéndose la obligatoriedad de realizar estudios de impacto 
ambiental (ElA). Ahora, la Subsecretaría de Medio Ambiente también 
ejerce la fiscalización del contrato, junto con la Dirección Nacional de 
Hidrocarburos. 

vii) Se otorga a las compañías privadas extranjeras la posibilidad de 
suscribir contratos para explotar los campos marginales de 
PETROECUADOR que ya están en etapa de explotación. La producción 
resultante de estos contratos no podrá representar más de 1% de la 
producción nacional. 
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Rociuidro ID 

ECUADOR: PRESERVACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

l .a Ley d e H i d r o c a r b u r o s d e 19S2 
t-'stnbltfo qi le' t'l cv.intrdti>>ta debe prt-ser var 
d nu'tlio arnbiL-nte y nu cdu'xtr l iafm a la 
propitil . id publifri o privada. Tn oi^o d e 
fontc iminacif in , f l cont ra t i s ta d e b e r á 
efuvtuar b; . bbturL-s ile dpscontaminaaón, 
siji perjuituJ d t sus responsabi l idades 
f r e n t e a t e r c e r o s A d u m á s , d e b e r á 
m a n t e n e r u n s e g u r o q u e c u b r a las 
eventualidades de contaminación. 

Con la dictación dul l.)ecreto 1 416 d e 
uñero J e I ' m se refuerza la protección del 
modio ambÍL'nte Alli se establece que el 
contra t is ta conduci rá las opuracionL-s 
petroleras de acuerdo con las loyos v 
reglamentos de protección ambiental v los 
convenios internantmales ratificados por 
Ecuador. A tal efecto, en los contratos 
c o n s t a r á n los r e spec t ivos s e g u r o s y 
garantías que cubran los ritisgos para la 
vida y s«ilud humanas, para la flora y 
f a u n a , a s i c o m o los r i e s g o s d e 
c o n t a m i n a c i ó n y a f e c t a c i ó n do l 
e ro . s i s t ema , a s a t i s f a c c i ó n d e 

I'F.TKOECL"APOK y con sujeción a las 
disp(>sicioiies U'galts y reglamentarias 
\ igeiUes En lu los los ca-<os, el contratista 
deberá tomar las precauciones iiecosarMs, 
puL». será de su exclusiva respmsabil idad 
cualquier atectñción del medio ambiente. 

El contratista deberá elaborar un estudio 
de impacto ambiental, d e acuerdo con los 
términos de referenda formulados por el 
M i n i s t e r i o d e Km-rgía y M i n a s en 
cofírdinacion con el Instituto Ecuatoriano 
Fores ta l d e Arcas \ ' a t u r a l e s y Vida 
Silvestre 

En a g o s t o d e s e e x p i d i ó el 
r e g l a m e n t o a m b i e n t a l p a r a las 
acli \ idades liidrticarburíferas fDerreto 
2.982). K1 control y la fiscali/ación del 
cumplimienti> de este reglamento está a 
cargo de la Dirección X'acional de Medio 
Ambiente de la Subsecretaría de Mi-dio 
•Ambiente del Vlinisterio de Energía y 
Minas. 

Fuente: C E P A ! s o b r e la Kise do la investigación. 
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Recuadro 11 

ECUADOR: MODíFiCACÍÓN DEL FACTOR R 

El Decreto 1.416 de enero de 1994 
üicoijiura ujid irnptirtcintu modificación 
en la distribución de la producción entre 
PF.TROECUADOR y el contratista. 

Anteriormente, Li participación máxima 
del contratista sólo podía llegar a 34.S% 
del total, mientras que con el Decrett> 
1.416 su participación puede llegar a 
81 (cuando se pmd ticen má? de 61) (Xt) 
barriles diarios) ó a 87.5% (cuando m-
pn̂ luccn hasta .30 üOO barriles diarios). 

Es importante también notar que el nuevo 
factor R introduce otio factoj para su 
cálculo: la calidad del crudo extraído. 

Con e'íta modificación, el Gobierno tie 
Ecuador se proponía otorgar mayores 
incentivos a los contratistas extran)fros: 

Resumen de la participación en la 
producción liel Estado y del contratj-<ta 

•• Luy reformada de 1982 

Estado: 74.1','';i (máxima) y 
62.25'í'.. (míninxa) 

Contratista: 34.S% (nuíximj) y 
25.97o (mínima) 

-Decreto 1.416 de 1994 

Hstad» Contratista 
fp»)rccntaje.s) 

Hasta menos de 
30 OÜO liarrile-! 

Entro 30 000 y 
60 (XX) 

Más dc6ÜÜ(X) 
barriles 

125 

14 

18 5 

7.S 

86 

81.5 

Fuente: CEP AL, sobre la base de la investigación. 
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VIH. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN GUATEMALA 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

La Ley de Hidrocarburos, Decreto Ley 109-83 de 1983, fijó el marco 
regulatorio para la celebración de contratos de exploración y explotación 
entre el Estado y las compañías privadas. Si bien la ley otorga la posibilidad 
de celebrar diversos tipos de contratos, da mayor importancia a los 
contratos de participación en la producción. 

El artículo 8 de la ley estipula que los contratos de operación petrolera 
deben ajustarse a modelos aprobados por el Jefe de Estado en Consejo de 
Ministros, modelos que se rigen por lo establecido en los decretos 
gubemativos 434-85 y 435-85. 

No ha habido cambios significativos en la década de 1990. 
Actualmente, el Gobiemo de Guatemala está estudiando la posibilidad de 
modificar su legislación petrolera de exploración y explotación. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad del contrato 

Conforme a este modelo, el contratista ejecuta, por sus propios 
medios y por su exclusiva cuenta y riesgo, las labores de exploración o 
explotación. Si encuentra hidrocarburos, tendrá derecho a una retribución, 
en especie o en efectivo, cuyo monto será establecido en el contrato 
pertinente. El contrato se suscribe entre el Ministerio de Energía y Minas 
(MEM) y el contratista. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

El MEM es la entidad nacional que negocia el contrato. Para tal efecto, 
cuenta con la asesoría de una Comisión Nacional Petrolera, que está 
formada por el Ministro y el Viceministro de Energía y Minas, el director y 
subdirector general de Hidrocarburos y el jefe del Departamento de 
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Auditoría y Fiscalización; más dos representantes, un titular y un suplente, 
por cada uno de los siguientes organismos: el Ministerio de la Defensa 
Nacional, el de Finanzas Públicas, el de Economía, el Ministerio Público y 
el Banco de Guatemala. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

Los contratos de operación petrolera sólo pueden ser suscritos 
después de realizada una convocatoria oficial (artículo 14). 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 

Se aprueban en Consejo de Ministros (artículo 16). 

5. Extensión del área 

El área original del contrato puede abarcar uno o más bloques, 
hasta un máximo de seis. La extensión máxima de cada bloque es de 
50 000 hectáreas en la plataforma continental y de 80 OOO hectáreas en la 
costa. Así, en conjvmto, la extensión máxima del área en la plataforma 
continental es de 300 000 hectáreas y de 480 000 hectáreas en la costa. 

6. Dtiración del contrato 

La base legal al respecto está representada por el Reglamento de la 
Ley de Hidrocarburos (AG1034-083). El contrato, en sus fases de 
exploración y explotación, tiene una duración máxima de 25 años. La etapa 
de exploración tiene una duración de seis años. Puede prorrogarse por un 
año si al finalizar ese período se estuvieran realizando pruebas de 
evaluación o se necesitaran pruebas de evaluación en por lo menos un pozo 
exploratorio. La etapa de explotación comier\za a partir de la fecha efectiva 
en que se selecciona el área, y continúa hasta que concluya el contrato o la 
producción comercial, si es que ésta se agota antes que finalice el contrato. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

En los contratos constan los trabajos mínimos que debe realizar el 
contratista, así como las multas que le son aplicables cuando no los ejecuta 
o lo hace parcialmente. 

Existe la obligación de perforar por lo menos un pozo exploratorio 
durante los tres primeros años de contrato, años que constituyen la fase de 
perforación obligatoria. Entre el cuarto y el sexto año, período que 
constituye la fase de perforación optativa, se debe perforar cada año cuando 
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menos dos pozos exploratorios, aunque esta exigencia puede reducirse a 
un solo pozo por razones debidamente calificadas (artículo 66, inciso e). 

8. Condiciones en la etapa de explotación 

La base legal está representada por el Reglamento de la Ley de 
Hidrocarburos (AG1034-083). 

El contratista debe presentar un programa de desarrollo que es 
aprobado por el MEM, con informe previo de la Dirección General de 
Hidrocarburos y la opinión favorable de la Comisión Nacional Petrolera 
(artículo 130). El desarrollo de un campo comercial debe completarse 
dentro de los cuatro primeros años del período de explotación. El 
contratista perforará por lo menos un pozo de desarrollo al año en cada 
campo, a partir de la fecha efectiva de selección, hasta completar el 
desarrollo de cada uno de ellos. Si se completa el desarrollo del campo antes 
de cuatro años, no existe obligación de perforar pozos de desarrollo 
(artículo 87). 

9. Suelta del áiea en el momento de comenzar la explotación 

Al finalizar el quinto año del período de exploración, el contratista 
deberá haber devuelto el 50% de cada bloque (artículo 66, inciso f). Al 
finalizar el sexto año del período de exploración, el contratista deberá haber 
devuelto la totalidad del área del contrato, con excepción de las áreas de 
explotación. Cada área de explotación no excederá de 10 000 hectáreas, 
salvo en casos especiales. 

10. Propiedad del petróleo 

Los hidrocarburos descubiertos en el área del contrato pertenecen al 
Estado, debiendo el contratista entregar la producción. Sin embargo, ima 
vez deducida la regalía, y previa autorización del monto correspondiente 
por parte del ministerio, puede retener los volúmenes de hidrocarburos que 
le correspondan por concepto de recuperación de costos y, cuando sea el 
caso, su remimeradón en especie (artículo 66, inciso c). 

El contratista puede utilizar, vender, comercializar y exportar los 
hidrocarburos que le correspondan por esos conceptos, salvo aquellos 
volúmenes necesarios para el consumo interno. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Existe obligación de abastecer el mercado interno, a precios 
intemacionciles (artículo 66, inciso k). 
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12. Retribución del contratista 

La retribución está representada por un volumen de la producción 
que se fija en cada contrato. Se puede pagar en especie o en dinero. Una vez 
deducida la regalía, la participación estatal llega, como mínimo, a 30% de 
la producción de hidrocarburos compartibles (artículo 66, inciso a). Por 
ende, la participación máxima del contratista equivale a 70% de los 
hidrocarburos compartibles. 

13. Disponibilidad de divisas 

Los contratistas pueden remesar libremente al exterior los capitales 
invertidos, los costos extemos de operación, las utilidades, los préstamos 
obtenidos y sus intereses, así como otros conceptos análogos (artículo 33). 

En lo que concierne a las utilidades, el contratista podrá retener en el 
exterior, después de pagar el impuesto a la renta, las utilidades producidas 
en el país. 

Conforme a la resolución JM 132-84 (27 de junio de 1984) de la Junta 
Monetaria, si las ventas realizadas al Estado para cubrir el consumo intemo 
superan los costos internos, el contratista podrá obtener las divisas 
correspondientes para remesarlas al exterior, previa licencia de cambio 
otorgada por el Departamento de Cambios del Banco de Guatemala (a la 
fecha de redactar este documento, no se tenía información acerca de la 
vigencia actual de esta norina). 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

La ley establece que todos los costos y gastos de exploración, 
desarrollo y producción de hidrocarburos atribuibles al área de contrato se 
consideran como un costo por servicios prestados y podrán ser deducidos 
del pago del impuesto a la renta (artículo 34). 

Cabe observar que en Guatemala los gastos de desarrollo y producción 
se deducen de la misma manera que los gastos de exploración, y en una 
misma operación, cosa que no ocurre en ningún otro país de la región. 

No se consideran como costos los intereses de los préstamos 
contraídos (artículo 222 del Reglamento de la Ley de Hidrocarburos - AG 
1034-83). Cuando en im ejercicio económico anual los costos mencionados 
exceden el ingreso bruto del contratista, se acumulan y son deducibles de 
los ingresos obtenidos en los períodos subsiguientes. 

15. Depreciación y amortización de gastos de desarrollo y producción 

La modalidad ya fue explicada en el pimto 14. 

104 



16. Factor agotamiento 

No está contemplado. 

17. Regalías y otros impuestos 

Regalías. Los contratistas pagarán al Estado, antes de la recuperación 
de cualquier costo, una regalía aplicada al volumen de producción neta o 
al valor monetario de ésta (artículo 61). La regalía es de 20% si la gravedad 
del petróleo es de 30 grados API, y aumentará o disminuirá en 1% por cada 
grado API mayor o menor que 30 grados APL pero no será inferior a 5%. 
La regalía se hace efectiva mensualmente, sobre la base de liquidaciones 
provisionales mensuales que se ajustan trimestralmente (artículo 30). 

Otros impuestos. Se pagan 100 000 quetzales por la suscripción del 
contrato. Además, se paga un monto por cada hectárea incluida en el 
área del contrato, monto que se determina en la convocatoria respectiva 
(artículo 35). 

18. Impuestos de importación 

Según el artículo 25, las importaciones de materiales fungibles, o las 
importaciones de maquinaria, equipos, repuestos y accesorios para uso o 
consumo definitivo en el país (o que, según declaración del interesado, 
permanecerán en el país por lo menos cinco años), están libres de derechos 
de aduana y demás gravámenes conexos (entre ellos el IVA). Esta 
disposición rige para los bienes importados en la etapa de exploración y de 
explotación. 

19. Régimen tributario 
Los contratistas están sujetos al pago del impuesto a la renta 

establecido en el régimen común del impuesto a la renta (artículo 34). 
Para los efectos de determinar la renta bruta del contratista, la regalía 

no forma parte del ingreso bruto ni constituye pago a cuenta del impuesto 
a la renta (artículo 61). 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

No se otorga garantía al respecto. 

21. Fiscalización y control del contrato 

Corresponde a la Dirección General de Hidrocarburos (artículo 57). 
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22. Posibilidad de cesión 

Sí existe, previa autorización del ministerio del ramo (artículo 18). 

23. Explotación de campos unificados 

La ley contempla esta posibilidad. En ese caso, las partes deberán 
celebrar los convenios correspondientes para que la producción se realice 
de manera eficiente. También se contempla la posibilidad de unificación de 
campos con terceros países si las circunstancias lo aconsejan (artículo 62). 

24. Arbitraje internacional 

No existe (artículo 10). Sin embargo, en lo que se refiere a operaciones 
de comercialización y transporte internacional de hidrocarburos, se otorga 
a las partes la posibilidad de decidir sobre el particular. 

25. Preservación del medio ambiente 

El contratista debe presentar un estudio de impacto ambiental antes 
de iniciar las operaciones. Además, en el artículo 41 se establece que el 
contratista debe adoptar todas las medidas razonablerriente necesarias para 
la protección del medio ambiente, incluyendo la no contaminación de la 
atmósfera, ríos, lagos, mares y aguas subterráneas; para la reforestación, y 
para la preservación de los recursos naturales y sitios arqueológicos, así 
como de otras zonas de valor científico, cultural y artístico. 

26. Contratos para explotar campos marginales 

No hay legislación específica. 
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IX. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN MÉXICO 

El artículo 27 de la Constitución Política aprobada en 1917 por el Congreso 
Constituyente, establece que corresponde al Estado el dominio directo de 
los combustibles minerales sólidos, el petróleo y todos los carburos de 
hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos. El artículo establece asimismo que, 
tratándose del petróleo y de los carburos sólidos, líquidos o gaseosos, o de 
los minerales radioactivos, no se otorgarán concesiones ni contratos, ni 
subsistirán los que en su caso se hubiesen otorgado; el Estado llevará a cabo 
la explotación de esos productos en los términos que señale la ley 
reglamentaria respectiva. 

Como se advierte, la Constitución Política sanciona el monopolio del 
Estado sobre las diferentes fases de la industria petrolera. Posteriormente, 
diversas leyes han ratificado ese monopolio. La ley del 27 de noviembre de 
1958, en su artículo 1, amplía el sentido del artículo 27 de la Constitución, 
al sostener que corresponde ál Estado el dominio directo, inalienable e 
imprescriptible de todos los carburos de hidrógeno que se encuentren en 
el territorio nacional -incluida la plataforma continental- en mantos o 
yacimientos, cualquiera que sea su estado físico, incluyendo los estados 
intermedios, y que componen el aceite mineral crudo, lo acompañan o se 
derivan de él. 

En la misma ley se establece que la empresa estatal Petróleos 
Mexicanos (PEMEX) llevará a cabo las siguientes actividades: 

i) La exploración, la explotación, la refinación, el transporte, el 
almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano del petróleo, 
el gas y los productos que se obtengan de su refinación; 

ii) la exploración, la explotación, la elaboración y las ventas de 
primera mano del gas, así como el transporte y el almacenamiento 
indispensables y necesarios para interconectar su explotación y 
elaboración; y 

üi) la elaboración, el transporte, el almacenamiento, la distribución y 
las ventas de primera mano de aquellos derivados del petróleo que sean 
susceptibles de servir como materias primas industriales básicas y de los 
derivados del gas que constituyan petroquímicos básicos. 
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No obstante, estas disposiciones fueron reformadas en 1995, con la 
dictación, el 11 de mayo de 1995, de la Ley Reglamentaria del artículo 27 
de la Constitución Política. Con esta reforma, el transporte, el 
almacenamiento y la distribución de gas podrán ser llevados a cabo 
también, previo permiso, por el sector privado, que al igual que el sector 
social podrá construir, manejar y ser propietario de ductos, instalaciones y 
equipos, en los términos de las disposiciones reglamentarias, técnicas y de 
regulación que se expidan. 

En julio de 1992 se promulgó la Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos 
y Organismos Subsidiarios, en virtud de la cual se da una nueva 
organización a PEMEX, de manera que pueda llevar a cabo el Programa de 
modernización del sector energético 1990-1994. De acuerdo con esta ley, se 
subdivide a PEMEX en cuatro secciones, dedicadas respectivamente a 
exploración y producción; a refinación; a gas y petroquímica básica, y a 
petroquímica. 

En los últimos años se han abierto muchos espacios de acción a las 
empresas privadas. Éstas realizan buena parte de las tareas de perforación, 
proveen servicios y suministros y llevan a cabo labores de investigación 
geofísica, análisis geoquímico y, en algtmos casos, de procesamiento de la 
información. 

Sin embargo, en lo que concierne a los contratos de riesgo, el Gobierno 
de México ha afirmado reiteradamente que no habrá reformas 
constitucionales, porque ello implicaría compartir la producción o las 
reservas petroleras con compañías privadas. 

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC), firmado 
con Canadá y los Estados Unidos, y que entró en vigencia el 1° de enero 
de 1994, ratificó ese control exclusivo del Estado de México sobre las 
áreas básicas de la industria petrolera del país, pero abrió al mismo 
tiempo las compras gubernamentales mexicanas a firmas privadas. En 
consecuencia, a partir de este año PEMEX deberá aceptar ofertas de 
empresas de Canadá y los Estados Unidos en lo referente a la mitad de 
sus compras, y al cabo de diez años las ofertas podrán extenderse a la 
totalidad de sus compras. 
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X. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN PERÚ 

A. CONSIDERACIONES GENERALES 

Hasta 1993, el marco jurídico para la contratación petrolera estaba dado por 
el Decreto Ley 22.774 y el 22.775 (ambos de 1979), el Decreto Ley 22.862 
(1980) y la Ley 24.782 (diciembre de 1987). 

Estos instrumentos eran bastante flexibles en lo concerniente a la 
celebración de contratos de operación (o contratos de participación en la 
producción), contratos de servicios y contratos de servicios con riesgo, y en 
lo concerniente, también, a la modalidad de asociación con el contratista. 

En estos contratos, la retribución podía ser i) en efectivo, por un 
monto determinado contractualmente; ii) en efectivo, por un monto 
proporcional al valor o volumen de la producción, y iii) en especie, por un 
monto proporcional al volumen de la producción. 

En los contratos de operación, el contratista asume todo el riesgo 
exploratorio. En caso de encontrar petróleo, debe entregar la totalidad 
de la producción a la empresa estatal Petróleos del Perú (PETROPERU), 
la cual retribuirá al contratista en cualquiera de las formas recién 
mencionadas. 

En los contratos de servicios con riesgo, el contratista asimie el riesgo 
de exploración y, en caso de encontrar petróleo, recibe un pago en dinero 
conforme a una tarifa fíjada contractualmente. 

En los contratos de servicios, se paga a los contratistas una tarifa en 
dinero por la extracción de petróleo, modalidad que se aplica también en 
la recuperación secundaria y terciaria. 

La Ley 24.782 de 1987 otorgó incentivos a los contratistas, pero sin 
modificar las modalidades contractuales. Por ejemplo, se incrementó la 
cantidad de lotes que podían otorgarse a un contratista, y se ampliaron los 
plazos de exploración. Igualmente, se estableció que el Banco Central de 
Reserva del Perú (BCRP) garantizaría, mediante la habilitación de un 
mecanismo automático, la libre, directa e inmediata disponibilidad de 
divisas. Por otra parte, se determinó que los gastos de exploración y los 
gastos de explotación podían reembolsarse con el método de la 
depreciación acelerada (es decir, en cinco años). 
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En 1993 se promulgaron las leyes 26.221 (Ley Orgánica de 
Hidrocarburos) y 26.225 (ley de creación de PERUPETRO S.A.), que 
introdujeron cambios importantes en la legislación petrolera. Éstos serán 
analizados más adelante. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS 

1. Modalidad de contrato 

Decreto Ley 22.774. Con este decreto se establecen los contratos de 
operación y de servicios (el contratista recibe una retribución en función de 
la producción fiscalizada de hidrocarburos), y se consagra también la 
posibilidad de asociarse con el contratista. 

Ley 26.221. Además de los contratos anteriores, se establece la 
modalidad de contrato de licencia, que concede al contratista autorización 
para explorar y explotar hidrocarburos en el área del contrato. En virtud 
del mismo contrato, la empresa PERUPETRO S.A. transfiere el derecho de 
propiedad de los hidrocaAuros extraídos al contratista, quien debe pagar 
una regalía al Estado. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. La entidad negociadora es la 
compañía estatal PETROPERU (artículo 1 de la Ley 22.774). 

Ley 26.221. Esta ley estipula que se creará un ente llamado 
PERUPETRO S.A., dentro de cuyas funciones estarán las de negociar, 
celebrar y supervisar, en su calidad de contratante, los contratos que la ley 
establece, así como los convenios de evaluación técnica. Anteriormente, esa 
responsabilidad recaía en la empresa estatal PETROPERU. 

3. Forma de adjudicación del contrato 
Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Los contratos se negocian caso por 

caso (artículo 1.2 del Decreto Ley 22.774). 
Ley 26.221. Conforme a su artículo, PERUPETRO S.A. podrá negociar 

directamente o por convocatoria, los contratos suscritos al amparo de 
esta ley. 

4. Entidad nacional que aprueba el contrato 
Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Los contratos serán aprobados por 

decreto supremo expedido con el voto aprobatorio del Consejo de 
Ministros, refrendado por los Ministros de Energía y Minas y de Economía 
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y Finanzas y con la opinión favorable de la Contraloría General de la 
República, de la Oficina Nacional de Asuntos Jurídicos, de la Dirección 
Superior y de la Dirección General de Hidrocarburos del Ministerio de 
Energía y Minas, de la Dirección" General de Contribuciones y de la 
Dirección General de Aduanas del Ministerio de Economía y Finanzas; del 
Banco Central de Reserva y del Comando Conjunto de la Fuerza Armada. 

Ley 26.221. Los contratos se aprobarán por Decreto Supremo, 
refrendado por los Ministerios de Economía y Finalizas y de Energía y Minas. 

5. Extensión de! área 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. El Decreto Ley 22.774 establecía que 
cada contrato debía abarcar, como máximo, un lote, cuya superficie sería 
de 1 000 000 de hectáreas en la selva, de 500 000 hectáreas en la sierra, de 
200 000 hectáreas en la costa y de 400 000 hectáreas en el zócalo continental. 
El contratista podía firmar contratos hasta por tres lotes (artículo 5.7). Con 
la Ley 24.782, se amplió a cuatro el número de lotes asignados al contratista, 
pero no varió la superficie de éstos. 

Ley 26.221. No se fija la extensión. Ésta se determinará en cada 
contrato en función del potencial productor de hidrocarburos, de la zona 
geográfica, del programa de trabajo mínimo garantizado presentado por el 
contratista, y de la superficie en que efectivamente se realizarán las 
actividades de exploración o explotación. 

6. Duración del contrato 

a) Etapa de exploración 

Decreto Ley 22.77Í. El plazo máximo es de seis años. 
Ley 24.782. Se amplía de seis a siete años el plazo de la fase de 

exploración. 
Ley 26.221. La fase de exploración tendrá una duración de siete años, 

lapso que no se considerará terminado incluso si antes de su expiración ha 
comenzado la fase de explotación. 

El programa mínimo garantizado no obliga a perforar pozos 
exploratorios. 

b) Etapa de explotación 
Decreto Ley 22.774:. El plazo mínimo es de 24 años. 
Ley 24.782. El plazo mínimo es de 23 años. 
Ley 26.221. El plazo es de 30 años, contados desde la fecha efectiva de 

suscripción del contrato e incluyendo la etapa de exploración. Puede haber 
retención hasta por un periodo total de cinco años en los contratos de 
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petróleo, si es que el descubrimiento no puede declararse comercial por 
razones de transporte. Para el gas natural no asociado, o para el gas natural 
no asociado y los condensados, se podrá acordar vm período de retención 
no superior a 10 años, con el fin de desarrollar el mercado. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

Decreto Ley 22.774 y Decreto Ley 22.775. Para cada etapa del 
período de exploración existirá un programa obligatorio de trabajo, cuya 
ejecución estará garantizada por una fianza bancaria irrevocable y de 
realización automática. Se elimina la legislación anterior (el llamado 
modelo Perú), que preveía la perforación obligatoria de tres pozos de 
exploración. 

Ley 26.221. No hay modificaciones. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 

Decreto Ley 22.774 y Decreto Ley 22.775. Se presentará im plan de 
desarrollo inicial a PETROPERU y a la Dirección General de Hidrocarburos. 
Todos los años, el contratista deberá presentar un programa que cubra un 
quinquenio. 

Ley 26.221. Para la fase de explotación, se presentará im plan de 
desarroUo inicial a PERUPETRO S.A. Todos los años, el contratista deberá 
presentar un progréuna que cubra un quinquenio. 

9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Al cumplirse el plazo máximo de 
exploración, el contratista deberá devolver 50% del área que es objeto del 
contrato. 

Ley 26.221. La suelta de área se determinará en cada contrato. El 
contratista podrá retener la superficie bajo la cual se encuentren los 
horizontes productores, más una zona circundante de seguridad técnica. 
En el caso de descubrir un yacimiento que no sea comercial únicamente por 
problemas transporte, el contratista podrá solicitar un período de retención, 
que no podrá ser superior a cinco años, para resolver el problema del 
transporte. 

10. Propiedad del petróleo 
Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Los hidrocarburos in situ son de 

propiedad del Estado. Los hidrocarburos extraídos son de propiedad de 
PETROPERU. La retribución del contratista puede ser en petróleo, si así se 
acuerda en el contrato respectivo. 
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Ley 26.221. Los hidrocarburos in situ son de propiedad del Estado. 
Los hidrocarburos extraídos son de propiedad de PERUPETRO. Al 
celebrarse xan contrato de licencia, el derecho de propiedad de PERUPETRO 
sobre los hidrocarburos extraídos es transferido a los licenciatarios. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Existe la obligación. Los contratistas 
deben transferir a PETROPERU un volumen de hidrocarburos suficiente 
para el abastecimiento del mercado nacional. El petróleo se pagará en soles, 
a precios referidos a moneda extranjera. No se especifica el precio de 
compra de ese petróleo. 

Ley 26.221. No hay obligación de vender petróleo para satisfacer las 
necesidades del mercado interno. En caso de emergencia nacional 
declarada por ley, a causa de la cual el Estado deba adquirir hidrocarburos 
de los productores locales, la compra se efectuará a precios internacionales, 
conforme a mecanismos de valoración y de pago que se establecerán en 
cada contrato (artículo 43). 

12. Retribución del contratista 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. En especie o en efectivo, según se 
determine en cada contrato. 

Ley 26.221. El monto de la retribución de los contratos de servicios se 
determinará en función de la producción fiscalizada proveniente del área 
de cada contrato y se pagará según se acuerde en cada contrato. 

En los contratos de licencia, los contratistas obtienen la propiedad del 
petróleo extraído, y pagan una regalía en función de la producción de 
petróleo proveniente del área del contrato. La regalía se pagará en efectivo, 
a precios internacionales, de acuerdo con mecanismos de valorización y de 
pago que se establecerán en cada contrato, disposiciones que deben ser 
refrendadas por decreto supremo de los ministerios de Economía y 
Finanzas y de Energía y Minas. La regalía es considerada como gasto. 

13. Disponibilidad de divisas 

Decreto Ley 22.774 y Decreto Ley 22.862. La disponibilidad anual de 
divisas se limitará a vina suma equivalente a la depreciación del monto 
invertido en moneda extranjera más la utilidad del contratista. El Decreto 
Ley 22.862 establece que el contratista dispondrá de las divisas de 
conformidad con las normas vigentes en materia cambiaría. El contratista 
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está obligado a entregar al BCRP la totalidad de la moneda extranjera que 
le corresponda por las ventas de exportación de los hidrocarburos. 

Ley 24.782. Esta ley garantiza al contratista la disponibilidad de 
divisas por los diversos conceptos que le corresponden de acuerdo con las 
disposiciones legales vigentes y lo establecido en el contrato. Este último 
estipula que el contratista podrá disponer directa e inmediatamente de ima 
parte de la moneda extranjera que generen las exportaciones de 
hidrocarburos correspondientes a su retribución en especie. 

Ley 26.221. Establece que el BCRP está obligado a garai\tizar a los 
contratistas la disponibilidad del 100% de las divisas generadas por sus 
exportaciones de hidrocarburos. Además, el contratista puede disponer 
libremente del 100% de la moneda nacional resultante de sus ventas de 
hidrocarburos en el mercado nacional así como de su retribución pagada 
en efectivo, y tiene derecho a convertir libremente el 100% de la moneda 
nacional percibida. También tiene derecho a mantener, controlar y manejar 
cuentas bancarias en cualquier moneda, tanto en el país como en el exterior. 
Asimismo, a disponer libremente, distribuir, remesar o retener en el 
exterior, sin restricción alguna, sus utilidades netas anuales, después de 
impuestos. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Decreto Ley 22.774. La depreciación se hará de acuerdo con el método 
de la unidad de producción, durante el período de exploración previsto. 

Ley 24.782. Esta ley ofrece dos posibilidades de depreciación: i) por 
medio del método de la unidad de producción, y ii) depreciación en 
partes iguales en un mínimo de cinco años. 

Ley 26.221. Sin variaciones con respecto a la ley anterior^ 

15. Depreciación y amortización de gastos de explotación 

Decreto Ley 22.774. La depreciación se hará de acuerdo con el método 
de la unidad de producción, durante el período de explotación previsto. 

Ley 24.782. La depreciación se realizará a una tasa de 20% anual. 
Ley 26.221. Durante el período de explotación, el desgaste que 

sufran los bienes depreciables se compensará mediante la deducción de 
los castigos, los cuales se computarán anualmente conforme al régimen 
común del impuesto a la renta vigente a la fecha de suscripción de cada 
contrato. 

16. Factor agotamiento 

Decreto Ley 22.774, Ley 24.782 y Ley 26.221. No se contempla. 
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17. Regalías y otros impuestos 

Decreto Ley 22.775. Se pagará al Estado una regalía de 8%, que 
cancelará PETROPERU con los ingresos provenientes de cada uno de los 
contratos (artículo 16). También se establece que toda obligación de pago 
de derechos y regalías sobre la producción será de cargo de PETROPERU. 

Ley 26.22L En los contratos de licencia, los contratistas pagarán una 
regalía en función de la producción de petróleo proveniente del área del 
contrato. Por decreto supremo se dictarán las normas que regulen la 
aplicación de la régalía y la retribución, sobre la base de una escala variable, 
la cual estará en función de factores técnicos y económicos que permitirán 
determinar los porcentajes de la regalía y la retribución en todo el territorio 
nacional (artículo 47). La regalía se pagará en efectivo, a precios 
internacionales, conforme a mecanismos de valorización y de pago que se 
establecerán en cada contrato. La regalía será considerada como gasto. 

18. Impuestos de importación 

Decreto Ley 22.774. Serán asumidos por PETROPERU (artículo 7.8). 
Ley 26.221. Las importaciones para la fase de exploración están 

exoneradas de todo tributo (artículo 56). Los impuestos correspondientes 
a las importaciones de la fase de explotación estarán a cargo del importador. 

19. Régimen tributario 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Las actividades petroleras están 
sujetas al régimen tributario común. 

Antes de 1990, el impuesto a la renta era de 55%, con un impuesto a 
las remesas del 30%. De esta manera, el impuesto efectivo máximo 
(impuesto a las utilidades más impuesto a las remesas) era de 68.5%. 

Estas disposiciones se modificaron en 1990, de tal modo que el 
impuesto a la renta pasó a ser de 45%, a lo que se sumó un impuesto 
adicional a las remesas al exterior de 30%, con lo cual el impuesto efectivo 
máximo llegó a 61.5%. 

A partir de 1993, el impuesto a la renta disminuyó a 30%, y se 
eliminó el impuesto a las remesas, con lo cual el impuesto efectivo 
máximo bajó a 30%. 

Ley 26.221. Sin variación. 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

Decreto Ley 22.774 y Ley 24.782. Se garantiza que no se crearán 
nuevos impuestos que graven específicamente la actividad. 
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Ley 26.221. El Estado garantiza a los contratistas que los regímenes 
tributarios y cambiarios permanecerán inalterables durante la vigencia del 
contrato. 

21. Fiscalización y control del contrato 

Decreto Ley 22.774, Ley 24.782 y Ley 26.221. PETROPERU negocia, 
celebra y supervisa, en su calidad de contratante, los contratos y los 
convenios de evaluación técnica que suscribe. La Dirección General de 
Hidrocarburos del Ministerio de Energía y Minas es el órgano encargado 
de fiscalizar los aspectos técnicos de las actividades correspondientes. 

22. Posibilidad de cesión 

Decreto Ley 22.774. Está contemplada tal posibilidad, PETROPERU 
tiene la primera opción. 

Ley 26.221. También contempla esta posibilidad, previa aprobación 
por decreto supremo refrendado por los Ministros de Economía y Finanzas 
y de Energía y Minas. 

23. Explotación de campos imificados 

Decreto Ley 22.774. No se contempla. 
Ley 26.221. En caso de que un yacimiento se extienda a áreas 

contiguas, los contratistas de estas áreas podrán celebrar un convenio de 
explotación. De no llegar a un acuerdo, el Ministerio de Energía y Minas 
someterá las diferencias a un comité técnico de conciliación, cuyas 
resoluciones serán de cumplimiento obligatorio. 

24. Arbitraje internacional 

Decreto Ley 22.775 y Ley 24.782. No está previsto. 
Ley 26.221. El contratista se somete a la legislación peruana. No 

obstante, si surgen diferencias en la ejecución y cumplimiento del contrato 
o, en general, en todo lo relativo a las actividades a que se refiere esta ley, 
las diferencias podrán ser sometidas al Poder Judicial o a arbitraje nacional 
o internacional. Acordada la jurisdicción, será de cumplimiento obligatorio 
(artículo 86). 

25. Contratos para explotar campos marginales 

Decreto Ley 22.774. Sólo PETROPERU puede explotar campos 
marginales. 
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Ley 23.231. Establece que PETROPERU p u e d e celebrar, en 
circunstancias excepcionales, contratos de operación y de servicios con esos 
fines. De acuerdo con el artículo 143 de la Constitución Política de 1979, 
para ello se requiere aprobación por decreto supremo, con el voto favorable 
del Consejo de Ministros. 

Recuadro 12 

PERÚ: PRESERVACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE 

El Decretó Ley 22.774 y la Ley 24.782 no 
se refieren en forma e'^pecííica ni 
detallada a ê te importante aspecto. No 
obstante, en los contratos se estipula que 
el cuntratista debe adoptar las medidas 
necearías para no contaminar la tierra, el 
aire y el agua. 

La Ley 26221 de 1^93 sí se ocupa 
ampliamente del asunto. Se establece que 
lo!> contratictas deben cumplir con las 
disposiciones sobre el medio ambiente y 
que el Ministerio de Energía y Minas 
debía dictar un reglamento de medio 
ambiente para las actividades de 
hidroccirburos (artículo 87). 

Esa disposición se cumplió mediante el 
Decreto Supremo N" 04&-93-EM del 10 de 
noviembre de 1993, que configura el 
reglamento para la protección ambiental 
en las actividades de hidrouirbuj i j-

Este reglamento constituye el 
instrumento legal que determina las 
obligaciones de la» compañías petroleras 
nacionales o extranjeras. 

El organismo encargado de velar por el 
cumplimiento y aplicación de este 
reglamento, así como de aplicar lab 
sanciones correspondientes, es la 
Dirección C^neral de Hidrocarburos deJ 
Ministerio de Energía v Minas (artículos 

^ • I B I H I ^ B B H I H H 
En el título IV de este reglamento 
(artículos 10 ai 16) se establecen las 
normas relacionadas con el estudio de 
impacto ambiental (EIA) y con el estudio 
de impacto ambiental preliminar. 

En aplicación de estas normas, las 
empresas presenUn estudios de imp<icto 
ambiental de sus operaciones. 

Fuente: CEPAL, sobre la base de la investigación. 
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Ley 26.221. Se autoriza la suscripción de contratos para la explotación 
de hidrocarburos, incluyendo la recuperación secundaria y mejorada 
(artículo 18). 

26. Modificación de los contratos 

Decreto Ley 22.774. Los contratos pueden modificarse previo acuerdo 
entre las partes. Las modificaciones serán aprobadas por decreto supremo, 
refrendado por los Ministerios de Economía y Finanzas y de Energía y 
Minas. 

Ley 26.221. Los contratos sólo podrán ser modificados por acuerdo 
escrito entre las partes. Las modificaciones serán aprobadas por decreto 
supremo, refrendado por los Ministros de Economía y Finanzas y de 
Energía y Minas. 

C COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

En 1993 se promulgaron las Leyes 26.221 (Ley Orgánica de Hidrocarburos) 
y 26.225 (ley de creación de PERUPETRO S.A.), que introdujeron cambios 
importantes en la legislación petrolera. Éstos son: 

i) La Ley 26.221 establece que, además de los contratos anteriores, 
existirá el contrato de licencia, que autoriza al contratista para explorar 
y explotar hidrocarburos en el área del contrato. En virtud de este mismo 
contrato, PERUPETRO S.A. transfiere el derecho de propiedad de los 
hidrocarburos extraídos al contratista, quien debe pagar una regalía al 
Estado. 

ii) La Ley 26.221 dispone asimismo que debe crearse por ley un ente 
llamado PERUPETRO S.A., que será el encargado de negociar, celebrar y 
supervisar, en calidad de contratante, los contratos que la ley establezca, 
así como los convenios de evaluación técnica. Anteriormente, esa 
responsabilidad le correspondía a la empresa estatal PETROPERU. La Ley 
26.225 es la ley de creación de PERUPETRO. 

iii) La Ley 26.221 reduce la cantidad de organismos que deben opinar 
sobre los contratos petroleros. Anteriormente se necesitaba la aprobación 
del Consejo de Ministros, refrendado por dos ministerios y la opinión 
favorable de ocho entidades. Con la Ley 26.221, los contratos son aprobados 
por decreto supremo refrendado por los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Energía y Minas. 

iv) La Ley 26.221 establece que la suelta de área no tiene que ser el 50% 
del área objeto del contrato al concluir la fase de exploración, sino que ésta 
se determinará en cada contrato. 
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v) En virtud de la Ley 26.221, el licenciatario será dueño del petróleo 
extraído y no está obligado a vender para abastecer el mercado interno. Esta 
obligación sólo existirá en caso de emergencia nacional declarada por ley. 

vi) En los contratos de licencia, el licenciatario pasa a ser propietario 
del petróleo extraído y paga por ello una regalía al Estado, cuyo monto se 
determinará en cada contrato. 

vii) La Ley 26.221 establece que el BCRP garantizará al contratista la 
libre disponibilidad de divisas. 

viii) Por consideraciones que no emanan directamente de los 
contratos petroleros, el impuesto a la renta disminuyó a 30% y se eliminó 
el impuesto a las remesas. De esta manera, el impuesto efectivo máximo 
disminuyó a 30%. Anteriormente era de 68.5%. 

ix) En las décadas anteriores, los derechos de importación eran 
pagados por PETROPERU. Ahora, las importaciones correspondientes a la 
fase de exploración están exoneradas de impuestos. En la fase de 
explotación, los impuestos de importación corren a cargo de los 
contratistas. 

x) No existía arbitraje internacional. Ahora, el contratista se somete a 
la ley peruana; pero, si surgei;! diferencias en todo lo relativo a las 
actividades a que se refiere la Ley 26.221, tales diferencias podrán ser 
sometidas al Poder Judicial o a arbitraje nacional o internacional. Acordada 
la jurisdicción, será de cumplimiento obligatorio (artículo 86). 

xi) Con la Ley 26.221 se refuerzan las disposiciones para la 
preservación del medio ambiente. En particular, los contratistas deberán 
presentar un estudio de impacto ambiental. 
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XI. RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN EN VENEZUELA 

A. CONSTOERACIONES GENERALES 

Aprobada el 29 de agosto de 1975, la Ley Orgánica de Hidrocarburos, 
también llamada Ley de Nacionalización, establece que se reserva para el 
Estado, por razones de conveniencia nacional, todo lo relativo a la 
exploración, explotación, manufactura o refinación de los hidrocarburos. 
Asimismo, se reserva para el Estado el transporte, el almacenamiento y el 
comercio interior y exterior de las sustancias explotadas o refinadas, así 
como el control de las obras que su manejo requiera (artículo 1). 

La misma ley establece que el Estado ejercerá tales actividades 
directamente o por medio de otras entidades de su dependencia, pudiendo 
celebrar los convenios operativos necesarios para el mejor cumplimiento 
de sus funciones. 

Igualmente, se dice que en casos especiales y cuando así convenga al 
interés público, el Poder Ejecutivo o las referidas entidades podrán, en el 
ejercicio de cualquiera de las actividades señaladas, celebrar convenios de 
asociación con entes privados, con una participación tal que garantice el 
control por parte del Estado y con una duración determinada. Para la 
celebración de esos convenios se requerirá la previa autorización de las 
Cámaras en sesión conjunta, una vez que hayan sido debidamente 
informadas por el Poder Ejecutivo de todas las circimstancias pertinentes 
(artículo 5). 

En 1992 y 1993, se aprobaron contratos de servicios, con compañías 
privadas, para la recuperación secundaria (no para exploración) en campos 
marginales de petróleo pesado y extrapesado ya descubiertos. 

En los contratos de 1992 se indicaba que en esa recuperación 
secundaria la perforación no podía ir más lejos, verticalmente, de lo 
avanzado previamente. Sí se permitía la exploración lateral. En los 
contratos de 1993 se autoriza que la perforación sea más profunda. 

La modificación más importante de la legislación petrolera durante 
la presente década tuvo lugar en julio de 1995, cuando el Congreso de 
Venezuela aprobó los convenios de asociación para la exploración a riesgo 
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de nuevas áreas y la producción de hidrocarburos bajo el esquema de 
ganancias compartidas. 

Con el convenio de asociación, se permite nuevamente el ingreso de 
capital extranjero a la actividad petrolera de Venezuela, país que cuenta 
con las mayores reservas probadas de América. La empresa estatal 
Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA) puede asociarse con capitales 
privados en contratos de exploración para la búsqueda de nuevas reservas. 

En 1996, previa licitación internacional, PDVSA suscribió convenios 
de asociación con capitales privados para la exploración de 10 áreas 
ubicadas en el oriente, el occidente y los llanos del país. 

B. PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DEL 
CONVENIO DE ASOCIACIÓN 

1. Modalidad del contrato 
\ 

Es un convenio de asociación entre PDVSA, por intermedio de xma 
de sus filiales, con los inversionistas. El riesgo exploratorio corre por cuenta 
de éstos. En caso de encontrar petróleo, el inversionista recibe una 
retribución en especie proporcional a su participación en el capital social 
del convenio. 

La filial de PDVSA tendrá 35% de las acciones y los inversionistas 
privados el 65% restante. Sin embargo, según sea el atractivo comercial del 
descubrimiento, la filial tendrá la opción de reducir a 1% su participación, 
con el fin de preservar ún manejo óptimo de su cartera de proyectos. 

La participación de la filial de PDVSA en la empresa mixta se hará 
mediante acciones especiales ("doradas"), las cuales conferirán 
prerrogativas a sus representantes en las decisiones sobre materias de 
trascendencia que deban adoptar, conforme al respectivo convenio de 
asociación, la asamblea y la junta directiva de la empresa mixta. 

2. Entidad nacional negociadora del contrato 

PDVSA, por intermedio de una de sus filiales. 

3. Forma de adjudicación del contrato 

Mediante licitación internacional autorizada por el Congreso de 
Venezuela. La licitación está a cargo de PDVSA o de una filial designada 
para el efecto. 
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4. Entidad nacional que aprueba el contrato 

El Congreso de la República de Venezuela promulga una ley que 
faculta a PDVSA para convocar a una licitación internacional y adjudicar 
posteriormente las áreas geográficas determinadas en la ley. 

Se firma un convenio de asociación entre PDVSA (o una filial de 
PDVSA) con el inversionista que gane el concurso de licitación. Para la 
celebración de cada convenio de asociación, la filial de PDVSA enviará un 
informe final al Ministerio de Energía y Minas, a fin de que éste lo someta 
a la consideración de las Cámaras Legislativas nacionales, para que éstas a 
su vez procedan a su autorización previa con carácter prioritario. 

5. Extensión del área 
Se determina en cada caso. 

6. Duración del contrato 
La fase de exploración tendrá un plazo preestablecido de tres a cinco 

años, dependiendo de la complejidad del área, plazo que podrá ampliarse 
por un lapso de entre dos y cuatro años. La fase de operación comercial 
tendrá \ma duración de 20 años, a partir de la aprobación del plan de 
desarrollo. De ese modo, sumadas las fases de exploración y desarrollo, el 
contrato tendrá una duración máxima de 29 años. 

7. Condiciones en la etapa de exploración 

Al constituirse el convenio de asociación, se elaborará un plan de 
exploración, cuya ejecución corre por exclusiva cuenta y riesgo de los 
inversionistas. Una vez cumplido el plan de exploración, todo esfuerzo 
exploratorio adicional deberá ser aprobado por im comité de control. 

8. Condiciones en la etapa de explotación 
Si se descubre petróleo, los inversionistas deberán presentar un plan 

de evaluación en que consten las características y la comercialidad estimada 
de tales descubrimientos, plan que se someterá a la aprobación del comité 
de control para establecer su idoneidad técnica y su compatibilidad con los 
objetivos del contrato. 

Ejecutado el plan de evaluación, los inversionistas deberán definir la 
viabilidad de la explotación comercial del descubrimiento y someter a la 
aprobación del comité de control un plan para desarrollar la producción, 
el cual se llamará plan de desarrollo. Aprobado este plan, los inversionistas 
explotarán, conforme al mismo, el área de desarrollo. 
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9. Suelta del área en el momento de comenzar la explotación 

Aquellos bloques que no estén comprendidos en el esfuerzo 
exploratorio adicional o en un área de desarrollo, quedarán excluidos del 
convenio. Igualmente, al terminar el esfuerzo exploratorio adicional, 
quedarán excluidos del convenio los bloques que no estén dentro de un 
área de desarrollo. En ambos casos, los bloques volverán a la filial de 
PDVSA para su administración directa. 

10. Propiedad del petróleo 

El petróleo es de propiedad del Estado. Los inversionistas reciben una 
cantidad de petróleo como retribución por sus actividades, en una 
proporción equivalente a su participación en el capital social de la empresa 
mixta constituida entre ellos y la filial de PDVSA. 

11. Obligación de abastecer el mercado interno 

Existe la obligación. 

12. Retribución del contratista 

La producción resultante de la ejecución del plan de desarrollo será 
comercializada por los inversionistas y la filial de PDVSA, en proporción a 
su participación en el consorcio, en los mercados internacionales, a precios 
de exportación. 

13. Disponibilidad de divisas 

Los inversionistas podrán mantener en el exterior cuentas en 
instituciones bancarias o de similar naturaleza, en las cuales depositarán 
las divisas derivadas de las exportaciones, entre ellas las recibidas por 
cualquier venta o por concepto de fondos pagados o aportados por ellos o 
por instituciones crediticias, con el fin de efectuar los pagos y desembolsos 
que corresponda realizar fuera de Venezuela. 

14. Depreciación y amortización de gastos de exploración 

Estos aspectos no están determinados en la ley de julio de 1995. 

15. Depreciación y amortización de gastos de desarrollo y producción 
No están determinados en la ley de julio de 1995. 
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16. Factor agotamiento 

No está contemplado. 

17. Regalías y otros impuestos 
Según el artículo 41 de la Ley de Hidrocarburos de 1967, la regalía es 

de 16.66%. Sin embargo, la cláusula 21 de la Ley de 1995 estableció que el 
Poder Ejecutivo nacional puede ajustar ese impuesto en cualquier 
momento, y puede específicamente rebajarlo cuando se le demuestre que 
no es posible alcanzar los márgenes mínimos de rentabilidad en la 
explotación comercial de las áreas en desarrollo. Las compañías están 
obligadas a pagar anualmente un bono de rentabilidad. El pago por 
concepto de este bono provendrá de los ingresos brutos percibidos en las 
ventas de petróleo y será un porcentaje fijo hasta llegar a 1 000 millones de 
dólares. Por encima de esa cifra, el porcentaje variará en función de la 
rentabilidad, medida ésta de acuerdo con el retomo sobre los activos fijos 
de los asociados. Este porcentaje tendrá como límite mínimo el valor 
licitado por los inversionistas y como límite máximo el 50% del retomo 
sobre los activos fijos de los asociados. La recaudación que se efectúe por 
concepto del bono de rentabilidad se destinará a los estados y municipios 
en que se realicen las actividades y a otros fines que se estimen 
convenientes. 

18. Impuestos de importación 
No están especificados en la ley de julio de 1995. 

19. Régimen tributario 
Se debe pagar el impuesto a la renta. En la ley de julio de 1995 no 

se especifica si éste corresponde al régimen tributario común o si es un 
impuesto específico para las actividades petroleras. 

20. Garantía de estabilidad tributaria 

No está especificada en la ley de julio de 1995. 

21. Fiscalización y control del contrato 

Antes de dar inicio a las actividades del convenio de asociación, se 
constituirá un comité de control, formado por igual número de 
representantes de los inversionistas y la filial, comité que estará presidido 
por un representante de esta última. Para la validez de sus deliberaciones 
y decisiones, se requerirá el consentimiento de los representantes de la filial, 
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teniendo el presidente doble voto para resolver los casos de empate. El 
comité de control tendrá a su cargo, entre otras tareas, la aprobación de los 
planes de exploración, evaluación y desarrollo, así como de cualquier 
modificación de tales planes, entre ellos la ampliación de los plazos de 
exploración y explotación, o la reducción de la producción si así lo exigen 
los compromisos internacionales de Venezuela. Se informará al comité de 
control sobre todas las materias de importancia en la vida de la asociación, 
y se le someterán los recaudos y cuentas necesarios para que los entes que 
el comité de control designe puedan realizar las tareas de fiscalización y 
auditoría. 

22. Posibilidad de cesión 

No está especificada en la ley de julio de 1995. 

23. Explotación de campos imificados 

No está especificada en la ley de julio de 1995. 

24. Arbitraje internacional 

El convenio está sometido a las leyes de Venezuela. Las materias de 
competencia del comité de control no están sujetas a arbitraje. Para resolver 
controversias en materias que no sean de competencia del comité de 
control, y que no puedan dirimirse por acuerdo entre las partes, se recurrirá 
a arbitraje internacional, el cual se realizará según las reglas de 
procedimiento de la Cámara Internacional de Comercio. 

25. Preservación del medio ambiente 

Se especifica que el convenio tomará medidas para la preservación y 
conservación del medio ambiente, sin perjuicio de lo establecido en las 
disposiciones legales generales con respecto a iguales fines. 

26. Contratos para explotar campos marginales 

En 1992 y 1993 se aprobaron contratos de servicios con compañías 
extranjeras para la recuperación secundaria (no para exploración) de 
petróleo pesado y extrapesado ya descubierto. En 1993 se licitaron 13 
bloques, con reservas probadas totales de 1 200 millones de barriles y con 
una capacidad de producción conjunta estimada en 300 000 barriles diarios 
al año 2000. 
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C. COMENTARIO SOBRE LAS MODIFICACIONES 

El proyecto de ley sobre convenios de asociación bajo el esquema de 
ganadas compartidas, enviado por el Poder Ejecutivo al Congreso en 
diciembre de 1994, fue promulgado como ley en julio de 1995. 

En los considerandos de esta ley se afirma que las nuevas 
disposiciones obedecen a la necesidad de aumentar la capacidad de 
producción del país para atender la mayor cuota que le corresponde en el 
mercado petrolero mundial. Se afirma, asimismo, que los nuevos convenios 
de asociación contribuirán a la consolidación de la industria petrolera 
venezolana, sin menoscabo de la soberanía fundamental sobre tal recurso 
energético. 

Debe también señalarse que en 1992 y 1993 se habían aprobado 
modalidades de asociación con compañías extranjeras para la explotación 
de gas natural y para la explotación de crudo pesado en la faja del Orinoco. 
Sin embargo, no se permitía el acceso de capital privado a la exploración y 
explotación de nuevas reservas de petróleo. 

El nuevo régimen de contratación petrolera establece la asociación 
entre una filial de PDVSA y compañías extranjeras para la exploración y 
explotación de nuevas reservas petroleras. El riesgo exploratorio corre 
íntegramente por cuenta del contratista. Si se encuentra petróleo, éste se 
reparte en una proporción determinada entre la filial de PDVSA y el 
contratista. 

El contratista deberá pagar un bono en función de la rentabilidad de 
las inversiones, además del impuesto a la renta correspondiente, que 
asciende a 67.7% de las utilidades de operación. 

Si bien este convenio es parecido al contrato de asociación vigente en 
Colombia, la diferencia estriba en el hecho de que, en Colombia, la 
compañía asociada recibe una porción de petróleo como retribución por 
sus servicios, mientras que en Venezuela se comparten las ganancias 
(provenientes, casi en su totalidad, de las exportaciones de petróleo), de 
acuerdo con la participación de cada asociado en el capital social y en las 
inversiones de la empresa mixta. 
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GLOSARIO 

Contratista: Empresa que ha sido calificada legal, técnica y econó-
micamente como capacitada para desarrollar operaciones 
petroleras de exploración y explotación, por los organis-
mos competentes de cada país. 

Explotación Cuando un yacimiento petrolífero se extiende en lotes 
de campos petroleros explotados por compañías diferentes, su 
unificados: explotación demanda consideraciones técnicas y legales 

que permitan su imificación. 

Factor G de El factor C es el compromiso de trabajo que el titular del 
Argentina: permiso contrae en la etapa de exploración. Este factor 

implica la realización de trabajos geológicos y sísmicos, así 
como la perforación de pozos exploratorios. Estos trabajos 
son intercambiables entre sí y están valorizados en dólares. 
Si el titular del permiso no cumple con el compromiso del 
trabajo, debe reembolsar al Estado la cantidad no gastada. 

Factor R de Fue adoptado en 1994. El factor R establece una relación 
Colombia: entre, por una parte, los ingresos de la asociada y, por otra, 

sus inversiones y costos acumulados. Esta relación 
determina que la proporción de petróleo que recibe la 
asociada va disminuyendo a medida que sus ingresos 
superan sus inversiones y costos acumulados. 

Factor R de Fue adoptado en 1982. El factor R establece una relación 
Ecuador: entre la cantidad de petróleo producida anualmente y la 

retribución del contratista. A medida que la producción 
aumenta, disminuye la retribución del contratista. Los 
contratistas que se presentan a la licitación deben 
presentar en sobre cerrado la retribución que están 
dispuestos a aceptar por determinados volúmenes de 
petróleo. Aquel contratista que esté dispuesto a recibir 
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Método de la 
unidad de 
producción: 

Opción 
sísmica: 

Producción 
máxima 
eficiente: 

Recuperación 
secundaria: 

Sísmica: 

menores cantidades de petróleo que los otros participantes 
obtiene mejor puntuación en la licitación. En 1994 se 
modificó la forma de cálculo del factor R, en el sentido de 
que se agregó otro elemento: la calidad del crudo 
producido. En la nueva legislación el factor R es 
denominado participación del contratista. 

Con este método, la depreciación de los activos está 
relacionada con el volumen de petróleo que se extrae 
anualmente del campo. La depreciación se lleva a cabo a 
lo largo de toda la vida útil del campo. 

Es la denominación que se otorga a las especificaciones 
que, durante la etapa de exploración petrolera, permiten 
al contratista efectuar levantamientos sísmicos y no tener 
necesariamente que perforar pozos exploratorios. Esta 
opción sísmica tiene como objetivo incentivar a los 
inversionistas, pues el costo de la sísmica es bastante 
menor que el costo de perforación de pozos exploratorios, 
sobre todo si éstos se hallan en una zona de difícil acceso. 

Producción que permite alcanzar la máxima recuperación 
final técnico-económica del yacimiento, de conformidad 
con las prácticas aceptadas intemacionalmente por la 
industria del petróleo. 

Consiste en inyectar fluidos (generalmente agua o gas) en 
un yacimiento que requiere este procedimiento para 
reemplazar o mejorar la energía natural del yacimiento 
mismo, de modo de hacer fluir el petróleo, a través de la 
formación, hacia los pozos extractores. 

Método de estudio del subsuelo basado en el eco del 
sonido. 

Suelta de Cuando el contratista pasa de la etapa de exploración a la 
área: etapa de explotación, debe devolver al Estado una porción 

determinada del área originalmente asignada. A esa 
devolución se le ]]ama .suelta de área. 
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COMO CONSEGUIR PUBLICACIONES DE LAS NACIONES UNIDAS 
Las publicaciones de las Naciones Unidas están en venta en librerías y casas 
distribuidoras en todas partes del mundo. Consulte a su librero o diríjase a: Naciones 
Unidas, Sección de Ventas, Nueva York o Ginebra. 

Las publicaciones de la Ckxnisión Económica para América Latina y ol Caribe (CEPAL) y las del Instituto 
Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES) se pueden adquirir a los 
distribuidores locales o directamente a través de: 

Publicaciones de las Naciones Unidas 
Sección de Ventas - DC-2-0853 
Fax (212)963-3489 
E-mail: publications@un.org 
Nueva Yort(. NY. 10017 
Estados Unidos de América 

Publicaciones de las Naciones Unidas 
Sección de Ventas, Fax (22)917-0027 
Palais des Nations 
1211 Ginebra 10, Suiza 

Unidad de Distribución 
CEPAL - Casilla 179-0 

Fax (562)208-1946 
E-mail: publications@eclac.cl 

Santiago de Chile 

Publications of the Economic Commisston for Latin America and the Caribbean (ECLAC) and those of the 
Latin American and the Caribbean Institute for Economic and Social Planning (ILPES) can be ordered from 
your local distributor or directly through: 

United Nations Publications 
Sales Sections, DC-2-0853 
Fax (212)963-3489 
E-mail: publicattons0un.org 
New Yort(, NY. 10017 
USA 

United Nations Publications 
Sales Sections. Fax (22)917-0027 
Palais des Nations 
1211 Geneve 10. Switzerland 

Distribution Unit 
CEPAL-Casil la 179-D 

Fax (562)208-1946 
E-mail: publications ©eclac.cl 

Santiago, Chile 

mailto:publications@un.org
mailto:publications@eclac.cl














'si '' . 

• ,,' I 

'' I 

'"' rV 

'V . .-I 

A'.'" . 

' V ' ! , ' / , ' ' •••" • Priméraedlción.','.",' ..>.'•. • ' ' . . • •'. ' ' ' .¡«v-'-J 
'Impreso en Naciones Unidasi7; Santiago'de C h i t e - octubre cie,1998 1 100 i ' ' 

, ,, . ,-ISSNÓ2K-219Í5,^ ¡ISBN - ., ;; ' • 

'•" \V ̂óboíwiiiht'oitoclbî  • • 
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